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			Para Marisa e Isabel 


			 


			Con mi inmenso agradecimiento a  


			Anabel Díez (El País), Gonzalo López Alba (ABC),  


			Juan Carlos Merino (La Vanguardia) y a mi eterna  


			amiga Esther Palomera (elDiario.es) por todo lo que  


			compartí y aprendí con ellos durante más de una década  


			informando del PSOE de Zapatero 


			 


			En recuerdo de Alfredo Pérez Rubalcaba, Carme  


			Chacón, Txiki Benegas, Manuel Marín,  


			Carmen Alborch y Toño Alonso 


			

			

	 


 	
	 
	 	
			 


  INTRODUCCIÓN 


			 


			Lo que se narra en este libro forma parte de una etapa muy importante de mi vida profesional como periodista. Tras ocho años dedicándome a la información, primero en temas de investigación y después en temas judiciales en el periódico El Mundo, un día de septiembre del año 2000 el entonces adjunto al director de este diario, Casimiro García-Abadillo, me llamó a su despacho para comunicarme que la dirección del periódico había decidido que debía empezar a hacer información política sobre el Partido Socialista Obrero Español (PSOE). Salí del despacho confuso, asustado por la responsabilidad que me habían encomendado y un tanto contrariado porque a mí no me gustaba la información política en aquella época. 


			No sabía nada del PSOE, no conocía a nadie allí y ni siquiera había cubierto el XXXV Congreso que llevó a José Luis Rodríguez Zapatero a la Secretaría General del partido. Además, todas mis informaciones anteriores que tenían alguna relación con el PSOE en mi etapa de investigación y en la época en la que cubrí los temas judiciales eran muy negativas para los intereses de la formación socialista. 


			Había trabajado en las investigaciones del caso Roldán y su juicio. Tuve incluso una demanda de Piluca Navarro, la secretaria personal de Felipe González, por una información relativa a cómo pudo comprarse un ático en la calle Almagro, y otra del exdirector general del Cuerpo Nacional de Policía, José María Rodríguez Colorado, por cómo usó los fondos reservados. Ambas las gané en los tribunales. 


			Lo cierto es que el nuevo PSOE de Zapatero no me pasó factura nunca por ello, aunque no faltaban muchos dirigentes que sabían de mis informaciones anteriores y hubo quien me lo recordó. Más allá de mi pasado profesional, en el PSOE te miraban con recelo por el hecho de ser un redactor de El Mundo, posiblemente el periódico más odiado en las filas socialistas en esos años. 


			Sin embargo, algo cambió en el nuevo PSOE de Zapatero. Se podría llamar talante. José Blanco me recibió en su despacho poco tiempo después de ser nombrado secretario de Organización del partido e hicimos un trato en esa primera reunión: él siempre contestaría a todas mis preguntas cuando le llamase por teléfono y sin engañarme, y yo me comprometía a contrastar con él, para que pudiera dar su versión, todo lo que se publicara referente al PSOE en mi periódico de entonces. Así fue durante más de once años en los que Zapatero estuvo al frente del partido, más de siete de ellos en el Gobierno. Con algunos momentos puntuales de desencuentros, creo que tanto Blanco como yo cumplimos el pacto. 


			Este libro pretende relatar todo lo que ocurrió desde que Zapatero fue elegido presidente del Ejecutivo en marzo de 2004, hasta que el 26 de septiembre de 2011 decidió convocar elecciones generales, una de las exclusivas periodísticas de la que más orgulloso me siento y que adelanté en elmundo.es unas horas antes de que lo anunciara oficialmente desde el Palacio de la Moncloa. 


			Pasé un total de once años siguiendo muy de cerca los acontecimientos de un dirigente político que, sin ninguna duda, es ya un referente en la historia contemporánea de España: con ruedas de prensa en Ferraz —acudí no menos de tres lunes al mes; en esta etapa tuve que asistir, aproximadamente, a más de trescientas ruedas de prensa—, mítines de Zapatero —que tuvieron que ser cerca de un millar— y decenas de comidas, reuniones, actos y encuentros. 


			Este libro intenta relatar hechos incontestables que cambiaron España y cómo surgieron: la retirada de las tropas de Irak; la primera ley contra la violencia de género; la creación del cuarto pilar del estado de bienestar con las leyes de dependencia, de plazos para el aborto o la del matrimonio entre personas del mismo sexo; la creación de la Unidad Militar de Emergencia (UME)… y el fin de ETA. También otros acontecimientos más polémicos, como la aprobación del Estatut de Cataluña o el tsunami económico que devastó la última etapa del Gobierno socialista. Todo ello forma parte del legado de Zapatero. 


			Diferentes dirigentes políticos que acompañaron al presidente socialista durante esta etapa se han prestado a rememorar esos tiempos. Trinidad Jiménez, Pepe Blanco, Óscar López, Juan Fernando López Aguilar, Purificación Causapié, José Bono, Leire Pajín o Edu Madina, entre otros. No se hizo a través de entrevistas. Fueron conversaciones informales en las que se habló de sus recuerdos, sus vivencias y su participación en acontecimientos que, a día de hoy, puede decirse que cambiaron una parte de la historia de España. Todas las conversaciones fueron grabadas con el permiso de los interlocutores y recogí más de cuarenta horas de charlas. 


			El mismo método utilicé con periodistas como Luis Rodríguez Azpiolea, Angélica Rubio o Carlos Hernández. Y también con otras personas que me pidieron de forma expresa que no las citara en este libro, aunque su información fue igualmente valiosa. El último capítulo, elaborado bajo este mismo formato, recoge una larga conversación informal con el expresidente rememorando aquellos casi ocho años de gobierno y su balance. 


			Cuando Ediciones B me planteó escribir este libro, hace ya un tiempo, no entendí la razón, pero si se echaba la cuenta, había un motivo: el 14 de marzo de 2024 se cumplen veinte años desde que Zapatero ganó unas elecciones generales y se convirtió en presidente del Gobierno. 


			He disfrutado haciendo este libro, me han invadido los recuerdos y las emociones mientras lo escribía y he querido contar lo que, veinte años después, queda en la sociedad española de aquel mandato de poco más de siete años y que, en mi opinión, indudablemente supuso un salto cualitativo de España en principios y valores, en derecho de ciudadanía, y que, aunque no estuvo exento de errores, dejó un legado histórico incuestionable: el fin del terrorismo en España. Pero, como dice la canción, «... que es un soplo la vida, que veinte años no es nada». 
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			UN NUEVO PSOE, UN NUEVO LÍDER 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «Gracias, Felipe». 


			 


			La llegada de José Luis Rodríguez Zapatero a la Secretaría General del PSOE en el año 2000 fue una sorpresa política y una auténtica revolución en el partido. Todo estaba preparado para que el presidente de Castilla-La Mancha, José Bono, se hiciera con las riendas de una formación política moribunda que acababa de cosechar uno de sus peores resultados de toda la etapa democrática y, además, tenía enfrente a un Partido Popular con mayoría absoluta. Pero no ocurrió así. 


			Contra todo pronóstico, un semidesconocido diputado de León venció por nueve votos al todopoderoso dirigente castellanomanchego que, a priori, iba a ganar de calle el cónclave socialista, ya que contaba previamente con el apoyo de los más importantes barones y federaciones del partido y del expresidente del Gobierno Felipe González. 


			Finalmente, de los 995 delegados que ejercieron su derecho a voto en el XXXV Congreso Federal del PSOE, 414 se decantaron por Zapatero y 405 por Bono. Sólo nueve votos separaron a ambos candidatos. Zapatero se convirtió así en el tercer secretario general del PSOE de la etapa democrática. 


			Bono estaba tan seguro de su victoria que hasta tenía preparada para ese día una fiesta de disfraces —que siempre le han gustado— con los suyos, en la que estaba previsto que él iba a ir vestido de emperador romano. Pese a la derrota, los amigos de Bono decidieron mantener la fiesta, y se celebró. 


			La sorpresa por el resultado del Congreso fue mayúscula, y algunos de los veteranos del PSOE pronosticaron todas las catástrofes posibles con la llegada de Zapatero a la Secretaría General debido a su escasa experiencia política, porque había una división clara en el partido como se reflejó en la votación del Congreso —aunque Bono, desde el primer momento, actuó con plena lealtad al nuevo líder socialista— y porque el Partido Popular de José María Aznar era una apisonadora a nivel político y mediático. No faltó quien vaticinó que el PSOE tardaría al menos tres o cuatro legislaturas en volver a llegar a la Moncloa. 


			Lo cierto es que Zapatero, en algunos aspectos, estaba un poco verde para el cargo que acababa de ocupar. Una de las mejores anécdotas de esa bisoñez es que, tras ser elegido secretario general de los socialistas, el presidente del Gobierno, José María Aznar, le citó de manera inmediata en la Moncloa para mantener un primer encuentro de carácter meramente protocolario entre el presidente del Ejecutivo y quien era el nuevo líder de la oposición. Dicha reunión se celebró el 25 de julio del año 2000. La tarde antes, Zapatero se dio cuenta de que no tenía qué ponerse en ese encuentro y, acompañado de su primer jefe de gabinete, el sociólogo José Andrés Torres Mora, acudió a El Corte Inglés de la calle de Princesa de Madrid —cercano a la sede socialista de la calle de Ferraz— y se compró dos trajes. 


			Mientras paseaba por los pasillos del establecimiento y elegía los trajes, de vez en cuando Zapatero levantaba la mano para advertir a sus escoltas dónde se encontraba. Estos se vieron obligados a explicarle que no hacía falta que les avisara de su ubicación, pues su trabajo consistía, precisamente, en seguirle allá donde fuera y estar pendientes de él. Era la primera vez en su vida que Zapatero llevaba escolta. 


			Si en algo no era nuevo Zapatero, era en conocer bien el funcionamiento de su partido. Siempre le había gustado «lo orgánico». De hecho, cuando resultó elegido secretario general del PSOE llevaba militando en las filas socialistas veintiún años. Se afilió a las Juventudes Socialistas en 1979 y el primer mitin al que asistió fue en Ponferrada (León) para ver a Felipe González. No tardó en convertirse en secretario de Organización de la rama juvenil del PSOE leonés. En 1986 salió elegido diputado al Congreso por esta provincia, convirtiéndose en el parlamentario más joven de esa legislatura. Hasta 2011 fue diputado ininterrumpidamente. 


			A escala provincial también empezó a moverse muy rápido. En 1988, para sorpresa de muchos, según cuentan las crónicas de esa época, fue elegido secretario general de la Federación Socialista Leonesa, y logró un pacto entre las distintas facciones del socialismo de esa provincia que tradicionalmente habían protagonizado enfrentamientos internos casi constantes. Se mantuvo en ese cargo, de forma algo inesperada, durante una década. 


			Cuando en sus primeros años al frente de los socialistas era aún bastante cuestionado y se producían divisiones y discrepancias en cada reunión del Comité Federal que se celebraba, Zapatero comentaba en tono de broma que, acostumbrado a las habituales tormentas orgánicas que se formaban periódicamente en el PSOE de León, lo que ocurría en Ferraz eran meras turbulencias pasajeras. 


			Con todo este bagaje, no sorprendió que nada más ser elegido nombrara como número dos del partido y secretario de Organización a José Blanco. El dirigente gallego, como Zapatero, llevaba militando en el PSOE desde 1978 y era secretario provincial de Lugo. En 1989 fue elegido senador y, posteriormente, en 1996, diputado. A Blanco, tanto o más que a Zapatero, también le gustaba «lo orgánico». 


			Blanco se sumó al proyecto de Zapatero desde el primer momento, pero no fueron pocos los que dudaron de que fuera la persona adecuada para llevar las riendas de un PSOE que estaba muy herido interna y externamente tras el fracaso electoral de Joaquín Almunia y la frustración de la candidatura fallida de Josep Borrell. 


			José Blanco es el primero que reconoce que dudó hasta de él mismo. «El día que llegué a Ferraz tras el Congreso Federal y que me instalé en el despacho que había sido en su momento de Alfonso Guerra o de Txiki Benegas, lo que se me vino a la cabeza fue que había sido todo un irresponsable por asumir semejante tarea», confesó el exdirigente socialista tras mantener con este autor una larga conversación recordando aquella etapa. 


			Y añadió a continuación: «Pero ese mismo día me contesté a esa duda y me dije que eso lo tenía que haber pensado cuarenta y ocho horas antes, cuando acepté el puesto, y que una vez que estaba allí lo que tenía que hacer era conformar el mejor equipo posible para responder a la confianza que me había dado Zapatero y al caudal de emoción que se había depositado en una generación nueva de políticos para dirigir el partido». 


			Al primero que llamó Blanco como jefe del gabinete fue a «un tal Óscar López», que no tenía ningún puesto de relevancia entre los socialistas. López, a su vez, recomendó al nuevo secretario de Organización del PSOE a dos amigos suyos para otras áreas del partido: uno se llamaba Antonio Hernando y el otro, Pedro Sánchez. A los tres luego se les conoció como «los chicos de Blanco» y fueron la columna vertebral en los temas internos del partido durante casi una década. Ahora, Pedro Sánchez es presidente del Gobierno de España, y López y Hernando son los hombres fuertes del gabinete de la Presidencia (pero esto da para otro libro). Nadie puede poner en duda que el exsecretario de Organización del PSOE tuvo buen ojo a la hora de elegir a su equipo. 


			Blanco asegura que Zapatero no le dio ninguna indicación sobre cómo llevar las riendas del PSOE y que siempre tuvo la confianza del líder socialista para ejecutar las modificaciones que emprendió en el partido. Lo que sí existía era la determinación política de llevar a cabo cambios muy profundos. 


			Desde el primer momento, el dirigente gallego quiso hacer cosas distintas en el PSOE y modificar tanto la dinámica del funcionamiento como la propia estructura interna del partido, que desde la etapa de Felipe González como secretario general del PSOE —es decir, desde 1974— no había variado sustancialmente. 


			Óscar López recuerda que el primer mandato que recibió de Blanco fue que había que ponerse a trabajar para renovar la formación de arriba abajo, con gente nueva que pudiera incorporarse en esta nueva etapa y empezar a hacer las cosas de otra forma. 


			Se tomaron muchas decisiones dentro del ámbito de la Secretaría de Organización, pero Blanco y López coinciden en que la gran revolución en el PSOE fue decidir la obligatoriedad de que los militantes abonaran las cuotas al partido a través de transferencia bancaria. Blanco quería «pasar a limpio» el censo socialista, es decir, saber de verdad cuántos militantes había, cuántos pagaban la cuota mensual y, sobre todo, cuántos militantes fantasmas eran utilizados fraudulentamente por algunos líderes locales para seguir conservando su poder orgánico en sus territorios. Por aquel tiempo —en marzo de 2001— se cifraba en torno a los cuatrocientos mil el total de militantes que tenía el PSOE, pero todo el mundo sabía que ni de lejos esa cifra era cierta. 


			Aquella decisión tuvo muchas resistencias en el partido y en buena parte de las federaciones socialistas. Los críticos a la medida argumentaban que iban a darse de baja muchos militantes a los que les gustaba pasarse por la sede cada mes y pagar la cuota presencialmente, entre otras cosas, para ver a los compañeros. También se dijo que había un alto porcentaje de gente mayor a quienes les iba a costar regularizar este pago a través del banco. Pero la decisión de Blanco estaba tomada y, además, contaba con el visto bueno y todo el respaldo de Zapatero. 


			Óscar López admite que puede que la ciudadanía no entienda bien todavía la importancia de este cambio, pero lo consideró trascendental para el partido, y lo explica así: «Anteriormente, alguien llegaba cuando había que elegir a nuevos dirigentes y decía: “En ese pueblo somos quinientos”, y pagaba de golpe quinientas cuotas porque, para votar, había que estar al corriente de pago». Este pago le suponía a ese dirigente más votos y más poder para colocar a su gente, tener más delegados en las asambleas de cara a las votaciones para la elección de candidatos, en la configuración de las ejecutivas provinciales y locales o en la conformación de las listas electorales. 


			El PSOE, entonces, puso en marcha una fórmula que copió de la Unión General de Trabajadores (UGT) por la que cada militante tiene que domiciliar por banco la cuota, de forma que si a alguien le llegan tres giros y no los paga, se le da de baja como afiliado. A partir de ahí los censos de militancia del PSOE fueron verdad y desaparecieron los censos inflados. 


			López insiste en considerar importantísimo este cambio «porque esto no lo ha hecho ningún partido de este país y todos los demás partidos mienten. Absolutamente todos. Sólo el PSOE tiene un censo de verdad», afirma con cierto orgullo. Cuando acabó la regularización el partido cifró en algo más de doscientos veinte mil los militantes socialistas. En la actualidad, el PSOE no llega a los ciento ochenta mil afiliados. 


			Además, la Secretaría de Organización del PSOE también tuvo que enfrentarse a una reestructuración de la plantilla de trabajadores del partido, así como de sus funciones. En el año 2000 el PSOE todavía tenía todos los servicios y tareas internalizadas, y en su plantilla de personal laboral había electricistas o mecánicos que cambiaban el aceite de los coches que utilizaban los dirigentes del partido. Hay que recordar que en la vieja cultura de la formación socialista los afiliados del Sindicato de los Obreros Mineros de Asturias (SOMA-UGT) eran los que se encargaban de la seguridad en los actos del partido y de sus dirigentes. 


			Blanco cambió toda aquella estructura un tanto obsoleta y empezó a externalizar todos los servicios del partido. El dirigente socialista incluso se atrevió a acudir a las mejores agencias de publicidad de España para preparar la campaña electoral. Eso jamás se había hecho en el PSOE, ya que las campañas se preparaban con gente cercana y afín. Era la primera vez que la imagen electoral del partido se confiaba a una empresa de publicidad por su profesionalidad y no por su afinidad política. 


			Pero estas medidas sólo fueron la antesala de la catarata de cambios que se avecinaba y que se concretó en la Conferencia Política de julio de 2001, coordinada y dirigida por Blanco y López. De esa Conferencia Política salió el nuevo PSOE. 


			En este foro se elaboró un nuevo reglamento de cara a las elecciones primarias que, para López, «es la mayor revolución democrática hecha por un partido en este país». En dicho texto, se ordenó minuciosamente y con plenas garantías todo un mecanismo para que la militancia pudiera decidir con su voto. 


			De nuevo la Secretaría de Organización del PSOE contó con el pleno respaldo de Zapatero, que apoyó con firmeza el cambio del reglamento de primarias y, para evitar algunas resistencias internas, afirmó públicamente en la misma Conferencia Política que los socialistas no sólo querían fomentar la participación ciudadana en todos los aspectos de la vida pública, sino que querían dar ejemplo. «Vamos a comenzar por nuestra propia casa, dando el partido a los militantes a través de la democracia interna», afirmó. 


			Pero la Conferencia Política de julio de 2001 fue más allá en muchos más aspectos, y puede decirse que constituyó el germen de ese nuevo PSOE que quería Zapatero. Se cambió el anagrama del partido y se recuperó el color rojo como referente de la izquierda europea, lo que se fue visualizando paulatinamente en el tiempo. El PSOE editó un folleto en el que se presentó esta nueva marca, donde primaba un cuadrado rojo, elemento que identificaba la nueva imagen política de los partidos de la izquierda europea, con el tradicional puño y la rosa. 


			También se modificó la música y hasta se crearon cinco versiones a partir de la sintonía institucional del PSOE tradicional: jazz, flamenca, celta, guitarra clásica y la versión rock, que se estrenó en la clausura de la Convención Política que terminó siendo toda una exaltación de la figura de Zapatero. 


			Era la nueva imagen de aquello que se denominó falsamente el «cambio tranquilo», porque lo que de verdad supuso aquella Conferencia Política, también en lo ideológico, fue un cambio radical del que salió un PSOE renovado. 


			Otra impronta que dejó Zapatero con su llegada a la Secretaría General fue colocar las políticas feministas en primera línea del discurso político del partido y que el feminismo fuera una bandera de los socialistas. 


			Además, en esa reunión el nuevo líder del PSOE quiso marcar un nuevo rumbo ideológico en el partido, separándose de la «tercera vía» de Tony Blair y apostando por lo que denominó un «republicanismo cívico», entendido «como una llamada a los ciudadanos para que participen y tomen las riendas de los destinos de la sociedad». 


			Zapatero aseguró que el PSOE buscaría fortalecer a la ciudadanía «frente a cualquier dominación». En este punto, reivindicó el «ideal republicano de libertad como sinónimo de “no dominación”». Detrás de todos estos planteamientos ideológicos estaba el pensamiento del sociólogo francés Philip Pettit, que pasó a ser considerado como el ideólogo de cabecera de Zapatero. En España sus libros empezaron a convertirse en los más vendidos en su categoría. En concreto, su ensayo Republicanismo pasó a ser la obra de referencia de los dirigentes socialistas. Todos querían conocer las nuevas bases ideológicas en las que Zapatero quería sustentar el proyecto del PSOE. 


			Un factor clave del éxito de la Conferencia Política de 2001 es que, aunque todos los cambios aprobados tuvieron su resistencia en el partido, Zapatero contó con el respaldo esencial de Manolo Chaves y Luis Pizarro —los dos máximos dirigentes del PSOE andaluz— para llevar adelante todas estas reformas. Óscar López recuerda que, sin el respaldo de Andalucía, la federación socialista más importante, no se hubieran podido sacar adelante la mayoría de esos proyectos. 


			En este encuentro también surgió con fortaleza la consolidación de la imagen de que había un nuevo líder al frente del partido, que pretendía hacer olvidar la alargada sombra de Felipe González cuya influencia política, si bien no directamente, todavía se proyectaba en numerosos dirigentes territoriales con gran peso en el socialismo. Muchos opinan que de este cónclave programático nació otro partido, aunque el PSOE tuviera ya casi siglo y medio de antigüedad. 


			No obstante, la tarea de ese nuevo PSOE que quería proyectarse a la sociedad aún no estaba concluida en 2001, ni siquiera al término de la exitosa Conferencia Política. Todavía seguía habiendo dudas sobre el liderazgo de Zapatero, que seguía siendo cuestionado en muchas de sus decisiones políticas. En los comités federales del partido de esa primera etapa, el líder socialista siempre encontraba un significativo nivel de oposición y de crítica interna. 


			No es hasta casi año y medio después cuando puede decirse que Zapatero se hizo completamente con las riendas del partido, se convirtió en el líder indiscutible e incluso empezó a ser visto como un candidato que no estaba de paso y que podía consolidarse en el futuro, aunque todavía nadie creía que pudiera ganar las siguientes elecciones… salvo él. 


			Y esto Zapatero lo consiguió al hacer coincidir, casualmente… o no, la celebración del veinte aniversario del histórico triunfo del PSOE de Felipe González en las elecciones generales de octubre de 1982 —cuando los socialistas lograron 202 diputados de los 350— con su proclamación oficial como candidato del PSOE a la presidencia del Gobierno. 


			Blanco, de nuevo, arriesgó en sus decisiones y quiso conmemorar el citado aniversario con un macromitin en la plaza de toros de Vistalegre en Madrid, donde pretendía congregar a veinticinco mil personas. El PSOE, que llevaba en crisis interna desde la derrota electoral de 1996, no había vuelto a celebrar un acto tan potente desde hacía lustros, y en la última campaña de las generales, con Joaquín Almunia como candidato, no había logrado convocar un acto ni con diez mil personas. 


			A Pepe Blanco le salió la jugada perfecta. Llenó la plaza de toros a reventar, incluso hubo gente que se quedó fuera porque, para asegurar que no hubiera un «pinchazo» de asistencia, se pusieron más autobuses de los necesarios por todos los rincones de España. El secretario de Organización era consciente de que no podía permitirse el lujo de fallar… y no falló. Para el PSOE fue todo un acto de resurgimiento que sirvió para recuperar la autoestima y salir del hundimiento moral y político que había provocado en la militancia la mayoría absoluta de Aznar. Y Zapatero lo aprovechó. 


			En su intervención, el líder socialista tuvo muy claro su discurso. Primero quiso pasar página, y aseguró que su objetivo era abrir una nueva etapa en el partido. Afirmó que el PSOE había aprendido la lección. «No puede haber ni un solo aprovechado en nuestras filas», dijo en referencia a los numerosos casos de corrupción que habían rodeado al partido y al Gobierno socialista en la década de los noventa (casos Filesa, de los fondos reservados de Interior, Roldán, Mariano Rubio o el del BOE, entre otros). 


			Hay que recordar también que, previamente, Blanco —con el apoyo incondicional de Zapatero— había tomado la difícil decisión de que el PSOE dejase de pagar a los abogados de los dirigentes socialistas implicados en el caso GAL y en el caso de los fondos reservados, una decisión que provocó mucha polémica interna, pero que de cara a la sociedad fue un claro mensaje de que el PSOE de Zapatero —ya se le empezaba a llamar así— sí tenía un compromiso inequívoco de acabar con la corrupción. 


			Ese 28 de octubre de 2002 Zapatero también llevaba preparado otro mensaje implícito. Así, en su intervención se refirió a la época de los gobiernos socialistas, y destacó que con González al frente del Gobierno se hicieron «realidad muchas aspiraciones democráticas». 


			También recalcó que en esos años su partido dejó «atrás el centralismo; el viejo pasaporte del régimen, consiguiendo uno europeo; empezó a quedar atrás la lacerante discriminación de la mujer; y desapareció la beneficencia». Y acabó diciendo: «Por eso, quiero hacer un reconocimiento a toda esa generación, a compañeros y militantes, y este reconocimiento se resume en dos palabras: gracias, Felipe». Vistalegre retumbó y hubo una ovación interminable. 


			Por si a alguien le quedaba alguna duda de que se había consolidado un nuevo partido y un nuevo líder, Alfredo Pérez Rubalcaba —entonces un simple diputado y sin cargo oficial en la dirección del partido, aunque ya pasaba muchos días en la sede de Ferraz— se acercó a las mesas donde estaban los periodistas para dejar muy claro el mensaje. «Le ha dicho claramente adiós a Felipe, y que ahora es su momento y su etapa —apuntó. Para concluir con su habitual latiguillo—: Lo veis, ¿no?». 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  2 


			 


			EL FEMINISMO IMPREGNA AL PSOE Y AL GOBIERNO 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «No se puede ser socialista sin ser feminista». 


			 


			Durante mucho tiempo el PSOE fue un partido resistente a incorporar los postulados del feminismo tanto a sus propuestas políticas como a su funcionamiento interno. A pesar de que mujeres muy significativas como Carmen García Bloise, Elena Arnedo o Carlota Bustelo trabajaron intensamente, ya desde la clandestinidad, para que desde el Partido Socialista se incorporaran las demandas y el trabajo a favor de los derechos de las mujeres, lo cierto es que el feminismo despertaba en sus dirigentes, y en especial en una parte de la militancia, una gran desconfianza. Se entendía que la lucha de las mujeres era secundaria a la lucha de clases y que el feminismo, entendido como la causa de las mujeres, podía suponer una distracción en el objetivo principal. 


			Estas ideas explican las pocas políticas que participaron ya en la etapa de la Transición tanto en las ejecutivas del partido como en las listas electorales y los primeros gobiernos de Felipe González. La propia Carlota Bustelo abandonó las listas electorales de los comicios del año 1979 como protesta porque la dirección del PSOE se negaba a incluir un 15 por ciento de mujeres en las candidaturas del partido. 


			Pese a esta posición, siempre existió una intensa actividad feminista dentro del PSOE, protagonizada por mujeres militantes que, en torno a las principales dirigentes feministas como Bustelo, primero, o posteriormente Matilde Fernández, no cejaban en su empeño de conseguir que la formación incorporara a las mujeres en su estructura orgánica —empezando por la propia militancia—, pero también en puestos de responsabilidad, así como en sus discursos y programas. 


			La Comisión Mujer y Socialismo —creada en los años setenta y compuesta por mujeres militantes en defensa de la doble militancia en movimientos sociales—, posteriormente la Federación de Mujeres Progresistas y un buen número de mujeres militantes que participaban en otras organizaciones de la sociedad civil y asociaciones de mujeres feministas protagonizaron repetidos intentos por incorporar reivindicaciones relacionadas con los derechos de las mujeres. 


			Los anticonceptivos y la planificación familiar, el divorcio, el aborto, la participación laboral de las mujeres y, sobre todo, el papel activo de estas en el partido fueron temas recurrentes abordados por las militantes a lo largo del último cuarto del siglo XX, por lo que constituían la base de lo que se puede denominar el feminismo socialista. 


			Aunque, sin ninguna duda, los avances en los derechos de las mujeres fueron innegables durante esos años, lo cierto es que el trabajo de las mujeres del PSOE no siempre fue correspondido por el partido, ni con posiciones de poder ni con la aprobación de las reivindicaciones esenciales para el movimiento feminista. 


			Un ejemplo de esto es que hubo que esperar hasta 1997 a que se aprobara la paridad en las listas electorales del partido (un 40-60 por ciento de equilibrio entre ambos sexos) y otro, que no hubo manera de modificar la ley de despenalización del aborto incorporando el cuarto supuesto socioeconómico, debido, entre otras cosas, a una fuerte oposición incluso dentro del PSOE. 


			No obstante, el trabajo que se realizó tanto desde el Instituto de la Mujer —que tuvo a Carlota Bustelo como primera directora— como desde la Secretaría de Participación de la Mujer, alentado primero por las políticas europeas y posteriormente por las conferencias mundiales de Naciones Unidas (la última de ellas celebrada en Pekín en 1995), mantuvo la presión suficiente para que el asunto siguiera presente en el partido, aunque siempre con tensiones internas. 


			Con estos antecedentes, la llegada de José Luis Rodríguez Zapatero a la Secretaría General del Partido en el año 2000 supuso un cambio de escenario más relacionado con poner en consideración y en primera línea los temas de igualdad en el conjunto de las políticas del partido que con las propias propuestas, que ya se habían estado trabajando desde las organizaciones de mujeres y formaban parte de la reivindicación feminista desde hacía años. 


			Así lo recuerdan algunas de las mujeres que llegaron al PSOE en ese momento, como Leire Pajín, que admite que en el partido siempre hubo una resistencia al movimiento feminista y sus postulados, y considera que el liderazgo del nuevo secretario general fue esencial para cambiar esa dinámica. 


			«Zapatero lo que supo entender muy bien era que no podía haber un proyecto democrático, progresista ni profundamente de cambio sin el feminismo incorporado. Él lo entendía muy bien y lo tenía muy claro, pero me consta que no lo entendían igual de bien los hombres del partido», afirma Pajín. 


			De la misma opinión es la exministra de Sanidad y Asuntos Exteriores Trinidad Jiménez, a quien se le atribuye haber sido la impulsora de que Zapatero diera el paso para aspirar a la Secretaría General del PSOE. «Zapatero fue siempre un feminista convencido. Y cuando anunció que la primera ley sería una ley integral contra la violencia de género, lo decía con una pasión que emocionaba». Para Trinidad Jiménez, el nuevo líder del PSOE «fue quien consiguió, poco a poco, impregnar al partido de esa necesidad de ser feminista». 


			De esta forma Zapatero se convirtió en el gran valedor de estas reivindicaciones igualitarias dentro del PSOE, consiguiendo que propuestas que no habían tenido el apoyo suficiente o habían pasado desapercibidas se convirtieran en prioridades y en seña de identidad del propio partido. 


			Los avances en esta línea llegaron casi desde el primer momento en que fue elegido secretario general del PSOE. La Secretaría de Participación de la Mujer cambió de nombre, y pasó a llamarse Secretaría de Igualdad. En la primera Ejecutiva Federal que formó Zapatero, esta área fue ocupada de nuevo por la dirigente andaluza Micaela Navarro, que ya había estado en este puesto con Joaquín Almunia y había realizado un trabajo relevante, pero opaco. 


			Navarro impulsó la primera propuesta para elaborar una ley contra la violencia hacia las mujeres, tras trabajar con un buen número de organizaciones que en aquel momento se integraban en la Red Feminista contra la Violencia de Género, y que incluso llegó a incluirse en el programa electoral del año 2000. Aquello pasó del todo desapercibido, tanto en las reseñas de prensa sobre el programa político del PSOE como en el debate social. Seguramente nadie imaginaba en ese momento que dicha propuesta se convertiría años después en la primera promesa electoral que cumpliría el futuro presidente del Gobierno, ni que ocuparía un importante lugar en los mítines del flamante líder socialista durante toda su etapa en la oposición. 


			Zapatero logró cambiar décadas de tensiones con el feminismo dentro del partido por un apoyo decidido por las propuestas igualitarias. Lo que es incuestionable es que no fue una posición impostada y lo demostró con hechos en todas sus decisiones. 


			Purificación Causapié, coordinadora de la Secretaría de Igualdad con Micaela Navarro, y con una amplia experiencia en el trabajo desde el movimiento feminista, comenta que fue la primera vez que un alto dirigente del partido mostró un convencimiento propio, sin presiones externas y sin buscar réditos electorales hacia las ideas feministas. «Zapatero hacía suyo el discurso feminista. No hacía falta convencerle, no copiaba lo que decían las feministas, lo incorporaba a su propio discurso y esto fue la primera vez que pasaba dentro del partido», afirma. 


			Tanto en el PSOE como posteriormente en el Gobierno, el feminismo fue una forma de actuación política transversal en todas las decisiones que tomó Zapatero, de la que dio muestras evidentes en toda su etapa. Además, el líder socialista consiguió llevar la lucha por la igualdad a la primera línea del debate político. 


			Un ejemplo de ello es que el PSOE aprobó su primer plan de igualdad en el año 2002, mucho antes de que la ley de igualdad lo convirtiera en un elemento obligatorio para las empresas y otras organizaciones laborales. 


			Ya en el Ejecutivo, además de las leyes de igualdad que impulsó durante su mandato (que se analizarán más adelante en este libro), Zapatero tomó otras decisiones muy significativas a nivel político y con un carácter muy simbólico que ya forman parte de la intrahistoria democrática de este país. 


			Así, Zapatero fue el primer presidente de España que conformó un Gobierno paritario (ocho hombres y ocho mujeres), y el que designó a la primera mujer para ocupar la Vicepresidencia del Ejecutivo (María Teresa Fernández de la Vega), que se convirtió, a su vez, en la primera mujer en presidir un Consejo de Ministros en España —aquello fue noticia destacada en su día— cuando el presidente estuvo fuera del país. Asimismo, puso a otra mujer (embarazada por entonces) al frente del Ministerio de Defensa (Carme Chacón) y creó por primera vez en España un Ministerio de Igualdad (Bibiana Aído). En su condición de líder del PSOE, nombró a una mujer, también por primera vez en más de ciento cuarenta años de historia del partido, como secretaria de Organización (Leire Pajín), el segundo cargo de mayor relevancia en la formación socialista, hasta que se creó la Vicesecretaría General. 


			Además, Zapatero, ya desde la oposición, empezó a entablar una relación directa y destacada con las asociaciones de mujeres. Junto a la constante comunicación que mantenían con este colectivo Micaela Navarro y su coordinadora del área de Igualdad, Purificación Causapié, el líder socialista mantuvo contactos periódicos con el movimiento feminista. Incluso organizó con las asociaciones algunos actos internos y otros públicos en la sede socialista de la calle de Ferraz de Madrid para escuchar sus propuestas y reivindicaciones. Las mujeres se sintieron escuchadas en el PSOE. 


			Tampoco se olvidó de ellas cuando llegó al Gobierno, y antes de llevar cada ley de igualdad al Consejo de Ministros, convocaba a las asociaciones a la Moncloa para conocer previamente su opinión, sus aportaciones y sus comentarios. Se podría decir que el movimiento feminista se sintió empoderado como nunca en toda la etapa democrática, aunque la sociedad todavía estaba lejos de percibirlo en aquellos años. 


			Así, ante una de estas reuniones con asociaciones de mujeres en el palacio de la Moncloa de cara a ultimar una propuesta en materia de igualdad, tres de sus representantes decidieron acudir juntas y llamaron a un taxi para acudir a la cita. Al taxista le indicaron: «A la Moncloa», pero este las dejó en el intercambiador del distrito madrileño de mismo nombre. Al percatarse de la situación, una de las ocupantes del taxi le dijo al conductor: «No es aquí, señor. Vamos al palacio de la Moncloa, y no es para limpiarlo». 


			En más de una ocasión, Jesús Caldera —bajo cuyo ministerio estaba la Secretaría de Igualdad—, o la vicepresidenta, Fernández de la Vega, recibieron a las principales representantes del movimiento feminista en el palacio de la Moncloa, donde pasaron muchas horas debatiendo, mejorando y consensuado leyes que luego llegarían al Boletín Oficial del Estado (BOE). En algunas de estas reuniones solía pasarse el presidente del Gobierno para saludar a las mujeres convocadas. 


			El resumen de su actuación lo dio el propio Zapatero tiempo después en una frase que causó impacto mediático y que era todo un mensaje a su partido. «No se puede ser socialista sin ser feminista». 
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			OTRA RELACIÓN CON LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «No hay que ir sólo a los medios donde sus lectores u oyentes están todos convencidos, hay que ir a otros donde probablemente puedas convencer a los que no te apoyan».


			 


			Esta frase se atribuye a José Luis Rodríguez Zapatero. Al menos algunos de sus más estrechos colaboradores durante su etapa en el partido y en el Gobierno la suelen citar como resumen de la «filosofía mediática» que el líder del PSOE, y posteriormente presidente del Gobierno, aplicó en el minuto uno tras ser elegido secretario general del Partido Socialista. 


			La nueva relación que Zapatero entabló con los medios de comunicación supuso una tormenta interna dentro del PSOE desde el primer momento. Durante la etapa de Felipe González la política comunicativa del partido y del Ejecutivo sólo se movía en dos territorios fundamentalmente: el Grupo Prisa, con la Cadena Ser y el periódico El País como medios de referencia, y la televisión y la radio públicas, que en los primeros trece años de Gobierno socialista en la etapa democrática estuvieron siempre controladas desde la Moncloa o desde Ferraz. 


			La simbiosis entre el Grupo Prisa y el PSOE, en especial con los gobiernos de González, era tan evidente que a la sede del periódico El País se la consideraba, con cierto tono irónico, como una agrupación socialista más, debido a la influencia que su información y su línea editorial tenían en todo el partido. «Hay que esperar a ver qué dicen en la Agrupación de Miguel Yuste», se comentaba jocosamente en las filas del partido en referencia a la calle de Madrid donde se ubica el periódico. 


			A esto hay que añadir que el poderío de audiencia que siempre ha tenido la Cadena Ser era el otro bastión en el que se apoyaba la política mediática del PSOE, donde el partido y el Gobierno se sentían cómodos con su línea editorial y les suponía la otra punta de lanza para explicar y difundir sus políticas. 


			Por otro lado, estaban los medios públicos. Así, desde el primer momento, el Ejecutivo de Felipe González puso al frente de la radio y la televisión públicas a personas ideológicamente afines que convirtieron los informativos en espacios casi de propaganda gubernamental, por lo que durante toda su etapa no faltaron constantes críticas y acusaciones de manipulación partidista a Radiotelevisión Española (RTVE) por parte de todos los partidos de la oposición. 


			El primer nombramiento de Felipe González en este ente público fue el de José María Calviño, padre de la que años después fuera vicepresidenta económica del Gobierno con Pedro Sánchez, Nadia Calviño. Su gestión al frente de RTVE fue, tal vez, la más polémica y criticada por su sesgo a favor del Ejecutivo. Curiosamente, nombró a un periodista de prestigio como José Luis Balbín director de los servicios informativos y director de un programa mítico como La clave, pero aquello duró poco y fue destituido. El periodista no era lo que quería el Gobierno en una televisión pública que buscaba controlar, y fue despedido en 1985 con el pretexto de la bajada de audiencia del programa, lo que luego se demostró que no era cierto. Balbín se despidió cambiando su último programa para hablar de la entrada de España en la OTAN, un tema más que incómodo para el Ejecutivo de Felipe González. 


			En 1986, cuando el PSOE de Felipe González volvió a ganar por mayoría absoluta, era un clamor social el sectarismo que imperaba en RTVE, por lo que Calviño fue relevado por la cineasta Pilar Miró. Tras ella, entre 1989 y 1990, estuvo Luis Solana —hermano del ministro Javier Solana—, y la etapa socialista en el Gobierno se cerró con el periodista Jordi García Candau al frente de RTVE, quien también fue objeto de durísimas críticas por parte del PP al considerar que los informativos se hacían a las órdenes de la Moncloa. 


			La herencia de una televisión pública marcadamente partidista fue recogida con gran regocijo por el Ejecutivo de José María Aznar, que elevó todavía más que sus antecesores el grado de manipulación en los telediarios en favor del partido que estaba en el poder con el nombramiento en el año 2000 de Alfredo Urdaci como director de los servicios informativos de TVE y como presentador de la segunda edición del Telediario. 


			Urdaci sobrepasó todos los límites cada noche con informaciones sesgadas y siempre a favor del Gobierno. El escándalo llegó a tal nivel que el sindicato Comisiones Obreras (CC. OO.) denunció a TVE, acusando al ente público de haber manipulado las informaciones en favor del Gobierno, antes y durante la huelga general en España de 2002. El sindicato ganó la denuncia y el propio Urdaci fue quien leyó la rectificación de las informaciones con un texto pactado entre los directivos del ente público y CC. OO. El director de los servicios informativos de TVE dio toda una muestra más de prepotencia y burla al leer la rectificación a toda velocidad y al referirse al nombre del sindicato denunciante como «ce-ce-o-o». 


			A partir de ahí, Urdaci se convirtió en objeto de crítica permanente de Zapatero en cada mitin, rueda de prensa o acto que protagonizaba. Material no le faltaba porque el periodista, a medida que se acercaban las elecciones de 2004, subía el nivel de informaciones sesgadas, partidistas y manipuladas, según se denunciaba constantemente desde el PSOE. 


			Pero Zapatero conjugaba esas denuncias con el compromiso de que, si llegaba al Gobierno, habría una televisión pública de calidad, independiente del Ejecutivo y con los mejores profesionales al frente de los servicios informativos. Ni que decir tiene que, tras los precedentes de los gobiernos socialistas anteriores, nadie creía que fuese a cumplir sus palabras. 


			Zapatero cumplió su promesa. En 2006 propuso una reforma radical de la televisión estatal: su presidente ya no sería designado por el Gobierno, como en los cincuenta años anteriores, sino por el Parlamento; y su mandato sería de seis años para no coincidir con los cambios de la legislatura. Además, por primera vez, los sindicatos mayoritarios tendrían representación en el consejo de administración de la radio y la televisión públicas. UGT y CC. OO. podrían designar a un consejero cada uno. Los otros diez consejeros serían propuestos por los grupos políticos representados en la Cámara Baja. 


			También quiso dar un giro con la elección de los nuevos responsables de los informativos de la televisión pública. Nombró a Fran Llorente director de los servicios informativos, quien a su vez situó a la periodista Pepa Bueno como su mano derecha, en una primera etapa como directora de los Desayunos de TVE y después como presentadora del Telediario de la segunda edición. 


			Pocos pueden cuestionar el cambio informativo que dio TVE con respecto a la etapa de Urdaci. Se hizo una televisión pública de calidad, plural, independiente y con credibilidad. De tal forma fue así que hasta destacados y veteranos dirigentes socialistas se quejaban de que ya no se podía contar ni con TVE para que echara una mano al Gobierno. 


			Zapatero dio un giro de ciento ochenta grados en la política de comunicación desde que fue nombrado presidente del Gobierno, pero ya lo había hecho antes desde el PSOE. Su llegada a la Secretaría General cambió la relación político-mediática con los medios de comunicación no sólo en el ámbito público, sino también en el privado, lo que causó toda una convulsión en el partido primero y en el Ejecutivo después, y le granjeó al líder socialista no pocos enemigos. 


			La periodista Angélica Rubio, que estuvo desde el primer momento en el partido como asesora personal del nuevo líder socialista en temas informativos y luego en la Secretaría de Estado de Comunicación del Gobierno, conoció desde el primer minuto ese cambio en la política comunicativa del PSOE y explica que la única directriz que dio Zapatero al respecto fue simple: «Nos dijo: “Aquí no se veta a nadie, a ningún medio de comunicación”». 


			Antes de la llegada de Zapatero, por poner sólo un ejemplo, el PSOE de Joaquín Almunia había prohibido a todos los dirigentes socialistas conceder entrevistas al periódico El Mundo. Únicamente se atrevió a incumplir tal orden el entonces presidente de Castilla-La Mancha, José Bono, que sí concedió al diario dirigido por Pedro J. Ramírez alguna entrevista periódicamente. Pero a Bono en Ferraz nadie se atrevió a hacerle el más mínimo reproche. El resto de los dirigentes siguió lo mandado a rajatabla. Luego, Angélica Rubio descubrió que no sólo El Mundo estaba vetado por la dirección socialista a la hora de conceder entrevistas o facilitar información, sino que había más medios. 


			Tan asumido estaba el sectarismo en el PSOE con los medios de comunicación que no le eran afines que el exsecretario de Organización, José Blanco, recuerda que la primera entrevista que concedió nada más salir elegido en el 35.º Congreso, en julio del año 2000 —como número dos del partido— fue precisamente a una periodista del diario El Mundo, Lucía Méndez. «Me la encontré en una escalera, me pidió una entrevista y no dudé en decirle que sí. No le di mayor trascendencia», recuerda Blanco. 


			Pero el gallego admite que sí empezó a preocuparse cuando lo comentó en Ferraz y todos le alertaron del grave error que había cometido al haber dado una entrevista al diario de Pedro J. Ramírez, odiado por una buena parte del PSOE y al que muchos dirigentes le atribuían ser el culpable del hundimiento socialista. 


			Al día siguiente, cuando vio el periódico, no pudo evitar dar un suspiro de alivio: era una entrevista impecable, hecha por una periodista con mucho oficio y que, simplemente, recogía aquello que había contestado a sus preguntas. Los de El Mundo no tenían cuernos y rabos. 


			Blanco recuerda esta anécdota para explicar que el nuevo PSOE no tenía los prejuicios mediáticos del pasado y que, como en la estructura y el funcionamiento del partido, se abría una nueva etapa en este campo a todos los niveles. 


			Pero nadie dijo que los cambios fueran fáciles. De hecho, el giro en la política de comunicación que llegó con Zapatero fue uno de los temas que más desgastó internamente al partido y al propio Gobierno por motivos muy diversos. 


			Angélica Rubio recuerda que Zapatero les comunicó, poco tiempo después de llegar a la dirección del PSOE, que había decidido conceder una entrevista a la cadena Cope. Rubalcaba, aunque no estaba en la dirección del partido y ni siquiera había apoyado al nuevo líder del PSOE en el XXXV Congreso Federal ya visitaba habitualmente la cuarta planta de la sede socialista de la calle de Ferraz —considerada la planta noble porque es donde está el despacho del secretario general—no tardó en saber las intenciones que tenía Zapatero y no le gustaron nada. 


			«Zapatero nos cuenta que había decidido dar la entrevista a la Cope estando presentes Gertru Alcázar [la secretaria eterna del líder socialista y que todavía sigue con él], José Andrés Torres Mora [su primer jefe de gabinete] y yo —relata Rubio—, pero como ya estaba Rubalcaba brujuleando por la sede, se enteró casi al mismo tiempo. El cabreo que se pilló Rubalcaba fue total. Llegó a mi despacho a buscarme completamente indignado y arremetiendo contra mí. Entonces, entró Zapatero, miró a Rubalcaba y le dijo: “Le voy a dar la entrevista a la Cope”. Se dio la vuelta y volvió a entrar en su despacho». 


			Para la periodista, este hecho refleja fielmente la distinta visión sobre la política de comunicación que había entre el PSOE de Zapatero y la vieja guardia de partido que encarnaba Rubalcaba, que seguía la estela de vetos mediáticos que implantó Joaquín Almunia en su etapa como secretario general del partido. Finalmente, Zapatero dio la entrevista a la cadena Cope. 


			Tiempo después, concedió otra entrevista a El Mundo, realizada por la prestigiosa periodista Victoria Prego y el autor de este libro, que también levantó am pollas en el partido. Era el primer secretario general del PSOE que daba una entrevista a El Mundo desde su fundación en 1989. 


			Blanco fue otro factor determinante en este cambio en la política de comunicación. El número dos siempre tuvo claro que, aunque había medios más afines al PSOE que otros, era necesario tener una relación abierta con todos que se fundamentara en una política de transparencia, y conseguir así una mayor fluidez comunicativa entre dichos medios y el partido. «Tal vez fue una forma ingenua de entender las cosas, pero los hechos de nuestra actuación con los medios de comunicación ahí están», dice Blanco. 


			Aunque el talante y la concepción de la pluralidad mediática siempre fueron algo intrínseco a la acción política de Zapatero, no es menos cierto que también hizo de la necesidad virtud. La elección del dirigente socialista como líder del PSOE, teniendo enfrente una mayoría absoluta de José María Aznar, fue interpretada mayoritariamente en la prensa nacional como un liderazgo efímero y de transición. 


			En los primeros meses, las noticias sobre el PSOE de Zapatero eran residuales en la prensa escrita —la mayoría de los días no ocupaban más que columnas o faldones en la parte inferior de las páginas—, apenas tenían eco en las radios y su presencia en la TVE de Alfredo Urdaci era casi nula, salvo que hubiera discrepancias internas en el partido o para hablar de los casos de corrupción que todavía coleaban de la anterior etapa del Gobierno de Felipe González. 


			Por ello, una de las primeras decisiones que tomó la novata dirección de comunicación del PSOE fue buscar hueco en los medios de comunicación regionales. Se adoptó la estrategia de que, en toda ciudad donde Zapatero diera un mitin o fuese protagonista de algún tipo de acto, se ofreciera a los medios de prensa escrita, radio e, incluso, a las televisiones locales, por muy minoritarias que fueran, una entrevista con el secretario general socialista. Pocos se negaron a hacerlo. Tiempo después, algunos especialistas en comunicación política consideran aquella iniciativa como todo un acierto, tanto para dar a conocer al nuevo líder como para empezar a lanzar sus nuevos mensajes políticos. 


			Puede decirse que, hasta que el PSOE no ganó al PP en número de votos en las elecciones municipales de 2003 y obtuvo un buen resultado en las autonómicas en esos mismos comicios, no cambió esa concepción generalizada de los medios de comunicación de ver a Zapatero como un líder de transición para su partido. 


			A partir de ahí se empezó a mirar al dirigente socialista con otros ojos. La lectura más extendida por aquel entonces era que podría llegar a ser presidente del Gobierno en unas futuras elecciones, bien en 2008 o en 2012. Todos los analistas políticos recordaban aquello de que tanto Felipe González como José María Aznar llegaron a ser presidentes después de perder previamente dos elecciones generales, y que Zapatero era joven y tenía tiempo. Eso sí, de cara a las elecciones generales de 2004, nadie creía que tuviera la más mínima posibilidad de ganar al PP… salvo él. 


			Hasta esa fecha, además, se movieron cosas muy importantes en el escenario mediático que eran impensables años antes. En un principio la relación entre El País y Zapatero fue buena, según la opinión de distintos dirigentes socialistas, pero no duró mucho. 


			El distanciamiento entre el Grupo Prisa y el líder socialista fue creciendo poco a poco en la etapa de oposición del PSOE, y un factor que pudo contribuir a ello fue que el director de El Mundo, Pedro J. Ramírez —considerado en Ferraz como acérrimo enemigo por sus denuncias por el caso GAL y sus ataques a la corrupción en los años de Felipe González—, empezó a valorar al PSOE y a su nuevo secretario general de otra manera con respecto a los tiempos de González y de Almunia. 


			El punto de inflexión para Ramírez de que podría estar naciendo un nuevo Partido Socialista bajo el liderazgo de Zapatero se produjo cuando la dirección tomó la decisión de dejar de pagar a los abogados de los dirigentes socialistas implicados en el caso GAL o de aquellos que estaban imputados en el caso de los fondos reservados del Ministerio del Interior, cuyas carísimas minutas eran abonadas a cargo de las cuentas de Ferraz. 


			La noticia la adelantó el autor de este libro y el director de El Mundo la publicó convencido de que Zapatero no aguantaría la presión de la vieja guardia para mantener dicho compromiso, así como de dirigentes tan poderosos en aquellos años como los exministros de Interior José Luis Corcuera y José Barrionuevo o del secretario de Estado de este ministerio, Rafael Vera. 


			En la última revisión de aquella portada, Ramírez vaticinó que al día siguiente nos desmentirían. El director del periódico estaba convencido de que, cuando leyeran la noticia, Vera o Barrionuevo llamarían a Ferraz y les amenazarían con hablar si no seguían pagando su defensa. Ramírez consideraba que ese riesgo no podía ser asumido por el PSOE, y Zapatero no tenía fuerza suficiente en el partido para mantener el pulso. 


			Además, todos ellos estaban protegidos por el paraguas del expresidente del Gobierno Felipe González, que sabía que eran los tres «cortafuegos» que tenía para que la guerra sucia contra ETA no terminara implicándole directamente a él. 


			Contra todo pronóstico y los vaticinios de Ramírez, al día siguiente de publicarse la citada información, Blanco confirmó que el PSOE había tomado la decisión de desvincularse totalmente de pagar a los abogados de los dirigentes socialistas imputados en esos casos y que era una postura definitiva. De hecho, la Ejecutiva Federal del PSOE aprobó, por unanimidad, los presupuestos del partido para el año siguiente en los que desapareció la cuantiosa partida que había en ejercicios anteriores para el pago de estos abogados. 


			A partir de ahí, aunque antes hubo algunos contactos telefónicos, empezó una relación personal, política y periodística entre Zapatero y Ramírez. Se veían periódicamente, cenaban de vez en cuando y el director de El Mundo, que lleva en la sangre el veneno del periodismo, no desaprovechó la oportunidad de contar claves políticas en su habitual artículo dominical, que por supuesto le llegaban directamente del propio Zapatero. 


			El «ataque de cuernos» de El País empezaba a visualizarse en sus editoriales contra el líder del PSOE y, además, Zapatero se encontró con la oposición de un sector del partido que no entendía ese maridaje con Ramírez, el gran enemigo mediático del PSOE. 


			Blanco sufrió en primera persona todo aquello. Fue amenazado por Corcuera en su propio despacho en la sede socialista cuando decidió no pagar a los abogados del caso GAL y a los de los fondos reservados, y también fue quien recibió todas las quejas y críticas por el acercamiento de Zapatero y el director de El Mundo. 


			El dirigente socialista vivió con cierta comprensión ese malestar, incluso el gran enfado que existía en algunos dirigentes socialistas: «Sí es cierto que había una importante parte de gente del partido que se había sentido vilipendiada por este medio de comunicación y que no entendía que hubiera una nueva línea de diálogo con el medio y con su director, pero era algo comprensible», dice Blanco. 


			Pero el enfrentamiento abierto entre el Grupo Prisa y el líder del PSOE se acentuó con la llegada al Gobierno de Zapatero. Este nombró a Miguel Barroso secretario de Estado de Comunicación con una misión clara: implantar la Televisión Digital Terrestre (TDT) en España, que conllevaba nuevos canales, y conceder licencias a dos nuevas cadenas: La Sexta y Cuatro. 


			El 27 de noviembre de 2005 el Consejo de Ministros aprobó el reparto de canales digitales a los operadores públicos y privados de ámbito estatal que dieron lugar a veinte nuevas emisoras. 


			La vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega, dijo en aquel Consejo de Ministros que el único objetivo del Gobierno era «aumentar el pluralismo e incrementar la oferta audiovisual en España», pero detrás de esta decisión se escondía todo un enfrentamiento político, mediático y financiero al más alto nivel. Y entonces empezó la guerra, especialmente entre el Gobierno de Zapatero y el Grupo Prisa. 


			Después vino la controversia sobre si habría emisión en abierto o no en Canal Plus, la guerra de los derechos del fútbol y el presunto favoritismo en todas las decisiones del Gobierno al empresario Jaume Roures —conocido como el «niño bonito» del Gobierno—, que llevaron a que estallara el consejero delegado de Prisa, Juan Luis Cebrián, que acusó directamente a Zapatero de presidir un Gobierno «de república bananera». Lo hizo primero en unas declaraciones en 2009 en las que desenterró abiertamente el hacha de guerra y, después, en una batería de tribunas en El País con durísimos ataques contra el presidente del Gobierno. 


			El número dos del PSOE lo explica con cierta condescendencia: «Los medios de comunicación, además de su línea editorial, también tienen sus propios intereses. La relación con el Grupo Prisa empezó muy bien, pero la evolución fue hacia mal porque nunca han entendido que se dejara crear un nuevo canal de televisión, eso fue una línea roja para ellos», recuerda Blanco, en referencia a la licencia que el Gobierno concedió a La Sexta, controlada por Jaume Roures. 


			El periodista Carlos Hernández, que estuvo desde 2004 a 2008 como jefe de prensa del PSOE, confirma que en esta etapa no hubo vetos a ningún medio de comunicación. Incluso afirma que tampoco hubo consignas directas ni desde el partido ni desde el Gobierno. «Cuando llegué me sorprendió que no había una estrategia clara en la política de comunicación y, sobre todo, que aquella leyenda que había sobre Alfredo Pérez Rubalcaba como el gran conspirador que controlaba todos los medios, que amenazaba a periodistas o la forma en cómo manipulaba la información era totalmente falsa. Nada más lejos de la realidad», dice. 


			Hernández recuerda que en su periodo no hubo vetos a ningún medio de comunicación, de forma que el PSOE tenía relaciones con todos, tanto al más alto nivel como con los redactores que cubrían la información del partido, «aunque lógicamente en las entrevistas y en las filtraciones se cuidaba más a los medios ideológicamente más cercanos», apunta. Admite, además, que la relación de Zapatero con el director de El Mundo fue muy mal entendida en el partido, y confiesa que a él también le indignó esa complicidad entre periodista y político. Y añade: «He de decir que no tengo ningún respeto profesional por Pedro J. Ramírez por la información que hizo su diario sobre el atentado del 11-M». 


			Hernández pone como bandera de ese cambio que promovió Zapatero en las relaciones de su partido y el Gobierno con los medios de comunicación la reestructuración que hubo en TVE. De hecho, admite que, como jefe de prensa del PSOE, tuvo muchas discusiones con el ente público. 


			En su opinión, no sólo no había una televisión pública que favoreciese al Gobierno en sus informativos, sino que, muchas veces, le perjudicaba. Para el periodista, en Fran Llorente y Pepa Bueno había una mezcla de exigencia de profesionalidad y objetividad con un cierto temor a que el Partido Popular cuestionara su parcialidad, «y en muchos casos, en los tiempos y en algunos enfoques, el que más salía perjudicado era el PSOE o el Gobierno porque querían evitar enfadar al PP», afirma Hernández. 


			Veinte años después puede decirse que el PSOE y el Gobierno han regresado a la relación político mediática anterior a la llegada de Zapatero a la Secretaría General del PSOE, con muy ligeros avances en cuanto a pluralidad y transparencia. 


			El Grupo Prisa ha dejado la crítica furibunda que tuvo con el Gobierno socialista de la etapa anterior y ahora mantiene una línea editorial más cercana con las actuaciones del actual Ejecutivo de Pedro Sánchez. El Mundo se ha echado al monte en una deriva hacia un posicionamiento derechista y contrario al Gobierno de Pedro Sánchez, a un nivel que nunca tuvo ni en los peores momentos de la relación entre el PSOE y este periódico. Así, al menos, se considera en el propio Partido Socialista. 


			Y también volvió a la situación anterior el papel de RTVE. En abril de 2012, con Mariano Rajoy ya en el Gobierno y con mayoría absoluta, el Consejo de Ministros aprobó un decreto ley por el cual se modificó la forma de elección del consejo de administración de la radiotelevisión pública, que desde 2006 exigía el consenso de dos tercios del Congreso de  los Diputados. A partir de entonces, bastaría con la mayoría absoluta con la que entonces contaba el Partido Popular en la cámara. Los sindicatos, además, ya no estarían representados. 


			En síntesis, se podría decir que poco ha quedado del legado de Zapatero en aquella nueva relación que implantó en el PSOE y en el Gobierno con los medios de comunicación. Sin embargo, algunos rescoldos todavía arden. 


			RTVE no ha vuelto a alcanzar, ni en la época de gobierno de Mariano Rajoy ni en la de Pedro Sánchez, los niveles de sectarismo y manipulación de los años de Urdaci, aunque, lógicamente, los partidos que están en la oposición siguen quejándose del tratamiento informativo, pero ya de forma más puntual y sólo en casos concretos. 


			En cuanto a la relación del PSOE con los medios de comunicación sin vetos ni censuras, siendo muy generoso puede afirmarse que, en la etapa de Pedro Sánchez, se han dado algunos tímidos avances en la apertura de la política de comunicación de su partido y del Gobierno, aunque han vuelto las antiguas prácticas. 


			En el fondo, se ha regresado a las esencias de la etapa de Felipe González, aunque el monopolio ya no lo tiene sólo el Grupo Prisa. La Sexta y elDiario.es forman parte del nuevo oligopolio cercano al Gobierno, donde el presidente acude con más frecuencia o casi en exclusividad a dar entrevistas. 


			En estos cinco años, Pedro Sánchez no sólo no ha concedido apenas entrevistas a medios de comunicación de derechas, sino que incluso el diario digital Público.es no ha podido hacer una entrevista con el presidente del Ejecutivo en cinco años, tras constantes negativas desde la Moncloa con distintos pretextos. Extraoficialmente se decía que Público.es era un medio vinculado a Podemos y que controlaba Pablo Iglesias —lo que era del todo falso—, dando a entender que a Sánchez no le aportaba nada hablar en ese medio. El veto y el sectarismo habían vuelto así al PSOE. 


			Curiosamente tuvo que ser Rodríguez Zapatero quien volviera a dar ejemplo de su forma de entender la relación de un partido con los medios de comunicación. En la última campaña electoral, el expresidente decidió volcarse en apoyo de Pedro Sánchez, y empezó concediendo una entrevista a la cadena Cope, aunque ya nadie se sorprendió de ello como antaño. 


			Dicen que Zapatero también influyó directamente en Sánchez para convencerle de abrirse a todos los medios durante la campaña de 2023. De este modo, el entonces candidato sorprendió al acudir a medios radiofónicos como Onda Cero e incluso a programas de televisión no muy afines a él, como el que dirigía Ana Rosa Quintana por entonces o El Hormiguero. No le fue mal. Hasta terminó dando una entrevista a Público.es. 


			Al menos, durante esa campaña electoral siguió vigente aquella frase que escucharon los colaboradores más cercanos de Zapatero: «No hay que ir sólo a los medios donde sus lectores u oyentes están todos convencidos, hay que ir otros donde probablemente puedas convencer a los que no te apoyan». 
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  «Se pueden hacer muchas cosas desde el Gobierno».


			 


			Esta frase, que no deja de parecer toda una perogrullada o fruto de la bisoñez, fue pronunciada por José Luis Rodríguez Zapatero al término de un desayuno informativo con periodistas en un hotel de Sevilla en 2004, pocas semanas después de haber sido investido presidente del Gobierno. 


			El 14 de marzo de 2004, contra todas las encuestas y pronósticos, Zapatero había ganado las elecciones generales. Superó al PP en casi cuatro puntos, y el PSOE logró 164 escaños, frente a los 148 diputados que obtuvieron los populares. 


			La victoria de Zapatero estuvo precedida por los atentados del 11-M, lo que provocó que el PP atribuyera desde el primer momento aquella victoria al uso político que hicieron los socialistas de los atentados, convocando manifestaciones ante las mismas sedes del PP en la propia jornada de reflexión. 


			Los datos objetivos son que todas las encuestas daban la victoria al PP, aunque muy lejos de la mayoría absoluta y con los socialistas a poca distancia. Los datos que manejaba el PSOE eran de empate técnico. De hecho, la noche antes del atentado, en la que Zapatero celebró un mitin en Toledo junto a José Bono, el líder del PSOE recibió el último tracking electoral de manos de José Blanco, en el que le informaba de que estaban a menos de un punto del PP en intención de voto, es decir, empate técnico. Zapatero estaba tan ilusionado que, esa misma noche, al llegar a Madrid, llamó a Bono para informarle. El dirigente castellano-manchego no era tan optimista ante esas previsiones. La llamada de Zapatero a Bono se hizo cerca de las doce de la noche del 10 de marzo. Ocho horas después se produjeron cuatro explosiones casi simultáneas en cuatro trenes de cercanía de Madrid. Fallecieron 193 personas y casi dos mil resultaron heridas de diversa consideración. 


			Las lecturas sobre qué influencia tuvo el atentado en la victoria electoral de Zapatero son muy variadas. Para José Blanco, no fue el atentado lo que impulsó la victoria del líder socialista, sino cómo gestionó el PP la situación y cómo intentó mantener el mayor tiempo posible la mentira de que la autoría era de ETA. En todo caso, nadie sabrá nunca si Zapatero hubiera sido presidente del Gobierno sin el 11-M. 


			Pero en aquel encuentro ya como presidente —uno de los primeros que mantuvo tras su llegada a la Moncloa con los cronistas que se iban a encargar de la información del Gobierno para sus respectivos medios—, ya no se habló del 11-M y Zapatero empezó a desgranar las que serían las primeras actuaciones de su Ejecutivo, reiterando insistentemente que cumpliría la promesa electoral de que el primer proyecto de ley que llevaría al Congreso sería una ley contra la violencia de género. 


			El presidente lo contaba todo con un entusiasmo desbordante dando por hecho que ni la exigua mayoría que tenía en el Congreso —logró 164 escaños, a 12 de la mayoría absoluta—, ni lo controvertidas que eran algunas de sus propuestas, ni las polémicas que podrían generar en la sociedad española iban a frenar el proyecto de Gobierno que tenía pensado cumplir. El periodista José Luis Ramos, entonces en la agencia Europa Press, recuerda de aquel encuentro que Zapatero repetía una y otra vez: «Es que tengo el BOE y con el BOE se pueden cambiar muchas cosas». 


			En ese momento, pocos sabían con certeza de dónde habían nacido las ideas que Zapatero quería llevar a la práctica. Se ignoraba si la decisión de aprobar el matrimonio entre personas del mismo sexo fue impulsada por la persistencia del entonces activista del movimiento LGTBI Pedro Zerolo. Se desconocía si el fusilamiento del capitán Juan Rodríguez Lozano (su abuelo) le había llevado a la determinación inquebrantable de sacar adelante una ley de memoria histórica por primera vez en España. Tampoco se sabía de quién pudo emular una de las ideas centrales de su programa de gobierno para convertir la dependencia en el cuarto pilar del estado de bienestar. Todo aquello sonaba a nuevo en 2004. 


			Del mismo modo, no se atisbaba por aquel entonces qué le llevó a impulsar más adelante una ley —en principio tan impopular en España— como la ley del tabaco, con el atrevimiento de prohibir fumar en los bares y que, además, no iba en el programa electoral. Ni por qué emprendió esa cruzada contra toda la derecha y la Iglesia para implantar en las escuelas la asignatura de Educación para la Ciudadanía. O el «divorcio exprés». O la «ocurrencia» de crear la Unidad Militar de Emergencias (UME) que el PP calificó como «capricho faraónico». 


			«Se pueden hacer muchas cosas desde el Gobierno», repetía Zapatero a los periodistas a medida que explicaba y desgranaba su propuesta programática con esa «sonrisa de Julia Roberts» que dio título a un libro del periodista José Antonio Zarzalejos en el que analizó la época del presidente socialista. Para Zarzalejos, la etapa de Zapatero fue uno de los periodos «más turbulentos y complejos de la historia reciente de España», según se decía en la contraportada del libro. 


			Lo cierto es que, nada más pisar el palacio de la Moncloa, Zapatero tenía decidido «hacer muchas cosas», y una de ellas fue cambiar las prioridades políticas en España. La acción política de su proyecto iba a estar en las antípodas de lo que habían sido los ocho años de José María Aznar al frente del Gobierno, y quedaba muy lejos cualquier comparación con los años de Felipe González, donde las actuaciones de su Ejecutivo tenían como objetivo otros puntos de atención mucho más básicos y esenciales en aquella época. 


			No es que con ese posicionamiento político Zapatero no diera prioridad a los temas esenciales en cualquier programa político de gobierno, como son el empleo y la lucha contra el paro; o no hablara de impuestos o de una necesaria reforma fiscal que, sin embargo, nunca llegó a realizar globalmente. Tampoco es que dejara de lado el tema de las pensiones, más bien todo lo contrario, puesto que fue una de sus prioridades a lo largo de todo su mandato. Es más, en toda la democracia este fue el periodo donde más se incrementaron, sobre todo, las pensiones de viudedad, las no contributivas y las pensiones más bajas. Y no olvidó el problema de la vivienda y otros asuntos más clásicos y habituales en la política española hasta ese momento. 


			Pero el líder socialista había descubierto que, además de todo ello, «se pueden hacer muchas cosas desde el Gobierno» como insistía una y otra vez ante los periodistas. Estaba dispuesto a hacerlas y, al mismo tiempo, convertirlas en asuntos prioritarios. 


			Uno de los temas que más chocó cuando se empezó a conocer el mensaje político de Zapatero fue que colocara los planteamientos feministas y las políticas de igualdad en la primera línea de sus objetivos, una cuestión que había sido secundaria hasta ese momento en la agenda política española o, al menos, que nunca tuvo la notoriedad y el protagonismo como con la llegada del dirigente socialista a la Moncloa. 


			A su vez sorprendió a propios y extraños cuando afirmó en una entrevista en el diario El País que «bajar impuestos también es de izquierdas», o cuando tuvo la osadía de apostar abiertamente por un mayor autogobierno en Cataluña y proclamar a voz en grito: «Aprobaré el Estatut que salga del Parlamento de Cataluña». 


			Como ya se ha dicho, además del legado en derechos que aportaron sus más de siete años al frente del Gobierno de España y que impregnó a la sociedad española, en toda esta etapa Zapatero cambió posicionamientos ideológicos en su partido. 


			Hubo más que turbulencias en el PSOE —como decía Zarzalejos en su libro— cuando el líder socialista empezó a apostar de forma clara por impulsar un modelo federal de España, frente al centralismo autonomista que siempre había sido la vía en la que se movía el partido. Se trataba de una apuesta personal del dirigente castellanoleonés, que le generó no pocas críticas en distintas federaciones socialistas, contrarias al criterio que defendió el secretario general del PSOE. 


			Los entonces presidentes socialistas de Andalucía (Manuel Chaves); Castilla-La Mancha (José Bono) y Extremadura (Juan Carlos Rodríguez Ibarra) quisieron hacer de dique de contención de aquel cambio de concepción territorial de España, pero Zapatero se empeñó en encaminar al PSOE a otro modelo. Y lo logró. 


			Así, el 30 de agosto de 2003, en el Consejo Territorial del PSOE que se reunió en la localidad de Santillana del Mar (Cantabria), se aprobó la resolución política titulada «La España plural: la España constitucional, la España unida, la España en positivo». Bono dio la batalla y la ganó en cierta medida al matizar el documento inicial que llevaba la dirección del PSOE y poner la igualdad entre españoles como un principio irrenunciable en cualquier modelo territorial. Lo que no pudo evitar fue que el Partido Socialista de Zapatero modificara aquel día su concepción de la España de las autonomías por una España de corte más federal. Como se leyó en numerosas opiniones y editoriales, sobre todo en medios conservadores, aquella resolución de Santillana del Mar suponía «abrir la puerta al mayor proceso de desagregación territorial y autonómica de toda la democracia». 


			Al mismo tiempo, Zapatero abrió el camino a la mayor reforma de estatutos de autonomía de toda la etapa democrática con la reforma del Estatut de Cataluña a la cabeza, que colocó al propio PSOE al filo del abismo y a punto de una división interna. 


			Pero, además, como ya apuntó en aquel desayuno de Sevilla donde esbozó las líneas de lo que iba a ser su acción política, el nuevo inquilino de la Moncloa colocó el feminismo y el ecologismo en la punta de lanza de las políticas del PSOE, cuando por aquel tiempo todavía muchos dirigentes del partido consideraban ambos temas como «ideologías incompletas y parciales». Zapatero fue uno de los primeros presidentes que alertó del cambio climático e incluso llegó a celebrar un Consejo de Ministros monográfico para tomar medidas «concretas y urgentes» y cumplir con el Protocolo de Kioto. 


			Asimismo, frente a la «tercera vía» de Tony Blair que estaba de moda en Europa, empezó a hablar a su partido de «republicanismo cívico» inspirado en el libro del filósofo francés Philip Pettit, un planteamiento político basado en el principio de «no dominación» y en el «bien común», que el líder socialista siempre entendió como una filosofía política que podría inspirar de nuevo a una socialdemocracia que no pasaba por sus mejores momentos en Europa. 


			Angélica Rubio recuerda que el líder socialista siempre tuvo claro su proyecto político y que no fue fruto ni de la improvisación ni de la ocurrencia o para buscar réditos electorales. «Esto fue un proyecto político que eligió como líder a Zapatero, aunque hubo un momento en el que había más gente que se postulaba. Pero esto nació de Nueva Vía, y Nueva Vía fue un proyecto político. Y Nueva Vía fue un montón de hombres y mujeres que se pusieron a pensar cómo tenía que ser el PSOE del siglo XXI. Así me lo explicaron a mí el propio Zapatero y José Andrés Torres Mora [primer jefe de gabinete de Zapatero en el partido] cuando llegué a Ferraz y me dijeron que ese nuevo proyecto para el siglo XXI tenía un pilar básico que se llamaba “derechos de ciudadanía”», explica Angélica Rubio. 


			Nueva Vía fue la corriente política interna que se conformó en torno a Zapatero como plataforma electoral ante el XXXV Congreso de su partido en el año 2000. Sin duda, fue el pilar ideológico en el que se apoyó el líder socialista tanto en su etapa en el partido como en el Gobierno. 


			Por ello, Rubio también rechaza la idea generalizada que existe en determinados sectores de que el proyecto de Zapatero surgió de la nada. «Cuando el PSOE colapsa y surge la figura de Joaquín Almunia, mucha gente en el partido ve que el nuevo secretario general socialista viene a representar una política de continuidad de la etapa de Felipe González, y piensa que ese rumbo ya no era válido para los nuevos tiempos. Ahí es cuando esa gente empieza a pensar qué hay que hacer con el PSOE, y de ahí sale Nueva Vía. Aquel razonamiento fue muy bueno, porque no pensaron a quién ponían para que volviera a ganar el PSOE, no se trataba de eso. Primero había que hacer un proyecto político», apunta la periodista y actual directora de El Plural. 


			La que fue secretaria de Organización del PSOE, Leire Pajín, ratifica estas afirmaciones y, sobre todo, niega que el proyecto de Zapatero en el Gobierno fuera fruto de la improvisación. Pajín dice que en los cuatro años de oposición se trabajaron todas las propuestas que luego se convirtieron en leyes a partir de 2004, y recuerda todas las proposiciones de ley y no de ley que se presentaron en el Congreso durante esa etapa. «Es más, mi mejor escuela política fue durante esos cuatro años de oposición. Ahí se fraguó todo lo que luego se hizo en el Gobierno», dice la que luego también fue ministra de Sanidad. 


			Lo que ninguno de los interlocutores que se han pronunciado sobre la etapa de Zapatero para este libro cuestiona es que este diputado desconocido, que llegó a la Secretaría General del PSOE por una carambola de nueve votos frente a José Bono en aquel histórico congreso del año 2000, consiguió dar todo un vuelco en valores y derechos a la sociedad española que luego plasmó en su acción de gobierno. 


			A la vez, logró marcar una impronta propia bajo dos siglas, ZP; una sonrisa permanente y eso que él mismo denominó como «talante». Una portada genial del diario El Mundo describió a la perfección todo ello cuando se presentaron las siglas de Zapatero. El título de la portada fue: «El PZoe». 


			Veinte años después aquellos nuevos derechos están ya incorporados del todo a la sociedad española, con sus luces y sus sombras. El matrimonio entre personas del mismo sexo se llamó finalmente matrimonio y así lo ratificó el Tribunal Constitucional; ya nadie se plantea fumar en recintos cerrados, la UME es un referente y uno de los cuerpos del Ejército más admirados por los españoles; tampoco duda nadie de que la ley de violencia de género ha salvado muchas vidas o que la ley de igualdad ha ido reduciendo la brecha en todos los ámbitos entre hombres y mujeres. La ley de dependencia, con todos sus fallos, ha sido de gran ayuda a muchos ciudadanos. En cuanto al llamado problema de Cataluña, como pronosticó el propio Zapatero en un desayuno informativo en El Mundo allá por 2006, sigue estando ahí y resurgirá cada veinticinco años, «pero hay que convivir con ello y hay que encauzarlo», dice. 


			Con toda probabilidad, Zapatero será más recordado por ser el presidente del Gobierno con el que ETA abandonó las armas. También por la fulgurante retirada de las tropas españolas de la guerra de Irak nada más llegar al palacio de la Moncloa. Y por ser el presidente que no vio o no quiso ver a tiempo la crisis económica que se avecinaba en 2008 y no pudo o no supo evitar llevar a España a un agujero negro y a una recesión histórica. Tres hechos que, sin duda, estarán reflejados en todos los libros de historia. 


			Pero, además de todo ello, este diputado de León, que no dejó de ir ni un año a la fiesta minera asturleonesa de Rodiezmo —cuando estuvo en la oposición, en el Gobierno o cuando ya no era ni siquiera diputado—, marcó una impronta de modernidad en este país que es ampliamente reconocida y sembró un legado progresista en derechos, tanto en la sociedad española como en el propio PSOE, que sigue estando muy vigente dos décadas después. 


			Como dijo en aquel desayuno en Sevilla, lo primero que aprobaría el Consejo de Ministros sería una ley contra la violencia de género, y así lo hizo. Pero sólo horas después de que los miembros de su Gobierno tomaran posesión de sus cargos anunció su primera decisión: la retirada de las tropas de Irak. Y ahí empezó todo un cambio de ciclo. 
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			«NO A LA GUERRA» 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «Cuando yo retiré las tropas de Irak lo que hice fue que España fuera dueña de su destino». 


			 


			La guerra de Irak comenzó el 20 de marzo de 2003. Cuatro días antes de que estallara el conflicto, en la base militar en la isla de Terceira, en las Azores, se hizo una fotografía que ha pasado a la posteridad. Esta imagen estuvo protagonizada por el presidente estadounidense George Bush, el primer ministro británico Tony Blair y el presidente de España José María Aznar. Los retratados fueron bautizados como el «trío de las Azores» y fue el anuncio del inicio de la guerra contra Sadam Husein. 


			El PSOE, desde ese momento, cogió la bandera del «No a la guerra», aunque con cierta prudencia en un principio. En el propio partido había voces que pedían tener cuidado sobre cómo posicionarse en el conflicto y hasta cuestionaban cómo el partido se opondría a los norteamericanos porque, según decían, eso les pasaría factura en el futuro. Incluso hubo disputas en la posición del grupo socialista en el Congreso con respecto a algunas resoluciones de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) que el Gobierno de Aznar trasladó para su votación a la cámara, precisamente buscando esa división que existía en las filas del PSOE. 


			Algunos dirigentes apuntan a que también el líder socialista tuvo dudas en el inicio del conflicto con el posicionamiento que debía tener el partido, lo que niega de forma tajante Leire Pajín, que asegura que Zapatero tuvo claro «desde el minuto uno» que había que oponerse abiertamente a la guerra de Irak. 


			El entonces diputado y miembro de la Ejecutiva Federal del PSOE, Óscar López, recuerda que Zapatero desde el principio se mostró contrario a la guerra, pero pronto se vio que sus mensajes no terminaron de cuajar ni de llegar a la ciudadanía ante la poderosa maquinaria mediática del Partido Popular. 


			«No era un tema que estaba en el centro de la política nacional. Los propios periodistas no entendían por qué no hablábamos más de las políticas que estaba haciendo Aznar y menos de la guerra. Como escribió el periodista Gonzalo López Alba, la guerra de Irak sólo subió de grado cuando el diario El País llevó el conflicto a las páginas de Nacional y lo sacó de la sección de Internacional», recuerda el que fue secretario de Organización del PSOE y actual jefe de gabinete de Pedro Sánchez. 


			En septiembre de 2003, el propio Óscar López regresó a España tras pasar diez días en Berlín donde celebró múltiples encuentros con el Partido Socialdemócrata de Alemania (SPD) del que recogió y hasta copió muchas ideas y mensajes a su vuelta para trasladarlos a su partido. 


			A López lo que le llamó la atención durante aquel viaje fue el claro posicionamiento del canciller Gerhard Schröder en contra de la guerra, y así lo trasladó a Ferraz en mil reuniones internas. «Yo decía que si el presidente de Alemania se puede permitir estar tan claramente en contra de la guerra de Irak, cómo el partido de la oposición en España no va a poder estarlo de la misma manera y con la misma contundencia». Como le gusta decir a López, «Ese era el tema». 


			López, junto a Pajín, dieron a Zapatero el último impulso para una oposición más contundente contra la guerra de Irak, pero todo indica que él lo tenía muy claro. El hecho es que días después de aquellas reuniones internas en el partido para posicionarse sobre el conflicto, se celebró el tradicional desfile militar por el paseo de la Castellana de Madrid con motivo de la Fiesta Nacional del 12 de octubre. Al paso de la bandera de Estados Unidos, el entonces líder de la oposición no se levantó de su asiento ni aplaudió. 


			El desaire de Zapatero causó todo un revuelo político y mediático, pero el líder socialista había asumido con ese gesto el liderazgo del «No a la guerra», por encima incluso de los partidos más a la izquierda del PSOE. 


			A partir de ahí, en las numerosas y multitudinarias manifestaciones que hubo contra la guerra de Irak a las que asistió Zapatero, el líder socialista era constantemente aplaudido y vitoreado por los asistentes. Hizo suyo el «No a la guerra». Lo patrimonializó y lo rentabilizó. 


			Óscar López, gran especialista en estudios electorales y que ha coordinado muchas campañas, no duda de que ese posicionamiento del PSOE y de Zapatero tan contundente y claro contra el conflicto bélico fue una de las claves de la victoria electoral del 14 de marzo de 2004. Pero, sobre todo, un factor decisivo fue el compromiso público de Zapatero de que retiraría las tropas de Irak si llegaba a ser presidente del Gobierno, algo que por aquel tiempo nadie creía… salvo él. 


			Al líder socialista no le salió gratis el gesto del desfile del 12 de octubre de 2003. Un año después, cuando Zapatero ya era presidente del Gobierno, el embajador de Estados Unidos en Madrid, George L. Argyros, justificó abiertamente su ausencia del desfile de las Fuerzas Armadas celebrado con motivo del día de la Fiesta Nacional por el hecho de que Zapatero no se hubiera levantado en la parada militar del año anterior al paso de la enseña de su país. 


			En sus primeros cinco años de mandato la relación con Estados Unidos fue distante y fría, más bien casi inexistente. No fue hasta la llegada de Barack Obama a la Presidencia en 2009 cuando se normalizaron los contactos con la primera potencia mundial. Se produjo entonces aquella «conjunción planetaria» de la que habló Leire Pajín y por lo que recibió tantas críticas. 


			Zapatero tenía tan asumido el planteamiento del «No a la guerra» que tuvo que ser una de las primeras cosas en las que pensó cuando ganó las elecciones. Aquella noche, en la calle de Ferraz, tronó el grito «¡No nos falles!», cuando el socialista subió a la tribuna instalada a las puertas de la sede del partido para celebrar el triunfo electoral. 


			El líder del PSOE entendió el mensaje desde el primer momento y, entrando por el garaje de la sede socialista de Ferraz, tras acabar de pronunciar sus primeras palabras como ganador de las elecciones generales ante los militantes que se agolpaban en la calle para celebrar el inesperado triunfo electoral, pasó por delante de su entonces jefe de prensa, Julián Lacalle, y de un periodista, y les dijo: «¡Qué lista es la gente! No les voy a fallar». 


			Años después, el vallisoletano afirmó: «El “¡No nos falles!” para mí, en buena medida, era lo que había pasado con la guerra de Irak y cuál era el sentimiento mayoritario de los jóvenes y de la sociedad española. Por eso, mi primera decisión fue retirar las tropas de Irak». 


			Y así lo hizo. Nadie sabe en qué persona había pensado Zapatero en primer lugar para gestionar toda la logística para la retirada inmediata de las tropas, porque parece que no fue José Bono su primera opción como ministro de Defensa, aunque finalmente fue quien lo llevó a cabo. 


			De hecho, el expresidente de Castilla-La Mancha y el que fuera rival de José Luis Rodríguez Zapatero en el XXXV Congreso Federal del PSOE a la Secretaría General del partido, fue el primer sorprendido cuando supo que quien iba a ser presidente del Gobierno tras las elecciones del 14 de marzo de 2004 pretendía contar con él desde el primer momento para que entrara a formar parte de su Ejecutivo. 


			En una conversación con Bono, el dirigente castellanomanchego recuerda que el primero que llamó para decírselo fue Alfredo Pérez Rubalcaba, y que quedó muy sorprendido de que Zapatero le quisiera incorporar a su equipo. Rubalcaba le explicó que el presidente quería que entrase en su Gobierno y que le gustaría saber cuál era su predisposición. Bono le preguntó a Rubalcaba si también iba a estar él en el Consejo de Ministros, y este le contestó que probablemente sí, aunque todavía estaba debatiendo con Zapatero si iba estar en una primera o en una segunda etapa. 


			Bono, por último, le preguntó al enviado de quien iba a ser el nuevo presidente del Gobierno de España en unas semanas qué le aconsejaba hacer y le pidió además que le informara cuando se decidiera si también iba a estar en el Ejecutivo o iba a ocupar otra responsabilidad. 


			Pero el dirigente castellanomanchego nunca recibió esa respuesta de Rubalcaba. El martes, 16 de marzo de 2004, dos días después de la victoria electoral del PSOE, Zapatero lo citó en Ferraz. Bono recuerda que Zapatero le dijo que quería que formase parte de su Gobierno y le ofreció ser ministro del Interior. «Yo le dije: “¡Hombre! Me has ganado las elecciones en el partido; te he apoyado durante este tiempo de una manera ejemplar; ahora eres presidente del Gobierno; se ha producido el mayor atentado de la historia en Madrid [en referencia al 11-M], ¿y me quieres nombrar ministro del Interior? ¿Tan mal me he portado contigo?”», rememora Bono con una sonrisa durante la conversación. 


			A Zapatero le sorprendió su respuesta y le preguntó directamente si no quería ayudarle y formar parte de su Gobierno. «Entonces me levanté y le dije, haciendo el saludo militar: “A tus órdenes, presidente, elige lo que quieras”», recuerda Bono. Antes de acabar la reunión, sólo le pidió a Zapatero que tomara una decisión pronto, no sin antes reiterarle que él no se veía como ministro del Interior. El presidente recogió el guante y le contestó: «Me quedo con tu disponibilidad». 


			Ese mismo día, ya de regreso a Toledo en coche, Bono recibió una llamada en el móvil de un número oculto, lo cogió y escuchó: «Soy el general Borbón, que se pone a tus órdenes». En ese momento, al dirigente socialista sólo se le ocurrió preguntar quién era, y oyó como respuesta al otro lado del teléfono: «Soy el rey, Pepe, y tú eres ministro de Defensa, me lo acaba de decir Zapatero. ¿Cuándo puedes venir por aquí a verme?». 


			Bono, nada más llegar a su casa en la ciudad imperial, llamó a Zapatero, quien le confirmó lo que le había dicho el rey. En ese mismo momento aceptó asumir el cargo. «Cuando en aquella conversación le dije “A tus órdenes”, ya sabía lo que estaba asumiendo», explica. 


			En esa misma llamada, el que iba a ser presidente del Gobierno en muy pocas semanas, le pidió que se pusiera cuanto antes en contacto con Federico Trillo (por aquel entonces ministro de Defensa con José María Aznar) para el traspaso de cartera, pero, sobre todo, para preparar la logística para el inmediato regreso a España de las tropas desplazadas a Irak. 


			El dirigente castellanomanchego, que siempre se ha caracterizado en toda su trayectoria política por ser hábil y tenaz, y por que cuando se pone a luchar por un objetivo, por muy difícil que sea, no ceja hasta que lo consigue, se puso manos a la obra de manera inmediata. 


			Pasó un mes desde ese nombramiento no oficial como ministro de Defensa hecho por «el general Borbón» hasta que Bono juró de forma oficial el cargo precisamente ante el rey, y durante esas semanas trabajó sin descanso en la misión que le había encomendado Zapatero. Bono dice que primero se puso «a enterarse» de la situación para hacer frente a un encargo de tal envergadura y totalmente novedoso para él, y después se centró en su objetivo con dedicación. 


			Sin que nada trascendiera a la opinión pública, se empezó a planificar con Trillo la retirada de las tropas españolas de Irak. Así, durante un mes y sin tener ningún cargo público oficial, Bono visitó a Silvio Berlusconi, presidente de Italia; al primer ministro de Polonia, pues había un general polaco al mando de las tropas en Irak; al ministro de Defensa del Gobierno de Tony Blair, y hasta estuvo con el entonces secretario de Defensa de Estados Unidos, Donald Rumsfeld, en Washington. 


			Bono se sentía plenamente identificado con su misión, pero lo que no sabía era que la retirada de España de la guerra de Irak determinaría incluso la formación del propio Gobierno. 


			El motivo de que se acelerarse la toma de posesión del nuevo Ejecutivo de Zapatero fue que se le propuso a José María Aznar —en su condición de presidente en funciones— que el relevo de los soldados, que se producía cada cierto tiempo, se retrasara un poco en esta ocasión hasta que el nuevo Gobierno tomara posesión, para que fuese ya el último relevo y no tuviera que ir ningún soldado más a Irak, como tenía decidido hacer el nuevo Ejecutivo. 


			Pero Aznar dijo que no aceptaba retrasar el relevo de las tropas, incluso en contra de la opinión de su ministro de Defensa, a quien le parecía lógica la propuesta del nuevo Gobierno. Curiosamente, Trillo no estaba de acuerdo con la postura de Aznar, que dijo no comprenderla, aunque trasladó a Bono que él no podía hacer nada para evitarla. 


			La solución que finalmente tomaron Zapatero y Bono fue adelantar la decisión de la retirada de las tropas, pero esa orden tenía que darla el ministro de Defensa a la Junta de Defensa Nacional, porque ni siquiera podía hacerlo el presidente del Gobierno. Por ese motivo, todos los ministros tomaron posesión un domingo, en concreto, el 18 de abril de 2004. 


			Zapatero le llegó a plantear a Bono que sólo él tomara posesión de su cargo como ministro de Defensa, porque todavía no tenía el Gobierno del todo cerrado y era algo que legalmente se podía hacer. Pero Bono le dijo que creía que tenían que hacerlo todos los ministros a la vez, como al final se hizo. 


			Ese domingo, 18 de abril, Bono tomó posesión ante el rey junto con el resto de los miembros del Gobierno. Justo después de ser oficialmente ya ministro de Defensa, se fue al Estado Mayor, convocó a la Junta de Defensa Nacional y dio la orden de la retirada inmediata de las tropas de Irak. 


			Hubo cierta resistencia de la cúpula militar y el general Fernando Alejandre le respondió que aquello era imposible de hacer, a lo que Bono respondió, según consta en el acta de aquel encuentro: «Si yo hubiera querido saber su opinión, se la habría preguntado. Pero yo no le he pedido su opinión, le estoy dando una orden, que es la retirada de las tropas de Irak de forma inmediata». 


			Acabada la reunión, Bono se desplazó inmediatamente al palacio de la Moncloa y, desde allí, en un despacho junto a Zapatero, telefoneó a Rumsfeld. 


			El entonces ministro de Defensa recuerda que no fue una conversación agradable. Bono le dijo a Rumsfeld que su llamada obedecía a que, cumpliendo con la promesa que le había hecho en el encuentro celebrado en Washington semanas antes, era la primera persona a la que le comunicaba que España iba a retirar de forma inminente las tropas de Irak. Le hizo saber que había querido informarle personalmente y de forma oficial de que la orden ya había sido dada y que los soldados españoles se iban de la guerra. 


			Rumsfeld le respondió que ya conocía la noticia y hasta le reprochó a Bono no haber cumplido esa promesa de informarle a él primero. Tiempo después se supo que el entonces ministro de Asuntos Exteriores, Miguel Ángel Moratinos, había adelantado la decisión del Gobierno de España a su homólogo estadounidense. 


			La conversación fue tensa. Y se hizo con traductores. Bono admite que aquello fue una ventaja para él porque le dio tiempo para pensar sus respuestas. El dirigente norteamericano le recordó su poder y le recalcó que, además de ser un empresario de éxito, era el jefe del Ejército más poderoso del planeta. También le dijo que nunca hubiera pensado que los españoles pudieran huir de un conflicto. 


			Bono rememora que sudó mucho durante toda la conversación, y mientras escuchaba la respuesta y el tono que empleaba el secretario de Estado norteamericano, escribió una nota que le enseñó a Zapatero. En ella había escrito: «Yo soy nieto de un agricultor e hijo de un tendero, pero las tropas españolas se van a retirar porque somos demócratas, hemos ganado las elecciones y se lo hemos prometido al pueblo español». Cuando el presidente Zapatero leyó el texto, le contestó con el pulgar hacia arriba, animando a que se lo dijera a Rumsfeld. 


			El secretario de Estado ya no discutió más, y sí le dijo a Bono que la retirada de las tropas españolas tendría la cobertura del Ejército de Estados Unidos, lo que este agradeció personalmente. Y así fue, los soldados españoles abandonaron Irak con la cobertura de los norteamericanos. 


			El entonces ministro de Defensa, que apenas llevaba unas pocas horas en el cargo, dice que cuando colgó el teléfono estaba completamente agotado. Así es la imagen que también recuerda de aquel día Angélica Rubio al verlo: «Estábamos todos expectantes a ver qué pasaba, y cuando los vimos salir del despacho yo le pregunté a Bono qué le había dicho Rumsfeld, y recuerdo que me contestó: “De todo, menos bonito”. Hubo una carcajada generalizada que relajó los ánimos». 


			En ese mismo momento se acordó que había que convocar a los medios de comunicación de forma urgente para anunciar el regreso de las tropas españolas de Irak. Así se hizo. Con muy poco tiempo de antelación, aproximadamente un poco antes de las cinco y media de la tarde de aquel intenso día, llegó un correo electrónico a todas las redacciones del país informando que a las 18.00 horas comparecería en el palacio de la Moncloa el presidente del Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero. No se explicaba en la nota el motivo de tan urgente comparecencia, y existía cierto desconcierto entre los medios de comunicación, pues toda la atención mediática estaba ese día en la toma de posesión del nuevo Gobierno. 


			Un poco más tarde de la hora prevista, ya que muchos periodistas pidieron un poco más de tiempo para poder desplazarse hasta la Moncloa, Zapatero compareció acompañado por el ministro de Defensa, José Bono, y la vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega. En el acto no se admitieron preguntas. Zapatero, con toda solemnidad, afirmó: «He dado la orden de que las tropas españolas en Irak regresen a casa». 


			Habían pasado sólo tres días desde que Zapatero había sido investido presidente del Gobierno, y apenas habían transcurrido ocho horas desde el nombramiento de José Bono como ministro de Defensa, cuando la orden de la retirada de las tropas fue anunciada la tarde de aquel domingo en la Moncloa. 


			Casi diecisiete años después, en el plató de Taller de Ideas que organiza infoLibre y durante la presentación de la obra del historiador Morten Heiberg, España y la doctrina del multilateralismo eficaz: globalización, diplomacia y seguridad en la era Zapatero, el ya expresidente del Gobierno rememoró aquella decisión y recordó el reto al que se enfrentó España al decidir salir del conflicto de Irak. El balance que hizo de aquel posicionamiento político lo resumió en pocas palabras: «Cuando yo retiré las tropas de Irak lo que hice fue que España fuera dueña de su destino. Era poner a nuestro país a controlar su destino. Y fue una muestra de madurez». 
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			VIOLENCIA MACHISTA, IGUALDAD Y ABORTO 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «Habrá una ley integral contra la violencia de género, y esa ley será la primera que remitiré al Parlamento como presidente del Gobierno».


			 


			Era un 9 de marzo de 2003, y la frase tronó en el pabellón polideportivo de Cáceres, abarrotado con más de ocho mil personas. Allí José Luis Rodríguez Zapatero protagonizaba un mitin justo un día después del simbólico 8 de marzo, el día de la Mujer. Tal vez por ello, el líder socialista, siempre aficionado a los gestos simbólicos, había elegido ese momento y ese día para concretar lo que sería su primera promesa en clave electoral. 


			Las elecciones autonómicas y municipales estaban a la vuelta de la esquina —fueron el 25 de mayo de ese año— y las generales aún quedaban lejos, pero el candidato socialista ya estaba jugando en otra liga, en la suya, donde tenía el firme propósito de romper la tradición y convertirse en presidente del Gobierno a la primera, es decir, no iba a fracasar previamente en dos elecciones generales como les pasó tanto a Felipe González como a José María Aznar antes de llegar a la Moncloa. Zapatero siempre tuvo el convencimiento de que iba a ganar los comicios a la primera, aunque por aquel tiempo nadie lo creía… salvo él. 


			En el mitin de Cáceres, cuentan las crónicas de hace más de tres lustros, Zapatero no se quedó sólo en el anuncio y en dar un titular fácil a los periodistas. Además, bordó una intervención de marcado carácter feminista denunciando que las mujeres nunca ocupaban en España puestos de responsabilidad en las grandes empresas ni en los bancos más importantes, y llegó a decir que, a partir de determinado nivel, «sólo hay azafatas». Aunque aún no se sabía, aquel momento era también el preámbulo de una proposición de ley que el grupo socialista presentaría en el Congreso sólo dos meses después con el enunciado: «Proposición de ley por la que se garantiza el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el empleo». 


			Zapatero ya había anunciado antes que, si llegaba al Gobierno, haría una ley contra la violencia de género, pero fue en Cáceres, tal vez, la primera vez que la situó como su máxima prioridad y convirtió dicha ley en una de las banderas de lo que pretendía hacer cuando ganase las elecciones. 


			A partir de ese mitin, aquella frase fue formulada de muy distintas maneras pero con el mismo mensaje en cada acto que protagonizaba Zapatero por toda la geografía española. La insistencia era tal que hasta los periodistas que seguían cada intervención del entonces secretario general del PSOE bromeaban cuando veían que llegaba el momento del discurso en el que Zapatero pronunciaría la frase «La primera ley que aprobaré cuando llegue al Gobierno será una ley integral contra la violencia de género». A veces, en el corralito donde «encierran» a los periodistas en cada convocatoria, la frase se hacía coral y se pronunciaba en voz alta para sorpresa de los asistentes al acto. 


			Pero tanto los mensajes marcadamente feministas que quería llevar Zapatero al corazón del PSOE como la propia frase tardaron en conectar con la militancia socialista. En algunos mítines, aunque Zapatero intentaba enfatizar en su intervención el anuncio de lo que iba a ser su primera ley, ni siquiera era interrumpido por aplausos de los asistentes al acto. Otras veces sí, pero tampoco era la parte en la que concitara más entusiasmo o levantara a los militantes de sus asientos. Eso sí, siempre aplaudían mucho más las mujeres que los hombres. 


			Una vez se le dijo a Zapatero la poca receptividad que tenía este anuncio entre los asistentes a los mítines del PSOE, y se le comentó precisamente que los militantes a los actos «aplaudían poco y sin demasiado entusiasmo». El vallisoletano puso su sonrisa infinita y contestó: «Ya irán aplaudiendo más». Y así fue. 


			Tardó tiempo, y hubo que esperar al periodo de precampaña y a la campaña de las elecciones generales de 2004, pero ya en más de un acto, cuando el líder socialista decía «La primera ley que aprobaré cuando llegue al Gobierno será una ley integral contra la violencia de género», el pabellón entero donde se celebraba el mitin se ponía en pie y las primeras en hacerlo eran, de nuevo, las mujeres, aunque poco a poco también muchos hombres. 


			Pero aquello no fue una ocurrencia de Zapatero, ni algo improvisado, ni una estrategia electoral. Tres años antes del anuncio en el mitin de Cáceres, el recién nombrado secretario general del PSOE tenía muy claro que las políticas feministas se iban a convertir en un pilar de su discurso y de su acción política desde la oposición. 


			Por ello, a la vuelta del verano de 2000, Zapatero le puso muchos deberes y de manera urgente a la dirigente andaluza Micaela Navarro, en ese momento secretaria de Igualdad de la Ejecutiva Federal del PSOE. Navarro no era nueva en esta área, ya que con Joaquín Almunia había estado al frente de la Secretaría de Participación de la Mujer, e incluso contaba con proyectos sobre igualdad y violencia contra las mujeres que habían sido propuestos por organizaciones feministas en la etapa anterior. 


			Navarro había designado como su mano derecha en Ferraz a Purificación Causapié, a quien nombró coordinadora de la Secretaría de Igualdad del PSOE. Causapié era una destacada feminista que venía del movimiento asociativo y conocía a la perfección las reivindicaciones de los colectivos de mujeres. 


			De hecho, Causapié recuerda que no le sorprendió el encargo que les hizo Zapatero nada más llegar a Ferraz, «porque no era un proyecto nuevo, sino que venía de las propuestas que asociaciones de mujeres habían estado trabajando durante años. Desde la Conferencia Mundial de la Mujer celebrada en Pekín en 1995, se habían desarrollado muchos actos relacionados con la temática de igualdad y de violencia contra las mujeres y, en repetidas ocasiones, se hablaba de la posibilidad de impulsar una ley integral contra la violencia de género. Así se lo propusieron a Joaquín Almunia cuando era secretario general del PSOE, y hasta a José María Aznar, durante su etapa de Gobierno». 


			La diferencia con Zapatero fue la forma en que recibió la propuesta. El entonces secretario general fue el primero que hizo suya esta reivindicación feminista y recogió el guante con entusiasmo y sin desconfianza, «porque fue capaz de ver que esas propuestas que a otros dirigentes les podían parecer parciales o incluso residuales, en realidad no lo son. Ese fue el gran valor político. Zapatero vio que la lucha por la igualdad tenía una fuerza social impresionante y, además, se lo creyó y la asumió», afirma Causapié. 


			Al principio, no obstante, hubo desconfianza en las intenciones del secretario general, y se quería saber hasta qué punto Zapatero iba a asumir e integrar el discurso feminista en su proyecto político. Tal vez, hasta el anuncio hecho en el mitin celebrado en Cáceres, cuando asumió públicamente ese compromiso si llegaba al Gobierno, no se despejaron todas las dudas entre las asociaciones de mujeres sobre si las políticas feministas iban a ser una seña de identidad del nuevo líder socialista. 


			«Recuerdo aquel mitin de Cáceres. Yo estuve allí. Antes del acto ya habíamos hablado de que iba a referirse a estos temas. Pero cuando lo oí, cuando lo oímos, todo el mundo se entusiasmó por cómo fue capaz de elaborar aquel discurso, por cómo lo integró», dice la excoordinadora de la Secretaría de Igualdad del PSOE, que admite que con aquella promesa política Zapatero se ganó la credibilidad en el movimiento feminista. 


			Navarro y Causapié se pusieron a trabajar desde el primer momento y configuraron un grupo de juristas de diferentes ámbitos que estuvieron debatiendo sobre cómo dar forma a la ley. Uno de los escollos más importantes que se encontraron en un principio es que había juristas que sostenían que la violencia de género no cabía en el Código Penal, es decir, que el concepto no encajaba. La cuestión era cómo definir la violencia de género para buscar el encaje. De esta forma, se propuso definir dicha violencia como aquella que se produce por la relación de poder de los hombres sobre las mujeres, la violencia que sufren estas por el hecho de serlo, incorporando la definición que ofrecía la Plataforma de Acción de Pekín y cuyo uso se generalizó años después. En aquel momento España iba ya muy por delante y se estaba preparando una ley pionera en todo el mundo. 


			Sobre este tema, recuerdo que el 29 de diciembre del año 2000 publiqué en la portada del diario El Mundo un artículo titulado «Zapatero propone un pacto de Estado contra los malos tratos a mujeres», y en la información se decía que «el PSOE está ultimando una proposición de ley para acabar con los malos tratos contra las mujeres, que será llevada al Parlamento cuando se inicie el periodo de sesiones el próximo año, a fin de llevar este asunto al primer plano del debate político». 


			La iniciativa causó cierta sorpresa y tuvo un cierto recorrido en debates mediáticos, pero pronto pasó al olvido. En aquella época estos temas ni de lejos tenían la repercusión social y en medios de comunicación que tienen actualmente. 


			No obstante, el PSOE no cumplió con los plazos que anunciaba y no fue hasta casi un año después, concretamente el 21 de diciembre de 2001, cuando el Boletín Oficial de las Cortes recogió la admisión a trámite por parte de la Mesa del Congreso de la «proposición ley integral contra la violencia de género», presentada por el grupo parlamentario socialista. 


			Los socialistas actuaron de forma unilateral presentando en solitario la proposición de ley, porque la propuesta de un pacto de Estado hecha por Zapatero que hubiera requerido una iniciativa parlamentaria conjunta nunca fue tenida en cuenta por el Gobierno de José María Aznar, y en todo momento, el PP dio muestras de no estar demasiado interesado en este asunto. 


			La proposición de ley se debatió en el pleno de la Cámara Baja el 9 de septiembre de 2002, y se constató que al PP este tema no le parecía prioritario. Así, la proposición del PSOE no salió al obtener 165 votos en contra y 151 a favor. Todos los grupos del Congreso votaron por su aprobación, a excepción del PP. 


			Pero Zapatero no iba a rendirse. Tal y como prometió, nada más alcanzar la Presidencia de Gobierno, al igual que cuando llegó a la Secretaría General del PSOE, lo primero que hizo fue encargar al ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, Jesús Caldera —en cuyo departamento ministerial se había incluido una Secretaría General de Igualdad—, la elaboración urgente de una ley integral contra la violencia de género para llevarla, en el menor tiempo posible, al Consejo de Ministros para su aprobación. 


			Sólo doce días después de ser elegido presidente, y en su segundo Consejo de Ministros, concretamente el 24 de abril de 2004, se aprobó la ley integral de violencia de género, con el objetivo de que fuera remitida a las Cortes antes del 30 de junio. 


			El trabajo previo realizado desde la Secretaría de Igualdad de la Ejecutiva Federal del PSOE se convirtió en el embrión del proyecto de ley que Soledad Murillo, designada por el ministro Caldera como secretaria general de Igualdad, terminó de perfilar al elaborar un informe para proponer su aprobación en el Consejo de Ministros. 


			La vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega, y el ministro de Asuntos Sociales, Jesús Caldera, fueron los encargados de anunciar la nueva ley en rueda de prensa, destacando que aquella promesa hecha en Cáceres un año antes se había cumplido. 


			El 22 de diciembre de 2004, por unanimidad, se aprobó la ley integral contra la violencia de género. En la tribuna de invitados del Congreso, representantes de las asociaciones de mujeres, que llevaban años peleando por sacar adelante esta ley, no pudieron evitar celebrar por todo lo alto aquel momento que ya se considera histórico. 


			España se colocó a la vanguardia del mundo con una ley innovadora sobre la que la sociedad española, tal vez, aún no era plenamente consciente, ni valoraba el enorme paso que se había dado para luchar contra esta lacra social. A día hoy, la ONU y la Unión Europea todavía tienen como referencia la ley española por su carácter integral para afrontar la violencia machista, y representa un modelo para los gobiernos de distintos países que se interesan por incorporar ese tipo de actuaciones a sus códigos de leyes. 


			Desde el movimiento feminista se sigue defendiendo una ley que, sin duda, fue pionera y se adelantó varios años a legislaciones sobre este tema en el ámbito nacional e internacional. Hoy pocos ponen en tela de juicio que la ley contra la violencia de género fue un punto de inflexión en la política española y supuso colocar las reivindicaciones y las políticas feministas en primera línea, tras décadas condenadas a estar en un segundo plano o casi en la oscuridad. Además, significó empezar a poner a España como referente de las políticas de igualdad en todo el mundo. 


			Pero no fue un hecho aislado ni coyuntural. La bandera de las políticas feministas fue una constante en la acción política de Zapatero durante los más de siete años que estuvo al frente del Gobierno de España, destacando especialmente tres hechos: la aprobación de la primera ley de igualdad, la polémica ley de plazos en el aborto y la osadía de crear un Ministerio de Igualdad. 


			El mejor ejemplo durante la primera legislatura de la implicación del dirigente socialista en estas políticas fue la decisión de subir a la tribuna y asumir personalmente la presentación de la ley de igualdad en el Congreso de los Diputados en el debate definitivo para su aprobación. 


			«Hoy es el primer día de una sociedad distinta», puede ser la frase que mejor resume la intervención de Zapatero ese día en el hemiciclo. A la que añadió: «Esta nueva normativa transformará para bien, radicalmente y para siempre a la sociedad». 


			El contenido de la ley aprobada no era para menos y, aunque casi diecisiete años después todo parece estar asumido con absoluta normalidad en la sociedad española, esa ley de igualdad reformaba más de diecinueve normas y fue todo un avance para la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres en este país. 


			Entre otras medidas, se incluía la obligatoriedad de negociar planes de igualdad en las empresas con más de doscientos cincuenta trabajadores, proponía la paridad en los consejos de administración, y establecía la ampliación del permiso de maternidad para los casos de parto prematuro y en aquellos en los que, por cualquier otra causa, el recién nacido deba permanecer hospitalizado tras el parto. 


			También se reconocía un permiso de paternidad de quince días —la primera vez en la historia que se le daba este derecho a los hombres en España—, ampliable de manera progresiva hasta los cuatro meses en el año 2013, aunque esta ampliación se hizo esperar varios años. 


			Asimismo, la ley conllevaba medidas para promover la paridad en la dirección de las empresas y evitar la discriminación de la mujer en los distintos ámbitos de la sociedad, así como la paridad obligatoria en las listas electorales, entre otra batería de normas. La ley supuso todo un cambio de paradigmas en las relaciones políticas, sociales, laborales y familiares que se ha consolidado plenamente en la sociedad española casi dos décadas después. 


			Tras la intervención de Zapatero en el pleno del Congreso, la Ley Orgánica para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres fue aprobada el 16 de marzo de 2007, donde tuvo el respaldo de todos los grupos de la Cámara Baja (un total de 192 votos a favor), a excepción del PP, que se abstuvo (119 votos). 


			Aunque hubo otras actuaciones y medidas siempre en clave feminista y asumiendo muchas de las reivindicaciones históricas de las asociaciones de mujeres, se podría decir que con la ley de igualdad Zapatero puso el broche a su primera legislatura, pero ya advirtió durante la campaña electoral de 2008 que no se quedaría ahí y que todavía quedaba mucho por hacer en la lucha para conseguir la igualdad efectiva entre mujeres y hombres. 


			Tras su nueva victoria electoral en 2008, donde Zapatero alcanzó el mayor número de votos que ningún dirigente político ha tenido en toda la historia de la democracia —un total de 11.289.335 de papeletas, que supusieron el 44,36 por ciento del total de votos—, el líder socialista siguió situando las políticas feministas como estandarte de sus acciones de Gobierno. 


			No tardó mucho en hacerlo y se visualizó claramente nada más dar a conocer la composición de su equipo. Para sorpresa, estupor y hasta malestar de una buena parte de la clase política y mediática, Zapatero creó… el Ministerio de Igualdad. 


			En algunas redacciones de importantes periódicos —hay abundante hemeroteca en opiniones y editoriales que así lo corroboran—, las burlas, las descalificaciones y hasta el desprecio a la decisión tomada por el líder socialista era lo que imperaba. Y todavía se acrecentaron más tras conocerse que ese «pintoresco ministerio» (era lo más suave que se decía sobre él) lo iba a dirigir una mujer joven, con escasa experiencia política, llamada Bibiana Aído. 


			Desde el momento en que se conoció que iba a ser la primera ministra de Igualdad en España, Aído se convirtió en objeto de todo tipo de críticas de la derecha política y mediática, y fue el «objetivo político» a abatir. 


			Apenas estuvo dos años y medio ocupando la cartera de Igualdad —que fue suprimida por el propio Zapatero en octubre de 2010 con motivo de la crisis económica que sufrió España—, pero, como se recogía en un artículo publicado en El Periódico tras el cese de Aído, durante ese tiempo se había convertido «en la ministra más insultada de la historia de la democracia». 


			Los motivos estaban claros: era mujer, la ministra más joven de la historia de España y, además, fue la cara visible de la polémica ley del aborto. A todo ello hay que añadir que estaba al frente de un ministerio cuya existencia se discutió y cuestionó desde el primer día y hasta el último momento. 


			Basta recordar algunos ejemplos, como recoge el citado diario, cuando la expresidenta de la Comunidad de Madrid, Esperanza Aguirre, hablaba del Ministerio de «Igual-da» o cuando los medios y colectivos conservadores se referían a la ley del aborto como la «ley Aído». Los grupos antiabortistas incluso llegaron a repartir un muñeco de plástico, que decían que representaba un feto de catorce semanas, al que bautizaron con el nombre de «bebé Aído». El «bebé Aído» fue enviado a todo el Gobierno, a los integrantes del Ministerio de Igualdad, a diputados, senadores, periodistas, etcétera. 


			Años después, la exministra ha reconocido en diversas entrevistas que lo pasó mal y que aquel periodo fue duro: «Pero a pesar de los insultos, ataques y bajezas, mereció la pena por lo mucho que ganamos las mujeres con las políticas que se implementaron en los Gobierno de Zapatero», afirmó Bibiana Aído. 


			Así fue, porque en ningún momento mientras estuvo al mando del Ministerio de Igualdad Aído dio un paso atrás y afrontó todos los compromisos acordados por Zapatero, incluida la medida más polémica: una nueva ley de aborto que, como en el caso de la ley del tabaco, tampoco aparecía inicialmente en el programa electoral del PSOE de 2008. 


			Durante la elaboración de la ley —que se hizo minuciosamente, buscando su constitucionalidad y recogiendo buena parte de las reivindicaciones del movimiento feminista—, el acoso de la derecha, los grupos antiabortistas y una buena parte de los medios de comunicación fue constante y brutal. 


			La exlíder madrileña Esperanza Aguirre o el expresidente del Gobierno José María Aznar no dudaron en acusar a Zapatero de «totalitarista» por abordar una ley de plazos sobre el aborto —como ya estaba legislado en buena parte de Europa— y verter todo tipo de descalificaciones contra la medida. Así, Aguirre afirmó que «el aborto no es un derecho, es un fracaso personal» mientras Aznar acusaba al dirigente socialista «de querer convertir en derecho un drama». 


			Zapatero era consciente de la situación, del clima que se estaba creando y de que también había algunas dudas en ciertos sectores minoritarios dentro del seno de su partido, especialmente por el derecho de las menores a abortar. Así, en el mismo mes en que la ley llegaba al Consejo de Ministros, dijo que la reforma de la ley del aborto era «oportuna y proporcionada», y ante el propio Comité Federal del PSOE defendió directamente el trabajo realizado por Bibiana Aído, «que ha soportado tantas críticas inasumibles en democracia». 


			Zapatero subrayó ante el máximo órgano de su partido entre Congresos que la nueva ley del aborto «nos homologa» con el resto de los países europeos, pero, sobre todo, destacó que se trataba de una ley que perseguía afrontar «esa dura realidad que se vive en nuestro país, que está llena de hipocresía y que, ante todo, tiene el objetivo de prevenir y apoyar a las mujeres». 


			Las palabras de Zapatero fueron pronunciadas exactamente siete días antes de que el llamado Proyecto de Ley Orgánica de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo, comúnmente conocido como ley del aborto, fuese aprobado por el Consejo de Ministros, el 26 de septiembre de 2009, y con el visto bueno del informe del Consejo de Estado. 


			La respuesta de los sectores contrarios a la ley se reactivó de forma inmediata, las críticas y los insultos a la ministra también, y se abrió toda una campaña directamente contra Zapatero. 


			El ambiente de enfrentamiento en torno al proyecto de ley se resume perfectamente en lo que escribió el empresario y periodista Román Cendoya en un artículo en El Imparcial publicado en marzo de 2009, cuando el anteproyecto llegó al Consejo de Ministros. 


			 


			¿Por qué llaman al engendro de Bibiana Ministerio de Igualdad cuando es el más sexista y discriminatorio de todas las instituciones del Estado? El responsable de tanta estupidez es José Luis Rodríguez Zapatero. Su primera aberración fue crear el demagógico Ministerio cuya existencia pone en evidencia la inconstitucionalidad de casi todo. La segunda fue poner al frente del recién parido Ministerio a la indocumentada Bibiana Aído. Sus méritos, aparte de su facilidad para la creación de «palabros», son ser joven y formar parte del poderoso clan del partido que vive del dinero de todos a través de los cargos. 


			 


			Y añadió el columnista: 


			 


			De semejante Ministerio, absurdo donde los haya, sólo pueden salir aberraciones como la de la nueva ley del aborto. A la ley, como a los fondos basura, le pondrán nombres bonitos, pero no deja de ser la elevación a legalidad de un crimen. No hay que olvidar que la motivación de la Ley es que los delincuentes no entren en la cárcel. Después de que se destapara el escándalo de los asesinatos de bebés de siete y ocho meses cometidos en clínicas legales, el Gobierno optó por proteger a los médicos y mujeres, delincuentes todos, que cometían semejante crimen. ¿Por qué siempre la progresía es procriminal y nunca províctima? 


			 


			La aprobación de la ley en el Consejo de Ministros acentúo la oleada de estas críticas desaforadas, improperios e insultos de todo tipo al Gobierno, a Zapatero y a la ministra de Igualdad. La ofensiva culminó el 17 de octubre de ese mismo mes, cuando centenares de miles de personas se manifestaron en Madrid «para defender el derecho a la vida de los no nacidos y protestar contra la reforma de la ley del aborto promovida por el Gobierno». Según la Comunidad de Madrid, la marcha reunió a 1,2 millones de asistentes, y los organizadores elevaron la cifra a dos millones, por lo que se consideró una de las grandes movilizaciones de toda la etapa democrática. 


			La manifestación fue convocada por cuarenta y dos asociaciones civiles, pero hubo mucha presencia de dirigentes del PP, entre ellos, dos arietes constantes contra la ley: el expresidente del Gobierno José María Aznar, que volvió a decir que la reforma «pasa todos los límites», y la expresidenta madrileña, Esperanza Aguirre, quien insistía en la trascendencia de que una niña que no puede comprar tabaco o tomar una cerveza pueda abortar sin permiso. 


			Pero nada iba a hacer cambiar de opinión ni al Gobierno ni a Zapatero que, además, tenía una mayoría parlamentaria tanto en el Congreso como en el Senado para sacar adelante la ley. 


			Así, dos meses después de esa gran manifestación, el 17 de diciembre de ese mismo año, la Cámara Baja aprobó la nueva ley del aborto por 184 votos a favor (los de PSOE, Partido Nacionalista Vasco (PNV), Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), Izquierda Unida (IU), Iniciativa per Catalunya-Verds (ICV), Bloque Nacionalista Galego (BNG) y Nafarroa Bai (NaBai), así como dos de los diez diputados de CiU, grupo que dio libertad de voto a sus miembros, frente a los 158 votos en contra del PP, Coalición Canaria (CC), Unión del Pueblo Navarro (UPN) y Unión, Progreso y Democracia (UPYD) y 7 diputados de Convergència. 


			Otros dos meses más tarde, en concreto el 24 de febrero de 2010, la ley del aborto quedó definitivamente aprobada en el Senado por 132 votos a favor, 126 en contra y una abstención en un pleno bronco de principio a fin. Curiosamente, fue la entonces senadora Leire Pajín —que ocho meses después se convertiría en ministra de Sanidad, Política Social e Igualdad— quien defendió la ley en la Cámara Alta, y fue increpada por la bancada del PP en varias ocasiones, durante un pleno que resultó extremadamente bronco e hizo intervenir en varias ocasiones al entonces presidente del Senado, Javier Rojo. Pajín mantuvo la compostura: «La ley no obliga a nadie a abortar, sólo da seguridad y libertad a las mujeres que decidan hacerlo», dijo dirigiéndose a los senadores populares. 


			Finalmente, la polémica reforma legal pasó su último trámite parlamentario y entró en vigor a los cuatro meses de ser aprobada en el Consejo de Ministros, tras su publicación en el BOE el día 25 de febrero. España se homologó así a las legislaciones sobre el aborto de la mayoría de los países europeos y su aplicación no supuso grandes problemas. 


			Zapatero culminó así toda una trayectoria en la que las políticas feministas habían estado muy presentes en toda la acción de su Gobierno y que situaron a España en la vanguardia y en referente de otros países, despejando todas las dudas iniciales de que utilizaba los temas de mujeres sólo por intereses electorales. 


			Los distintos interlocutores que han hablado para este libro no dudan en asegurar que Zapatero siempre tuvo integradas las reivindicaciones de las asociaciones de mujeres y que creyó en ellas, y cuando son preguntados sobre cuál fue el gran legado que Zapatero dejó en la sociedad española, la respuesta mayoritaria es su apuesta por las políticas feministas. 


			La que llegó a ser secretaria de Igualdad de la Ejecutiva Federal y número cuatro del organigrama del PSOE, Purificación Causapié, lo explica así: «A mí lo que me asombró de Zapatero fue con qué facilidad integró el discurso feminista. En los años que llevo en el feminismo y en el PSOE me he sentado con muchos dirigentes de muchos niveles, y con Zapatero tuve la sensación de que, por primera vez, un hombre en política hace suyo el discurso feminista, que lo entiende y que lo pasa por su tamiz como hombre, es decir, que no intenta copiarlo y ser una más de nosotras, sino que lo reelabora. Además, siempre fue respetuoso con las organizaciones y reconoció que eran propuestas que venían de las mujeres». 
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			MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «El matrimonio homosexual sí que es marca España». 


			 


			Al ministro de Justicia, Juan Fernando López Aguilar, se le desencajó el mentón, hizo todo tipo de aspavientos y no dio crédito a lo que le acababa de contar el entonces redactor jefe del periódico El Mundo, Fernando Garea. 


			Fue casi al inicio de una comida en la propia sede del Ministerio de Justicia, en la calle de San Bernardo de Madrid, entre el ministro, Garea y otros dos periodistas de este diario, cuando el redactor jefe le contó que la línea editorial del periódico dirigido por Pedro J. Ramírez se iba a oponer frontalmente al matrimonio entre personas del mismo sexo que acababa de aprobar el Consejo de Ministros con los argumentos de que esa unión no podía llamarse «matrimonio». Asimismo, el periódico se mostraba contrario al derecho de adopción de estas parejas, sumándose de esta manera a las tesis de la Iglesia católica, que abanderaba el entonces arzobispo de Madrid, el cardenal Antonio María Rouco Varela, y a los postulados del Partido Popular. 


			El Mundo, casi desde su fundación, había defendido que se regularan las uniones entre personas del mismo sexo y, por ello, López Aguilar no esperaba tener en su contra al segundo periódico del país y, posiblemente, el medio más influyente en aquella época. 


			El ministro era consciente de la soledad mediática en la que se encontraba, la campaña que se le avecinaba en las calles y la gran presión que ya soportaba el Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero por parte de los sectores más variopintos de este país para frenar la ley, por lo que saber que iba a tener un nuevo frente en la ley del matrimonio entre personas del mismo sexo, tal como había sido aprobada en el Consejo de Ministros, no le hizo ninguna gracia. 


			Lo cierto es que aquella comida en la sede del Ministerio de Justicia entre López Aguilar, Garea y otros dos periodistas se le atragantó al ministro, que era la primera persona plenamente consciente de la tormenta que se avecinaba. Pero antes de que acabara el encuentro, el mentón volvió a su posición y López Aguilar aseguró con tono serio: «Se va a llamar matrimonio. Eso ya está decidido y no se va a cambiar». 


			La contundencia de aquellas palabras del ministro de Justicia estaba justificada, porque aquel debate sobre si llamar «matrimonio» a la regulación de las uniones de personas del mismo sexo ya se había librado en el propio PSOE y en el Consejo de Ministros, donde había serias discrepancias y, además, cundía la preocupación de que el PP y las fuerzas conservadoras ganaran la batalla de este debate en la sociedad. 


			Las encuestas daban una abrumadora mayoría favorable a regular las uniones de personas del mismo sexo, pero el porcentaje bajaba significativamente cuando se les preguntaba a los ciudadanos si esta unión debía llamarse matrimonio. 


			La entonces ministra de Sanidad, secretaria de Organización del PSOE y responsable del área de políticas sociales de la primera Ejecutiva, Leire Pajín, también recuerda que hubo «enormes resistencias» internas en el partido a que se llamara «matrimonio»: «Tuve muy duras y contundentes discusiones en el partido con Juan Carlos Rodríguez Ibarra [expresidente de la Junta de Extremadura], que se oponía al nombre porque para él «matri» viene de mater y mater es madre… Pero eran discusiones políticas de fondo, porque Ibarra no estaba en contra de la igualdad de derechos». 


			Pero fue el propio José Luis Rodríguez Zapatero, tras escuchar todo tipo de argumentos a favor y en contra en torno a si se debería o no eliminar aquella palabra del proyecto de ley y evitar de esta forma el conflicto, quien tomó la decisión definitiva de que la unión civil de personas del mismo sexo se llamaría «matrimonio». 


			López Aguilar se mostró tan seguro al acabar la comida porque sabía que tenía el respaldo del propio presidente del Gobierno, tanto a su posicionamiento personal de llamar «matrimonio» a esta regulación como al contenido del articulado, que el también catedrático de derecho constitucional había estudiado minuciosamente sabiendo que tarde o temprano tendría que pasar por el filtro del Alto Tribunal. 


			El ministro de Justicia, además, ya había batallado internamente con otros dirigentes y miembros del propio Gobierno de Zapatero que tenían muchas dudas de emplear ese término, aunque se intentó ocultar esta controversia en las filas del PSOE. 


			«Sí hubo mucho debate en el Consejo de Ministros sobre este asunto y muy intenso», confirma uno de los interlocutores con los que se ha hablado para la elaboración de este libro, y que por ley no puede desvelar las deliberaciones de aquel órgano ni los nombres de quienes se oponían. Admite que hubo numerosas dudas y que destacados miembros de ese Consejo de Ministros tuvieron mucha indecisión en cómo denominar la nueva ley. Incluso hubo quienes propusieron otros nombres como «unión matrimoniada», «unión civil matrimonial» o hasta «ley de ampliación subjetiva del matrimonio». 


			López Aguilar, por su parte, desde el primer momento apostó por definir su propuesta como «ley de matrimonio entre personas del mismo sexo», y con ese nombre llegó el anteproyecto de ley a la mesa del Consejo de Ministros el 1 de octubre de 2004. 


			Pero, además de la terminología, el otro escollo de la ley que causaba mucha oposición social y reticencias internas en el PSOE fue incluir el derecho a la adopción para estas parejas. 


			Leire Pajín recuerda que esto también generó cierto debate desde el principio y mucho antes de que llegara la ley al Consejo de Ministros porque fue ella misma, como secretaria de Asuntos Sociales del PSOE, con el apoyo y la ayuda de Pedro Zerolo, quien en 2002 llevó a la Ejecutiva del partido la primera propuesta para aprobar el matrimonio entre personas del mismo sexo, en la que se incluía el derecho de adopción. «Hubo un debate de la hostia», dice abiertamente Pajín con una sonrisa. 


			No sólo tenía la oposición de Ibarra a que se llamara «matrimonio», sino que, en contra del derecho a la adopción de las personas del mismo sexo que contemplaba la ley estaban, al menos en un principio, pesos pesados del PSOE como José Blanco, Ramón Jáuregui o Alfredo Pérez Rubalcaba, que tenían muchas reticencias a dar este paso. 


			Sin embargo, Zapatero una vez más arriesgó y apoyó la propuesta inicial elaborada por Pajín y Zerolo: «Recuerdo que Zapatero me dijo: “Leire, lo tenemos que preparar muy bien porque sabes dónde están los escollos de la gente que no conoce esta realidad, y uno es el tema de la adopción. Hay que preparar esto y explicarlo bien”», relata Pajín. 


			Finalmente, el PSOE presentó aquel informe como proposición de ley y lo llevó al Congreso, donde no logró salir por el voto en contra de la mayoría absoluta que el PP tenía entonces en la cámara. Pero el primer paso estaba dado y la decisión política tomada, y la regularización del matrimonio entre personas de mismo sexo empezó a tomar cuerpo en la sociedad española. 


			La aprobación definitiva del matrimonio igualitario llegó dos años después —el 30 de junio de 2005—, procedente de aquella voluntariosa iniciativa cuando el PSOE estaba en la oposición. De nuevo, el Partido Popular votó en contra, a excepción de la exministra de Sanidad Celia Villalobos, que rompió la disciplina de voto del grupo popular. El PP interpuso una demanda de inconstitucionalidad contra la reforma que años después fue rechazada por el Alto Tribunal. López Aguilar había blindado su constitucionalidad. 


			Pero antes de que las Cortes dieran luz verde a esta ley, tanto el PP como la Iglesia se lanzaron a la calle en lo que fue una auténtica cruzada, también mediática, en contra de la ley denunciando, especialmente, que se llamara «matrimonio» y que se permitiera la adopción a las parejas del mismo sexo. 


			El expresidente José María Aznar, al igual que pasó con la ley del aborto, fue quien lideró la oposición política y hasta eclesial, por su estrecha relación con el cardenal Rouco Varela: «Que hagan lo que quieran, pero que no lo llamen matrimonio. Las uniones gais no deben ser equiparadas ni al matrimonio ni a la familia, y no pueden ser llamadas “matrimonio” porque esto ofende a la población», afirmó el expresidente. 


			En la calle se celebraron varias y multitudinarias manifestaciones contra lo que en ese entorno llamaban «las bodas gais». La más significativa se convocó a nueve días de la aprobación de la ley por el Congreso, y en ella Madrid fue tomada por varias decenas de miles de personas —más de 1,5 millones según los manifestantes y 166.000 según la Delegación del Gobierno— para exigir al Ejecutivo la no aprobación del matrimonio homosexual. A la manifestación, además de miles de familias y muchos niños, acudieron veinte de los setenta y ocho obispos españoles, así como destacados dirigentes del PP. El Foro Español de la Familia, la organización convocante, pidió una reunión urgente con Rodríguez Zapatero que nunca se llegó a celebrar. 


			López Aguilar recuerda que hubo presiones tremendas y rememora que, en un encuentro en su condición de titular de Justicia con Rouco Varela y el cardenal Antonio Cañizares —que ya era todo un referente del ala más conservadora de la Iglesia—, se acercó a saludar a ambos y Cañizares le negó el saludo. Le dijo que no podía dar la mano a quien estaba rompiendo a las familias españolas. 


			El ministro de Justicia era ya la bestia negra de la cúpula de la Conferencia Episcopal porque, casi al mismo tiempo que la ley de matrimonio entre personas del mismo sexo, se tramitó en el Congreso lo que se conoció como «la ley del divorcio exprés». 


			Los cambios de esta reforma respecto a la ley del divorcio de 1981 consistían fundamentalmente en que eliminaba la necesidad de alegar una causa para la separación y bastaba con que uno de los cónyuges decidiera acabar con la relación conyugal. 


			La nueva ley también suprimió el requisito de que tenía que pasar un año desde el matrimonio para plantear la separación legal, y otro año más para presentar la demanda de divorcio. El proyecto permitía solicitar judicialmente la ruptura pasados sólo tres meses, e incluso este plazo no sería preciso en los casos de violencia de género. 


			Pero la novedad más importante de la ley, y de la que Juan Fernando López Aguilar se siente más orgulloso, fue que reguló también la custodia compartida. El proyecto de ley, por primera vez, contempló este tipo de custodia siempre que hubiera acuerdo entre los padres, pero también abría la puerta a que el juez la pudiera otorgar excepcionalmente en función del interés del menor. No todo el colectivo feminista estaba de acuerdo con esta reforma. 


			López Aguilar, como había pronosticado el cardenal Cañizares, decidió romper la familia de un solo golpe. El mismo día se aprobó la ley del matrimonio igualitario y la ley del divorcio exprés. Fue un mal día para la Iglesia, que seguía considerando que ambos proyectos de ley, tal y como le dijo el cardenal Cañizares al ministro de Justicia, iban a terminar con la familia en España. El cardenal y arzobispo de Madrid, Antonio María Rouco Varela, fue incluso más allá en sus declaraciones y llegó a afirmar: «El matrimonio homosexual o el llamado divorcio exprés suponen una marcha atrás en los derechos humanos». 


			Pero la etapa de López Aguilar en el Ministerio de Justicia trajo más avances en materia de derechos de ciudadanía. Así, el ministro llevó en junio de 2006 al Consejo de Ministros el proyecto de la ley de identidad sexual para transexuales, que permitía a estas personas cambiar el nombre y el sexo en sus documentos sin necesidad de haberse sometido a una operación. 


			López Aguilar, siempre entusiasta, entregado y un trabajador incansable que se cree todo lo que hace, recuerda aquella iniciativa, que no estuvo exenta de gran polémica interna en el partido y en el propio Gobierno, con mucha ilusión. «Fue la primera “ley trans” y tuvo mucha importancia, aunque ahora parece que se ha olvidado», dice. 


			También Leire Pajín, que siempre estuvo detrás de todos estos avances en derechos, bien desde el partido o bien desde el Gobierno, habla de la elaboración de aquella ley ilusionada: «Recuerdo lo que trabajó para la elaboración de esta ley Carla Antonelli, aunque ahora ya no esté con nosotros [Antonelli abandonó el PSOE y es desde el año 2023 senadora de Más Madrid por designación autonómica], y lo que peleamos para sacarla adelante». 


			Y es que tanto Antonelli como Zerolo desempeñaron un papel esencial en estos nuevos derechos, siempre con el entusiasmo de Pajín y la labor jurídica de López Aguilar. Ambos exministros reconocen a estos activistas del movimiento LGTBI como fundamentales para aprobar esas nuevas propuestas, aunque todos ellos contaron siempre con el paraguas y el respaldo del presidente del Gobierno. 


			Años después, en una entrevista en la que recordaba su etapa en el Ejecutivo, Zapatero mostró el orgullo por la ley del matrimonio entre personas del mismo sexo y estas otras leyes que supusieron verdaderos avances en derechos de ciudadanía. «El matrimonio homosexual sí que es marca España», afirmó. 
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			LEY DE MEMORIA HISTÓRICA Y EDUCACIÓN PARA LA CIUDADANÍA 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «La ley de memoria [histórica] fue una de las leyes que más expliqué al rey emérito». 


			 


			Durante casi un cuarto de siglo de etapa democrática, del asunto de las víctimas de la guerra civil española apenas se había hablado en este país. Parecía ser un tema tabú, y ni el Gobierno de Felipe González ni el de José María Aznar abordaron si era necesario un reconocimiento o alguna reparación a los asesinados durante la dictadura franquista. 


			Hasta 2004 sólo se habían aprobado medidas concretas, limitadas y puntuales. Así, en la etapa de González se acordó la concesión de pensiones a los mutilados de la Guerra Civil (1982); el reconocimiento de derechos y servicios prestados a quienes durante el conflicto habían formado parte de las Fuerzas Armadas, las Fuerzas de Orden Público y el Cuerpo de Carabineros de la República (1984), y en los presupuestos de 1990, se aprobaron indemnizaciones a favor de quienes sufrieron prisión como consecuencia de los supuestos contemplados en la ley de amnistía de 1977. La última decisión en esta materia del Gobierno socialista se tomó en enero de 1996, a punto de acabar el mandato de González, cuando se acordó la concesión de la nacionalidad española a los combatientes de las Brigadas Internacionales en la guerra civil española. 


			En los ocho años de José María Aznar al frente del Gobierno, no sólo no hubo el más mínimo avance en la reparación del daño a las víctimas del franquismo, sino que siguió imperando el silencio sobre el asunto. Solo desde Izquierda Unida se presentaron periódicamente iniciativas parlamentarias en el Congreso para el reconocimiento de las víctimas de la dictadura, que fueron rechazadas una tras otra. 


			Curiosamente, el programa electoral con el que se presentó el PSOE a las elecciones generales de 2004 no incluía ninguna mención a las víctimas, ni mucho menos a una ley de memoria histórica. En todo el programa, como única referencia aproximada al tema, se comprometía a la creación de un Centro Estatal de Documentación e Investigación Histórica sobre la Guerra Civil y el Franquismo, dentro del área de cultura. Es más, en el discurso de investidura de Zapatero como presidente del Gobierno en el año 2004, no hizo mención alguna ni a una futura ley de memoria histórica ni a las víctimas de la dictadura. 


			Sin embargo, desde el primer momento ERC planteó la elaboración de esta ley como una exigencia para dar su apoyo al nuevo Gobierno socialista, por lo que Zapatero decidió que había que elaborar una legislación completa en materia de memoria histórica, y la responsabilidad de prepararla recayó en la vicepresidenta María Teresa Fernández de la Vega. 


			Como en otras normativas que se crearon durante esta etapa, no había precedentes en la democracia española, y la «vice» —como se la llamaba— dedicó muchos meses a su elaboración. 


			Del mismo modo que en otros casos durante la etapa de Zapatero, desde el anuncio de las intenciones del Gobierno de abordar una ley de memoria histórica, el PP lanzó toda una campaña visceral en contra. En esta ocasión fue el entonces líder de la oposición, Mariano Rajoy, quien hizo de ariete frente la aprobación de esta ley. «Ocuparse ahora de la memoria histórica genera tensión y crea problemas donde no hay problemas. España tiene que mirar al futuro, resolver los problemas que afectan a la gente», llegó a decir. Para el presidente del PP, «la inmensa mayoría de los españoles no quiere una revisión de la historia, ni quiere volver a hablar de la República ni de Franco porque no sirve absolutamente para nada». 


			Las acusaciones a Zapatero de actuar por revanchismo, venganza o rencor se sucedieron de forma constante en esos meses, lo que generó un serio clima de crispación social que volvió a polarizar a la sociedad, y donde tampoco faltaron varias manifestaciones en contra de la ley de memoria histórica. 


			Esto no impidió al Gobierno seguir avanzando, aunque no sin dificultades a todos los niveles. En 2021, en una entrevista en elDiario.es, Zapatero confesó que habló mucho sobre el contenido de esta ley y de su alcance hasta con el jefe del Estado: «La ley de memoria [histórica] fue una de las leyes que más expliqué al rey emérito», llegó a afirmar. 


			De la Vega siguió trabajando en el texto, y en diciembre de 2007 llegó al BOE la primera ley de memoria histórica de la democracia. El texto legislativo reconocía a las víctimas, ampliaba derechos y establecía una serie de medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la dictadura. 


			Pese a estos reconocimientos, para una gran parte de la izquierda la nueva ley presentaba muchas carencias y era poco ambiciosa. No contemplaba la apertura de fosas comunes de los asesinados durante la contienda civil, ni otras reivindicaciones de la Asociación para la Recuperación de la Memoria Histórica (ARMH). 


			La ley no gustó a estas asociaciones, que criticaron el mismo preámbulo, en el que se afirmaba que la memoria de las víctimas del franquismo era personal y familiar, negando de ese modo que los delitos del franquismo fueran cometidos contra toda la sociedad y la humanidad, tal y como reclamaban. Tampoco se incluía el deber del Estado de practicar políticas públicas que garantizaran a las víctimas de los delitos más graves su derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación. Todo ello llevó a la ARMH a presentar una denuncia por cientos de desapariciones ante la Audiencia Nacional. 


			Esta primera ley de memoria histórica tampoco fue del agrado del periodista Carlos Hernández, que en ese tiempo era jefe de prensa del PSOE, aunque años después Hernández se convirtió en uno de los grandes investigadores y conocedores de lo que verdaderamente pasó con las víctimas del franquismo. 


			Autor del libro Los últimos españoles de Mauthausen, cuya publicación coincidió con los setenta años de la liberación de los campos de concentración nazis y los setenta y cinco de la llegada de los primeros prisioneros españoles al campo de concentración de Mauthausen-Gusen, Hernández señaló la responsabilidad de la dictadura del general Franco en la deportación y muerte de más de la mitad de ellos. 


			En 2019 profundizó en sus investigaciones y publicó Los campos de concentración de Franco, donde destapó por primera vez un hecho prácticamente desconocido por la sociedad española, como fue la existencia y el funcionamiento de los campos de concentración franquistas que hubo en España tras la guerra, y que fueron silenciados, ocultados y negados durante décadas. 


			Pero en 2007, el que entonces era jefe de prensa del PSOE, no estaba implicado en estos asuntos y prácticamente no se enteró ni de la elaboración de la ley ni de su aprobación final. Hernández lo reconoce y lo lamenta: «No fui consciente de la importancia que tenía esa ley, porque si lo hubiera sido me habría implicado mucho más». Y añade: «Si llego a estar entonces tan informado como lo estuve años después, no tengo duda de que me hubiera marchado como jefe de prensa». 


			Pasado el tiempo, Carlos Hernández reconoce que fue una ley importante y necesaria, pero se quedó «muy a medias». En su opinión, fue una oportunidad absurdamente perdida y no entiende por qué se descafeinó tanto el contenido final de la ley. «Fue una lástima —admite el periodista—, porque una vez que abres el melón no te puedes quedar a medias. La indignación de la derecha hubiera sido igual con una ley más ambiciosa. Pero no se hizo». 


			Hernández culpa en buena parte de las deficiencias de esta ley a Fernández de la Vega por no escuchar y atender a las reivindicaciones de las asociaciones de la memoria histórica y, por el contrario, sí consultar hasta al prior del Valle de los Caídos para su elaboración. «Fue claramente una oportunidad perdida», dice. 


			El periodista considera que fue «más valiente» el anteproyecto de ley de memoria democrática que impulsó Pedro Sánchez en 2020 para reemplazar la ley de memoria histórica de 2007, y aunque cree que se han dado bastantes pasos con respecto a la ley de Zapatero, lamenta que todavía no haya recogido todas las reivindicaciones de la ARMH. 


			En todo caso, con todas sus deficiencias y errores, el Gobierno de Zapatero colocó por primera vez el debate sobre las víctimas del franquismo en el centro de la actualidad política, y hasta el propio Hernández reconoce el mérito que tuvo. «Partíamos desde la nada y no se puede negar que fue todo un avance», admite. 


			Otro charco que pisó Zapatero fue pretender implantar una asignatura que denominó Educación para la Ciudadanía en el último ciclo de Primaria y en toda la Secundaria. 


			En el real decreto se explicaba que el objetivo de la nueva asignatura era «favorecer el desarrollo de personas libres e íntegras a través de la consolidación de la autoestima, la dignidad personal, la libertad y la responsabilidad y la formación de futuros ciudadanos con criterio propio, respetuosos, participativos y solidarios, que conozcan sus derechos, asuman sus deberes y desarrollen hábitos cívicos para que puedan ejercer la ciudadanía de forma eficaz y responsable». 


			El contenido programático de la asignatura contemplaba bloques temáticos como «Vivir en sociedad», «Aproximación respetuosa a la diversidad», «Deberes y derechos de los ciudadanos» y «Las sociedades democráticas del siglo XXI», entre otros. 


			De nuevo, la derecha y la Iglesia pusieron el grito en el cielo ante la nueva asignatura, al considerar que el Estado asumía de esta forma la educación moral de los jóvenes con un sesgo muy determinado. Y, de nuevo, volvieron las manifestaciones, esta vez en contra de esta asignatura que estaba incluida en la ley orgánica de educación que aprobó el Gobierno de Zapatero. 


			Desde la Iglesia se vertieron críticas especialmente duras, al descalificar todo su contenido en materia de educación sexual o la enseñanza sobre la existencia de familias multiparentales u homosexuales que, en su opinión, era algo que atentaba directamente contra los valores tradicionales. Como había sucedido con la ley del matrimonio de personas del mismo sexo, la Iglesia entendía que esta asignatura «era un ataque más a la familia». 


			En esta ocasión la protesta no se quedó sólo en manifestaciones y declaraciones más o menos altisonantes, sino que la ofensiva contra la «peligrosa» asignatura se libró en muchos frentes. Así, desde la Comunidad Valenciana, gobernada por Francisco Camps (PP), se decidió dar dicha asignatura en inglés. Una decisión que finalmente fue anulada por el propio Tribunal Superior de Justicia de la propia comunidad autónoma. 


			Además, en algunos centros educativos los padres solicitaron la objeción de conciencia para que no se impartiera dicha asignatura a sus hijos. El Gobierno se negó a aceptar esa objeción de conciencia, lo que dio lugar a una batería de recursos ante los tribunales superiores de distintas comunidades autónomas que fallaron de modo distinto. No fue hasta enero de 2009 cuando el Tribunal Supremo unificó doctrina dictaminando en contra de la objeción de los padres a la asignatura por veintidós votos a favor y siete en contra. Esta decisión fue recurrida ante el Tribunal Constitucional y todavía está pendiente de fallo. 


			Finalmente, la asignatura Educación para la Ciudadanía fue suprimida por el Gobierno de Mariano Rajoy con la aprobación de una nueva ley de educación en noviembre de 2013. 


			Zapatero, sin embargo, nunca se olvidó de esta apuesta que, según sus asesores más cercanos, era algo muy personal. De hecho, en 2016 siguió reivindicando la necesidad de recuperar cuanto antes la asignatura de Educación para la Ciudadanía con el objetivo de «educar en igualdad, libertad y en sentimientos». 


			Al igual que con la ley de memoria histórica, el Gobierno de Pedro Sánchez recogió el guante lanzado por Zapatero, y elaboró la enésima ley de educación de la democracia española. En diciembre de 2020, el Congreso de los Diputados aprobó la ley orgánica de modificación de la LOE (LOMLOE), conocida como ley Celaá por el nombre de la entonces ministra de Educación, Isabel Celaá, con 177 votos a favor, 148 en contra y 17 abstenciones. La nueva normativa recuperó la asignatura de Educación para la Ciudadanía con el nombre de Educación en Valores Cívicos y Éticos. Lo cierto es que la polémica fue muy inferior a la del anterior Gobierno socialista. 


			Quienes conocen bien a Zapatero dicen que tanto la ley de memoria histórica como la implantación de la asignatura de Educación para la Ciudadanía forman parte del ADN político del líder socialista y de sus convicciones. Es decir, Zapatero en estado puro. 
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			EL PROHIBICIONISMO DEL PSOE:
 LA LEY ANTITABACO, EL VINO Y EL ALCOHOL AL VOLANTE 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «No ha habido ningún afán prohibicionista y menos en un gobierno que se ha caracterizado por extender las libertades y los derechos. lo que hay es un afán de proteger el derecho a la salud de cada uno». 


			 


			En los siete años y medio de Zapatero al frente del Gobierno, hubo muchas actuaciones y especialmente dos leyes que, además de causar polémica social, etiquetaron al Ejecutivo de prohibicionista. La segunda ley antitabaco, y las duras medidas adoptadas para penalizar el consumo de alcohol al volante y castigar más duramente las infracciones de tráfico, sobre todo el exceso de velocidad, fueron las dos principales banderas que levantó el PP de Mariano Rajoy para acusar al Gobierno socialista de intervencionista y de restringir libertades. 


			El tema preocupó en el partido, y en el propio PSOE hubo un debate interno ante lo que algunos dirigentes consideraban un error, al estar optando por una excesiva regularización y penalización de hábitos sociales muy extendidos y generalizados, y cuya restricción o penalización no iba a aceptar de buen grado la ciudadanía. Leire Pajín recuerda que esta opinión abundaba en una buena parte de los barones socialistas que intentaron frenar o suavizar algunas leyes. 


			Los que así opinaban apuntaban que, además del rechazo de la sociedad, había otro riesgo de carácter más marcadamente político. En este sentido, advertían de la posibilidad de que el PP no sólo intentara sacar rédito electoral de la mala acogida que este tipo de medidas tendría entre los ciudadanos, sino que también buscaría hacerse con el discurso de ensalzar y primar la libertad individual ante al Estado «opresor» y frente a las restricciones o limitaciones que quería imponer Zapatero. 


			El expresidente del Gobierno José María Aznar fue quien lideró este mensaje en el PP y tuvo sus seguidores. «No puede ir a más de tanta velocidad, no puede comer hamburguesas de tanto y, además, se le prohíbe beber vino. Déjeme que decida por mí, que en eso consiste la libertad», declaró en 2007 en Valladolid, tras recibir la distinción de Bodeguero de Honor de la Academia del Vino de Castilla y León, en clara alusión a las medidas que el Ejecutivo estaba ya anunciando. 


			En concreto, Aznar se refería a que la entonces ministra de Sanidad, Elena Salgado, había exigido la retirada de una campaña publicitaria de Burger King de las hamburguesas XXL por considerar que el producto contenía una cantidad insoportable de calorías, y a la gran polémica que estalló en España por unas manifestaciones de esta ministra sobre el vino. 


			Salgado llegó a decir, mientras se estaba elaborando el proyecto de Ley de medidas sanitarias para la protección de la salud y la prevención del consumo de bebidas alcohólicas por menores, que no podía considerarse el vino como un producto saludable. 


			Sin embargo, el gran revuelo se formó cuando se filtró que en el borrador de la citada ley se pretendía dar al vino la consideración de bebida «potencialmente peligrosa», y que incluso se prohibiría a las bodegas que utilizaran sus marcas comerciales para el patrocinio de actividades, la venta de productos o la promoción de emplazamientos turísticos. 


			Sea cierto o no que esos puntos estuvieran en el borrador —la ministra siempre lo negó—, la ley no se llegó a aprobar en estos términos. Algunas fuentes aseguran que, en este caso, sí intervino Zapatero para frenar las intenciones de la ministra en torno al vino. Nunca se incluyó nada de lo que previamente se había dicho sobre la ley. 


			Salgado se vio obligada a aclarar en varias ocasiones que no se emprendería ninguna acción contra el consumo de vino en España, aunque sí mantuvo siempre que no era partidaria de colocar a esta bebida el calificativo de saludable. 


			La otra referencia de la ya mencionada declaración de Aznar en Valladolid estaba relacionada con las nuevas normas de tráfico que recientemente se habían aprobado y que castigaban con más dureza los excesos de velocidad, a la vez que reducía los límites de kilómetros por hora en algunas vías. 


			Zapatero se planteó como una de las prioridades en su acción de Gobierno las políticas en materia de seguridad vial y, como en otros casos, se aprobaron leyes controvertidas, para muchos con un marcado carácter prohibicionista y penalizador. 


			En 2007 entró en vigor el funcionamiento del carnet de conducir por puntos, un sistema que restaba créditos a los conductores que cometieran infracciones y cuyo objetivo final, según se dijo, era reducir la siniestralidad en las carreteras españolas. En síntesis, el carnet por puntos consistía en otorgar a cada conductor una bolsa inicial de puntos con su permiso de conducir, que podía ir disminuyendo por la comisión de infracciones de tráfico, y podía llegar a cero. En el caso de que un conductor se quedase sin puntos, perdería el permiso de conducir y tendría que superar un curso de reeducación y una prueba teórica en la Jefatura Provincial de Tráfico para recuperarlo. Además, junto a este carnet, se aprobó un endurecimiento de las multas en otras infracciones, en especial, por el exceso de velocidad. Ni que decir tiene que la nueva ley tuvo el rechazo de la ciudadanía. 


			El carnet por puntos se aplicaba ya en muchos países de Europa y había tenido gran éxito en cuanto a la reducción de la siniestralidad, pero en España no tuvo una buena acogida al principio. Posteriormente, sí se aplaudió aquella decisión porque, además, empezó a cosechar resultados positivos en cuanto al número de fallecidos en accidentes de tráfico. 


			Más controversia trajo el endurecimiento del Código Penal por conducir con exceso de alcohol. El entonces ministro de Justicia, Juan Fernando López Aguilar, se mostró tajante en combatir esta lacra y se comprometió a impulsar la «definición clara de delito» para los conductores que circularan con un gramo de alcohol por litro de sangre. 


			El ministro recuerda lo atrevida que fue la decisión de imputar un delito penal a un conductor por tener una tasa de 0,60 miligramos por litro de aire espirado, aunque no hubiera cometido ninguna infracción. López Aguilar cree que fue una medida dura, pero disuasoria, que ha salvado muchas vidas. 


			Años después Zapatero declaró que la política desarrollada en materia de seguridad vial había sido «casi uno de los éxitos más grandes», y se mostró especialmente satisfecho de cómo se implantó y funcionó el carnet por puntos. 


			Los hechos hablaban por sí solos, y en la primera legislatura el número de fallecidos por millón de vehículos bajó de los 160 de 2003, antes de la llegada al Ejecutivo de los socialistas, a los 70 de 2008. También tuvo efecto la reforma del Código Penal, y en las pruebas preventivas de alcoholemia que realizó la Guardia Civil, se pasó del 4,2 por ciento de positivos al 1,8 por ciento, incluso habiéndose triplicado el número de controles. 


			Pero a la hora de hablar de decisiones o leyes a las que se les atribuyó un claro sesgo prohibicionista, las dos normas antitabaco promulgadas en la etapa de Zapatero fueron las más controvertidas, arriesgadas y polémicas de estos años de Gobierno socialista. 


			Hasta entonces, en toda la etapa democrática, sólo se había reglamentado parcialmente en la lucha contra el tabaquismo. Baste recordar que, cuando Zapatero llegó al Gobierno, aún se podía fumar en los centros de trabajo públicos y privados y, por supuesto, en bares y restaurantes. 


			La primera ley antitabaco del Gobierno socialista entró en vigor en 2006, con la ministra Elena Salgado al frente de Sanidad. La medida más importante fue la prohibición de fumar en lugares en los que hasta entonces estaba permitido, como los centros de trabajo (tanto públicos como privados). Pero a los bares y restaurantes se les dejó que pudieran decidir si querían permitir seguir fumando o ser espacios libres de humo. La inmensa mayoría optó por que se pudiera seguir fumando en sus establecimientos. Aunque hubo detractores, no causó un excesivo rechazo social. 


			Sin embargo, tres años después, el equipo de la ministra de Sanidad en ese momento, Trinidad Jiménez, le planteó que había que ser valiente, que la sociedad española no podía permitirse seguir más tiempo sin avanzar en las restricciones del tabaco y que había que prohibir su consumo en todos los lugares cerrados, sin excepciones. Jiménez era la primera en ser consciente de que eso podría suponer un impacto social muy fuerte, pues significaba prohibir fumar en los bares y en los restaurantes. 


			Todavía se estaba trabajando en el ministerio en torno a este proyecto de ley cuando la información se filtró a los sectores interesados, y estos se movieron. Trinidad Jiménez recuerda que, antes de presentar la ley, tuvo ya muchas presiones del lobby del tabaco, que a su vez había movilizado al sector del ocio y de la hostelería. 


			Ante esa situación, la ministra decidió pedirle una reunión a Zapatero a solas, contarle la situación y explicarle sus intenciones. «Le dije: “Presidente, voy a intentar llevar una segunda parte más ambiciosa de la ley antitabaco adelante”», y le concretó los detalles de su proyecto de ley. 


			Zapatero —que por aquellos años era fumador, aunque no pasaba de tres o cuatro cigarrillos al día— también sabía del impacto que podrían tener medidas como prohibir fumar en bares y restaurantes. Tal vez por ello puso una condición a la ministra para dar su visto bueno a su propuesta: que hubiera un amplio consenso parlamentario entre el 60 y el 80 por ciento y, sobre todo, contar con el apoyo del Partido Popular. 


			Nadie sabrá nunca si Zapatero puso esa condición sabiendo que Mariano Rajoy era un gran fumador de puros y difícilmente iba a dar luz verde a una ley tan restrictiva, o si sólo quería evitar el coste político que pudiera suponer esta nueva ley para el Gobierno aprobándola en solitario, pero no parece que el presidente acogiera con mucha ilusión la iniciativa de la ministra. 


			Además, esta nueva ley antitabaco ni siquiera era un compromiso político, ya que nunca estuvo en el programa electoral del PSOE en las elecciones de 2008, donde no se habló una sola palabra de ello, sobre todo cuando la ley antitabaquismo de Elena Salgado había sido aprobada recientemente. 


			En todo caso, Trinidad Jiménez recogió el guante lanzado por el presidente y se puso manos a la obra. Se reunió primero con Josep Antoni Durán i Lleida (CiU) y con Gaspar Llamazares (IU), y no le costó recabar sus apoyos. Pero faltaba tener el respaldo más decisivo: el del PP. 


			La ministra entonces habló con la portavoz del grupo popular, Soraya Sáenz de Santamaría, y con la entonces diputada, Ana Pastor, y logró la complicidad de ambas para sacar adelante la ley. Las dos dirigentes del PP le pidieron tiempo para convencer a Mariano Rajoy y también a su grupo parlamentario, pero se mostraron a favor de la prohibición de fumar en todos los sitios cerrados, incluidos bares y restaurantes, y dar respaldo a la iniciativa del Gobierno. 


			La ministra sabía que, además de por la condición impuesta por Zapatero para sacar adelante el proyecto de ley, necesitaba el apoyo del PP por otros motivos, «porque en el partido también había voces críticas que decían que la ley iba a perjudicar a la economía y nos iban a tachar de prohibicionistas», recuerda Jiménez. 


			Finalmente se consiguió el apoyo del PP, y Trinidad Jiménez, con el compromiso de los populares de apoyar la ley que le había garantizado personalmente la que luego fue vicepresidenta del Gobierno con Mariano Rajoy, Soraya Rodríguez, no tardó en ir a toda prisa para informar a Zapatero de que sus condiciones se habían cumplido y que llevaría de inmediato la ley al Consejo de Ministros. 


			La ley, de la que los populares cambiaron algunos aspectos y votaron en contra en un punto en concreto, pidiendo una moratoria en la fecha de entrada en vigor de la ley, salió aprobada en diciembre de 2010 por una abrumadora mayoría en el Congreso y en el Senado. La ministra destaca en este sentido la labor de Sáenz de Santamaría para lograrlo. 


			La complicidad de tres mujeres de dos partidos diferentes hizo que los máximos líderes de estas formaciones, ambos fumadores, dieran vía libre a una ley antitabaco con más resignación que entusiasmo. 


			Pero la ley no vio la luz con Jiménez al frente del Ministerio de Sanidad, pues se produjo una crisis de Gobierno y la malagueña fue nombrada ministra de Asuntos Exteriores. Leire Pajín la sustituyó en la cartera de Sanidad, y no tuvo nada fácil culminar la aprobación de la ley. 


			Pajín reconoce que su compañera Jiménez le dejó todo prácticamente hecho, tanto el texto legal como los apoyos parlamentarios para sacarlo adelante. Pero no por ello evitó ciertos momentos difíciles hasta su aprobación con las últimas enmiendas del PP y, sobre todo, a la hora de decidir su entrada en vigor. 


			Los lobbies del tabaco, la hostelería y los medios de comunicación pusieron trabas a la nueva ministra, que admite que hubo grandes presiones y de todo tipo, «porque son lobbies muy jodidos», recuerda ahora con una sonrisa. Incluso cree que algunas campañas contra ella, como el hecho de salir en biquini en la portada de El Mundo o de La Razón, podrían estar vinculadas con la aprobación de la citada ley. 


			Pajín admite que uno de los momentos clave del proceso final, y una de las decisiones que le correspondía tomar a ella, fue el referido a la entrada en vigor de la ley. Los lobbies contrarios a esta, una vez que vieron perdida la guerra, quisieron dar la última batalla pidiendo que se retrasara la aplicación de la ley antitabaco hasta el verano de 2011, con el argumento de que la sociedad asumiría con mayor facilidad el cambio. Además, advirtieron que, si entraba en vigor a principios de año, como estaba previsto, la gente no saldría de los bares a la calle para fumar debido al frío del invierno. 


			La ministra consultó a su equipo, pero, aunque hubo discusión interna y algunos colaboradores cercanos a Pajín le aconsejaron que fuera flexible y que accediera a esa petición, decidió poner pie en pared. La dirigente socialista pensó que había que ser determinante, y si la ley ya estaba aprobada tenía que entrar en vigor sin mayor demora. 


			Sólo se retrasó su aplicación un día, porque Pajín vio un poco ilógico que entrase en vigor después de las campanadas de la noche de fin de año. Además, pensó que mucha gente se hacía el propósito de dejar de fumar al inicio del año y que la ley podría ser otro aliciente para llevarlo adelante. Por ello, finalmente decidió que se pusiera en marcha con todas sus consecuencias el 2 de enero de 2011. 


			Llegó la fecha elegida, entró en vigor la ley… y no pasó nada. La ciudadanía asumió de forma sorprendente y contra todo pronóstico dejar de fumar en bares y restaurantes, y salvo incidentes aislados, la normativa se cumplió mayoritariamente en todos los rincones de España. 


			«Fue la ley de la que más orgullosa me siento, y de que no me temblara el pulso con todo lo que pasó», dice Pajín. Su antecesora, Trinidad Jiménez, opina lo mismo y cuando se le pregunta qué ley destacaría del Gobierno de Zapatero, no lo duda: «Hubo muchas leyes importantes. Para mí, la más importante fue la ley antitabaco». 


			Años después, en distintas encuestas realizadas sobre el recuerdo de la gestión de Zapatero en el Gobierno y sus principales leyes, la ley antitabaco de 2010 es considerada por los ciudadanos como una de las tres medidas más valoradas de la etapa de presidente socialista. 


			No obstante, en una parte de la sociedad todavía queda la idea de que el Gobierno de Zapatero fue prohibicionista en algunos aspectos de su gestión, lo que el expresidente negó tajantemente cuando recibió dichas críticas antes de abandonar el Gobierno. «No ha habido ningún afán prohibicionista y menos en un Gobierno que se ha caracterizado por extender las libertades y los derechos. Lo que hay es un afán de proteger el derecho a la salud de cada uno», afirmó. 
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			LA LEY DE DEPENDENCIA, EL «CHEQUE-BEBÉ», LA UME… Y LA GEOMETRÍA VARIABLE 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «Se dieron pasos para construir una sociedad más justa».


			 


			Los dos mandatos de José Luis Rodríguez Zapatero al frente del Ejecutivo de España se caracterizaron por desarrollar una amplia actividad legislativa sobre temas muy novedosos y distintos respecto a los anteriores gobiernos de la democracia española. 


			Muchas de las medidas adoptadas fueron pioneras en nuestro país, alguna de ellas en Europa, la mayoría de un marcado carácter social y algunas no exentas de polémica. Zapatero puso en la agenda política propuestas que, o bien nunca se habían contemplado, o bien estuvieron siempre en un segundo plano entre las prioridades de gobiernos anteriores. 


			Una de esas primeras iniciativas, nada más llegar Zapatero a la Moncloa, fue proponer la elaboración de un texto normativo que se conocería como la «ley de dependencia», a la que el líder socialista siempre atribuyó el valor de ser la ley que contribuiría al desarrollo de lo que él mismo definió como el cuarto pilar del estado de bienestar, tras las pensiones, la sanidad y la educación. 


			Tal importancia daba Zapatero a esta ley que, incluso antes de que empezaran los trámites legislativos, participó y promovió la celebración de actos públicos para explicar a la sociedad personalmente y con detalle sus puntos fundamentales. 


			Hasta ese momento la atención a las personas dependientes en España sólo había sido abordada parcialmente. El Pacto de Toledo había incorporado en el año 2003 una recomendación muy genérica sobre la necesidad de abordar de una forma integral la protección y el cuidado de las personas dependientes, pero sin que se considerara una parte esencial del sistema de protección social. 


			Lo cierto es que el planteamiento de una ley que considerara la promoción y protección de la autonomía personal como un derecho individual de las personas era más que novedoso, y planteaba no pocos problemas para su diseño y desarrollo. 


			Fue el ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, Jesús Caldera, el encargado de redactar y dar forma a esta nueva ley que tuvo un proceso de elaboración largo y complejo. A lo largo de todo 2004 su ministerio mantuvo una serie de encuentros y colaboró de manera intensa con personas expertas, organizaciones del sector de los servicios sociales y de los colectivos afectados y agentes sociales para realizar un análisis de la situación y elaborar un documento, denominado «Libro Blanco sobre la atención a las personas en situación de dependencia en España», en el que se analizaba pormenorizadamente la situación, y que fue la base para elaborar la futura ley que no vería la luz hasta dos años después. 


			En una comida con periodistas, en la vivienda oficial del ministro en la madrileña sede de Nuevos Ministerios, Caldera admitió que todavía no había podido presentar la ley al Consejo de Ministros porque era de una enorme complejidad. Incluso se quejó de que Zapatero estuviera hablando en cada intervención de la aprobación de una ley de dependencia que todavía no estaba elaborada. El ministro creía que lo hacía para meterle prisa. «Es que una cosa es anunciar una ley como esta, y otra es ponerse a hacerla», se lamentó. 


			No son pocos los exministros de Zapatero que se han quejado de que no se le podía contar nada al presidente con antelación y sin tener cerrado el proyecto, porque en cuanto el presidente lo sabía y le gustaba la idea, la contaba inmediatamente ante la opinión pública sin pararse a considerar el trabajo y la complejidad que implicaba la elaboración de los nuevos proyectos. 


			Caldera, uno de los ministros fundamentales en el primer Gobierno de Zapatero y de cuyo ministerio surgieron las leyes más importantes de esa primera legislatura, logró finalmente que la denominada Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia llegase al Consejo de Ministros en abril de 2006, y que fuese aprobada de forma definitiva por el Congreso a finales de ese mismo año por una amplia mayoría de la Cámara Baja. 


			La ley daba apoyo y cobertura por primera vez a las más de dos millones de personas en España que se consideraban dependientes, reconociendo como un derecho individual el acceso a los servicios básicos de cuidados. Tenía carácter universal y contemplaba diferentes modalidades de atención y servicios, tales como la ayuda a domicilio, la teleasistencia o el pago de una ayuda al cuidador familiar. 


			La implantación de esta ley iba acompañada, además, de un importante respaldo económico. Se acordó que el Estado aportaría 12.638 millones de euros entre 2007 y 2015, y ese primer año facilitaría 400 millones de euros, de forma que esta cifra ascendería anualmente hasta sumar 2.212 millones en 2015. La ley contemplaba que las comunidades autónomas deberían aportar las mismas cantidades. 


			La normativa ayudó a decenas de miles de personas —en 2013 ya se cuantificaron cerca de 800.000 beneficiados—, pero su aplicación fue muy compleja, no estuvo exenta de críticas y siempre sufrió graves problemas de financiación. De nuevo, la crisis económica de 2008 hizo que no se cumplieran las previsiones presupuestarias que se había marcado el Gobierno, y la llegada de Mariano Rajoy a la Moncloa, en una situación económica crítica para España, prácticamente eliminó las partidas para la aplicación de la ley. Se calcula que el presidente del PP recortó casi tres mil millones de euros sólo durante su primera legislatura. 


			Con todas sus imperfecciones, fallos y falta de financiación, la ley de dependencia vino para quedarse y, pese a todas sus debilidades, se ha convertido en el cuarto pilar del estado de bienestar, haciendo de España un país más digno. 


			También vino para quedarse la creación de la Unidad Militar de Emergencias (UME), aunque, como en toda la etapa de Zapatero, nació rodeada de bastante polémica. Fue el entonces ministro de Defensa, José Bono, el encargado de crear y diseñar esta nueva unidad. La iniciativa nació, según recuerda el castellanomanchego, porque en un primer momento lo que le planteó Zapatero fue que llevara al Consejo de Ministros la creación de una Secretaría de Estado para grandes emergencias. 


			Bono achaca esa idea de Zapatero al impacto que había supuesto el incendio de Guadalajara de julio de 2005, donde murieron once bomberos forestales en las labores de extinción. El presidente del Gobierno, además, le indicó que quería que esa Secretaría de Estado dependiera del Ministerio de Defensa y no del Ministerio del Interior. 


			Bono reunió a su equipo para ponerse a trabajar en el encargo que le había hecho Zapatero, y ahí fue cuando se planteó que, más que incorporar al organigrama una Secretaría de Estado, lo que había que crear era una unidad militar. Bajo esa idea se pusieron a trabajar y en una semana salió la idea de crear dicha unidad militar de defensa dentro del Ejército. 


			«Cuando le presenté la propuesta, Zapatero se emocionó con la idea. “Esto es lo que hay que hacer. —Y me dijo—: Pepe, hay que ponerlo ya en marcha”», recuerda que le comentó el presidente. Pero Bono le pidió un poco de paciencia y mucha prudencia porque primero quería contárselo a los altos mandos del Ejército de Tierra y no sabía bien cuál iba a ser su reacción, aunque la presumía contraria. Bono, como Caldera, temía los anuncios del presidente sobre temas que aún no estaban cerrados. 


			El ministro reunió entonces al Consejo Superior del Ejército y en el encuentro se mostraron en contra de la creación de la UME casi todos los tenientes generales, menos dos o tres. Además, no sólo se opusieron, sino que se mostraron abiertamente «muy en contra», alegando que el Ejército no era una ONG y que el objetivo de una unidad militar del Ejército era el enfrentamiento, es decir, el uso de las armas y no de las mangueras. 


			Bono ya les dijo entonces que se equivocaban y que estaba convencido de que esa unidad de emergencia sería muy apreciada por los españoles, «porque los ciudadanos lo que quieren de sus ejércitos es que sean útiles». 


			Antes de acabar la reunión y después de escuchar el posicionamiento de los altos mandos del Ejército, Bono tomó la palabra y les anunció que al próximo Consejo de Ministros llevaría la creación de la UME. Les recordó que la opinión del Consejo Superior del Ejército había sido escuchada, pero no la consideraba vinculante. Y así lo hizo. 


			Casi veinte años después, Bono considera que la UME es una de las cosas más importantes que hizo en su etapa en el Ministerio de Defensa y de las que se siente más orgulloso. Y añade: «Junto con descubrir la verdad de lo que pasó en el accidente del Yak-42 y arrestar al primer teniente general desde la Guerra Civil, José Mena». 


			Hay que recordar que Mena fue detenido por haber declarado que las Fuerzas Armadas tendrían que intervenir si algún estatuto de autonomía sobrepasaba los límites de la Constitución, en clara referencia a la elaboración del Estatut de Cataluña que se estaba negociando en el Congreso por aquellas fechas. Bono recuerda que le llamó a su despacho para anunciarle su arresto y su cese. El teniente general señaló que iba a ser arrestado y cesado por decir lo mismo que el propio Bono pensaba. «Le contesté —recuerda el exministro de Defensa—: le voy a arrestar y le voy a cesar, pero no por decir lo mismo que yo pienso, sino porque usted cobra un sueldo para ejercer una misión que está subordinada al Gobierno y no para ser un predicador de catástrofes constitucionales. Los militares deben cumplir las leyes sin rechistar. Otra cosa es que a mí no me guste el Estatut, y le he dicho varias veces que no seré ministro si el BOE publica un texto que a mi juicio perjudique la unidad de España. Pero a los militares no les corresponde determinar si una ley es o no constitucional». 


			Las presiones en contra de la creación de la UME no sólo venían del Ejército, sino también desde el Partido Popular, que planteó toda una ofensiva política contra esta propuesta. El mensaje central del PP era que la UME era «un capricho faraónico» de Zapatero, como dijo el vicepresidente de la Comisión de Defensa del Congreso, Arsenio Fernández de Mesa. Los populares incluso llegaron a decir que la creación de esta unidad tenía un dudoso encaje constitucional, un enfoque que incluyeron en su propio programa electoral de 2008, aunque no llegaron nunca a plantear un recurso ante el Alto Tribunal. 


			Bono siguió con los planes previstos y la Unidad Militar de Emergencias (UME) fue creada, por acuerdo del Consejo de Ministros en octubre de 2005, como una fuerza militar conjunta de carácter permanente dentro de las Fuerzas Armadas, con la finalidad de intervenir de forma rápida en cualquier lugar del territorio nacional español en casos de catástrofe, grave riesgo, calamidad u otras necesidades públicas. 


			En los últimos tiempos, con su actuación durante la pandemia de la COVID-19, en los daños causados por la borrasca Filomena o durante la erupción del volcán de La Palma, estos dos sucesos acontecidos en 2021, esta unidad se ha convertido en referente del Ejército español y, además, su actuación es reclamada por muchos países del mundo cuando se producen catástrofes como garantía de eficacia y buen hacer. 


			Otra de las medidas aprobadas en esta etapa que mayor aceptación tuvo en la sociedad fue la implantación del llamado «cheque-bebé» a partir de julio de 2007, una iniciativa inédita en España. Consistía en una prestación económica no contributiva de 2.500 euros por cada hijo nacido o adoptado en territorio nacional. 


			El objetivo era aumentar la natalidad, ya que España estaba entonces por debajo de la tasa de reemplazo demográfico. En los tres años que duró la medida se produjo un ligero efecto positivo en el aumento de la natalidad en nuestro país, pero la medida sólo estuvo en vigor ese escaso periodo de tiempo. En 2010, con motivo de la crisis económica, Zapatero anunció en el pleno del Congreso la supresión definitiva del cheque-bebé que nunca se ha vuelto a recuperar. 


			Tampoco duró mucho tiempo la primera medida que aprobó el Gobierno socialista en el nuevo Consejo de Ministros formado tras ganar las elecciones de 2008: la deducción de 400 euros del IRPF por vivienda habitual. La crisis económica también se llevó por delante esta iniciativa, que fue suspendida apenas un año después, en septiembre de 2009. Ese mismo año se implantó por primera vez una ayuda de 426 euros a los parados de larga duración que hubieran agotado su cobertura por desempleo. 


			También causó un gran impacto que, al inicio de su mandato, el presidente Zapatero anunciara una regularización masiva de inmigrantes ilegales en España. A partir de marzo de 2005, cerca de un millón de personas intentaron regularizar su situación en nuestro país, y alrededor de ochocientas mil lo consiguieron, por lo que esta regularización se convirtió en el proceso más ambicioso de este tipo en la historia reciente de España. 


			En 2009 el Gobierno impulsó la llamada «ley de extranjería», ante la que se mostró especialmente duro el PP por considerarla una regularización encubierta y un fracaso del Gobierno porque volvía a haber en España otro millón de inmigrantes ilegales tras cinco años de Gobierno socialista y tras la regularización de 2005. 


			Hubo otras iniciativas legislativas, como la llamada ley Sinde o ley antidescargas, que incluía una comisión de propiedad intelectual que podría bloquear webs con contenidos sujetos a derechos de autor previa orden judicial, y que tuvo mucha contestación. 


			Además, en abril de 2010 se aprobó una reforma del Código Penal que contempló el endurecimiento de penas para terroristas y pederastas, la introducción del nuevo delito de piratería marítima y más controles en la lucha contra la corrupción. 


			El hecho de que la crisis económica lastrara gran parte de la acción política del Gobierno, sobre todo durante la segunda parte de la legislatura de 2008-2011, hizo que otras leyes que estaban previstas sacarse adelante, como la de libertad religiosa y la de muerte digna, pasasen a un segundo plano, aunque estas legislaciones también hubieran supuesto nuevos marcos de derechos de ciudadanía en España. Además, ambas cuestiones mencionadas no habían sido afrontadas ni legisladas por ningún Gobierno anterior. 


			A Leire Pajín le dolió expresamente que no se aprobase la primera ley de igualdad de trato y no discriminación. En el texto de esta norma del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad —que Pajín dirigía— se recogían como causas de discriminación el nacimiento, origen racial o étnico, sexo, religión, convicción u opinión, edad, discapacidad, orientación o identidad sexual, enfermedad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. También hubo otras iniciativas plasmadas en el programa electoral que finalmente no vieron la luz. 


			Zapatero lamenta que estos asuntos no salieran adelante y poder culminar de esta manera su apuesta por los derechos de ciudadanía, pero el expresidente continúa asegurando que durante su Gobierno «se dieron pasos para construir una sociedad más justa». 


			No deja tampoco de llamar la atención que toda esa intensa actividad legislativa en los dos mandatos se lograse sin mayoría absoluta ni en el Congreso ni en el Senado. Fue entonces cuando nació el término «geometría variable», que se atribuye a Zapatero, pero que en realidad fue acuñado por Ramón Jáuregui. En síntesis, no significa otra cosa que sacar adelante las leyes del Gobierno en el Congreso, con el apoyo de unos y otros grupos parlamentarios según la ocasión, sin importar las siglas de cada partido. 


			En la primera legislatura, Alfredo Pérez Rubalcaba, dio una masterclass de cómo poner en práctica la geometría variable. En la segunda legislatura, aunque al frente del grupo socialista en el Congreso estuvo José Antonio Alonso, fue al secretario general del grupo, Eduardo Madina, quien le tocó asumir el peso de todo el proceso negociador. Fue un alumno aventajado de Rubalcaba y llevó las riendas de todos los acuerdos que se alcanzaron en la Cámara Baja. El diputado vasco todavía suda al recordar lo que sufría cada semana para sacar adelante cualquier proyecto de ley, pues cada votación podía torcerse en el último momento, tal y como sucedió en más de una ocasión. 


			Hasta la llegada de Zapatero en 2004, los distintos gobiernos que hubo en España no tuvieron casi necesidad de utilizar esa geometría variable. Los dos ejecutivos presididos por Adolfo Suárez estuvieron muy cerca de la mayoría absoluta y no se encontraron en esa necesidad. González logró tres mayorías absolutas y Aznar una, y cuando ambos dirigentes tuvieron que buscar apoyos en 1993 (PSOE) y en 1996 (PP) realizaron pactos parlamentarios y prácticamente de legislatura con los partidos nacionalistas, en los cuales sustentaron la aprobación de todas las iniciativas legislativas. 


			Eso no pasó con Zapatero, que en su investidura de 2008 resultó elegido sólo con los 169 diputados del grupo socialista. Ningún otro partido de la cámara le dio su voto favorable, aunque volvió a repetir como presidente del Gobierno gracias a las 23 abstenciones en segunda votación de CiU, IU, ICV, BNG, PNV, CC y NaBai. 


			Pedro Sánchez, más de una década después, no tuvo más remedio que recoger el legado de Zapatero y de su geometría variable, que ha sido lo que ha sustentado sus políticas en gran medida durante sus cinco primeros años de Gobierno. Curiosamente, el último Gobierno de Sánchez ha desarrollado una ingente actividad legislativa y, sólo en la última legislatura, ha conseguido aprobar más de doscientas leyes, teniendo sólo ciento veinte diputados en la bancada socialista. 
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			LA ESPAÑA FEDERAL Y PLURAL 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «Apoyaré la reforma del Estatuto de Cataluña que apruebe el Parlamento de Cataluña». 


			 


			Cuando José Luis Rodríguez Zapatero llegó en el año 2000 a la Secretaría General del PSOE, la cuestión territorial o independentista no estaba en primera línea del debate político en España. La mayoría absoluta alcanzada por José María Aznar ese año hizo que el popular prescindiera de los pactos con los partidos nacionalistas en el Congreso y se olvidara de sus reivindicaciones. Además, en aquellas elecciones estas formaciones políticas mantuvieron su representación habitual en la Cámara Baja. Así, Convergencia i Unió (CiU) obtuvo 15 diputados, el Partido Nacionalista Vasco (PNV) se mantuvo con 7, y Esquerra Republicana de Cataluña (ERC) sólo logró un escaño. 


			Precisamente debido a esa mayoría absoluta del PP tras las elecciones generales del año 2000, el presidente del Gobierno, José María Aznar, se olvidó completamente de que cuatro años antes hablaba catalán en la intimidad y de que entonces fue presidente del Gobierno gracias al apoyo del president de la Generalitat, Jordi Pujol, a cambio de generosas concesiones en dinero y en competencias que hizo a Cataluña. 


			Esta vez, Aznar inició una política de alejamiento de cualquier postulado de los partidos nacionalistas y, además, paralizó o se negó abiertamente a seguir transfiriendo competencias a las comunidades autónomas denominadas «históricas», aunque con algunas de ellas ya se había comprometido con anterioridad. 


			Aquella actitud empezó a generar un creciente ambiente de crispación, sobre todo en Cataluña. De hecho, de cara a las elecciones catalanas de 2003, todos los partidos políticos que se presentaron a estos comicios, a excepción del PP, se pusieron como primer objetivo la aprobación de un nuevo Estatut para Cataluña que superara el anterior texto aprobado en 1979 durante la Transición. 


			En aquel escenario, por convicción, por olfato político o sólo por puro interés electoral, Zapatero se dispuso a afrontar uno de los mayores cambios políticos internos en el PSOE: apostar y formular un nuevo modelo territorial para España. 


			Dos meses y medio antes de las elecciones catalanas, y a medio año de las elecciones generales de 2004, en concreto los días 31 de agosto y 1 de septiembre de 2003, Zapatero decidió reunir a sus líderes territoriales en la localidad cántabra de Santillana del Mar para aprobar un nuevo marco sobre el modelo de España, que abandonara la tradicional apuesta marcadamente autonomista del PSOE. 


			Como se ha mencionado en un capítulo anterior, el título de la resolución política que llevó el líder socialista a la reunión para su debate y aprobación posterior lo decía todo: «La España plural: la España constitucional, la España unida, la España en positivo». 


			Aquel encuentro entre los barones socialistas fue tenso y no faltaron momentos donde se puso de manifiesto que existía una profunda división interna. El entonces presidente de Castilla-La Mancha, José Bono, fue quien más batalla presentó para impedir lo que consideraba una deriva del PSOE hacia los postulados nacionalistas. Este posicionamiento siempre tuvo el apoyo del presidente de la Junta de Extremadura, Juan Carlos Rodríguez Ibarra. 


			En la reunión, Bono se enfrentó internamente al candidato del Partido de los Socialista de Cataluña (PSC) a la Presidencia de la Generalitat, Pasqual Maragall —que era el más interesado en que saliera adelante aquel acuerdo— y, durante el encuentro, le dijo claramente que el «el nacionalismo era contrario a la solidaridad y que un partido socialista no podía ser nacionalista». 


			El catalán no quiso entrar en la polémica sobre este debate entre socialismo y nacionalismo, ni en el cuerpo a cuerpo con Bono, pero sí pidió a todos los dirigentes regionales su respaldo para aprobar la resolución política por unanimidad. Algún dirigente que asistió a aquel encuentro recuerda que Maragall incluso quiso restarle importancia al contenido del documento y llegó a decir que se trataba, sobre todo, de una operación política para ayudarle a ganar las elecciones catalanas. 


			Por ello, pidió a los barones socialistas que no se preocupasen, pero que él necesitaba presentarse a las elecciones y ante los ciudadanos de Cataluña con este planteamiento político si quería tener posibilidades de ganar los comicios. Además, dio su palabra de que sus planteamientos políticos nunca romperían el principio de solidaridad e igualdad entre todos los españoles. 


			El dirigente castellanomanchego, que tuvo gran protagonismo en esa reunión, finalmente dio un voto de confianza a Maragall, convenciendo incluso a Ibarra de que también le diera su apoyo, a lo que se resistía el rocoso dirigente extremeño. Al final, Ibarra accedió, aunque antes le advirtió a Bono: «Nos van a engañar». 


			Eso sí, supuestamente el entonces responsable de política autonómica de la Ejecutiva Federal del PSOE, Juan Fernando López Aguilar, cambió parte de la resolución que había elaborado para el cónclave de Santillana del Mar por encargo directo de Rodríguez Zapatero. 


			Bono tocó buena parte del texto, incidiendo sobre todo en que quedase nítidamente reflejada la igualdad entre todos los españoles como el concepto básico en torno al modelo territorial de España y como seña de identidad del proyecto socialista. Esto hizo que finalmente Bono plasmara su firma en la resolución, así como el resto de los dirigentes territoriales del partido. 


			Zapatero logró la unanimidad que buscaba en el PSOE, aunque Bono no se calló, y para que su posicionamiento quedase claro afirmó nada más acabar el encuentro: «Nuestra prioridad debe ser la lucha contra las desigualdades, antes que el reparto territorial del poder o la defensa de las identidades diferenciadoras. Los ciudadanos están más preocupados por la sanidad, el empleo o la educación que por las reformas de los estatutos». Y añadió: «España ni está en ruinas ni en obras». 


			Bono reconoció que salió engañado de Santillana del Mar, como revelaría él mismo años después. Cuando se conoció la publicación del acuerdo alcanzado por unanimidad, se vio que el texto no reflejaba lo que se había acordado cambiar durante la reunión. En concreto, había un párrafo que decía que «los socialistas eran el partido que más se parecía a España» —frase que utilizó Zapatero tiempo después— o que el programa territorial de los socialistas «se resumía en más solidaridad, más igualdad y más España». López Aguilar, responsable del texto final, no incluyó dichas frases. Ibarra no tardó en llamar a Bono y recordarle lo que ya le había advertido. «Te lo dije, nos iban a engañar». 


			Por el contrario, el primer secretario del PSC y candidato a las elecciones catalanas del mes de noviembre, Pasqual Maragall, se fue más que satisfecho del encuentro de Santillana del Mar y dijo que la resolución aprobada servirá para «echar a andar» un nuevo Estatut de Cataluña. 


			Por decirlo más claro, Maragall salió de Santillana sabiendo que podía presentarse a los comicios exhibiendo no sólo su compromiso para la reforma estatutaria, que era cuestionada por los partidos nacionalistas catalanes, sino también el aval imprescindible del PSOE para que la futura reforma del Estatut de Cataluña fuese aprobada. Esa era una baza electoral muy importante para él y sus aspiraciones de convertirse en el nuevo president de la Generalitat de Cataluña. 


			Maragall, durante la campaña, centró buena parte de su mensaje político en que todo el socialismo apoyaba la elaboración de un nuevo Estatut y, para que no hubiera ninguna duda, el propio Zapatero acudió el 13 de noviembre de 2003 a ratificar este compromiso en un histórico mitin en el Palau Sant Jordi de Barcelona en la recta final de la campaña electoral. 


			Ante más de dieciocho mil personas, el líder socialista pronunció un discurso encendido y entusiasta, en el que hizo una arenga en toda regla pidiendo el voto para el PSC y Pasqual Maragall que, según todas las encuestas, era el favorito para ganar los comicios. En el punto álgido de su intervención, Zapatero afirmó: «Apoyaré la reforma del Estatuto de Cataluña que apruebe el Parlamento de Cataluña». 


			Maragall fue el primero en levantarse de la silla a aplaudir y, a continuación, el Palau Sant Jordi tronó y protagonizó un inmenso y eterno aplauso con todos los asistentes al acto puestos en pie. 


			La frase ya perseguiría siempre a Zapatero. No obstante, en esos momentos, fuera de Cataluña tampoco tuvo una gran repercusión política a nivel nacional, entre otros motivos, porque por aquel entonces todavía nadie consideraba que el líder socialista tuviera la más mínima posibilidad de ganar las elecciones generales. Se llegó a considerar que esas declaraciones eran un brindis al sol que le saldrían gratis a Zapatero, y que lo único que buscaba era dar un empujón a Maragall para que pudiera llegar a la Presidencia de la Generalitat. 


			Finalmente, el PSC ganó las elecciones catalanas en número de votos, aunque por el desproporcionado sistema electoral de Cataluña, que prima en representación a las provincias con menos población donde tienen más implantación los partidos nacionalistas, obtuvo menos parlamentarios que CiU. 


			Sin embargo, por primera vez en toda la etapa democrática, los tres partidos de izquierdas con representación en el Parlament de Cataluña sumaban la mayoría absoluta y, en contra de muchos pronósticos, lograron ponerse de acuerdo para desalojar a CiU del Gobierno de la Generalitat, que siempre había estado en manos de este partido desde las primeras elecciones autonómicas de 1980, y con Jordi Pujol como único president. 


			El 14 de diciembre de 2003 el Partido Socialista de Catalunya, Esquerra Republicana de Catalunya e Iniciativa per Catalunya-Verds acordaron formar un Gobierno tripartito con Pasqual Maragall como nuevo president de la Generalitat. El acuerdo se conoció como el Pacto del Tinell por haberse firmado en el salón del mismo nombre del Palacio Real Mayor de Barcelona. El primer punto del pacto consistía en elaborar de forma inmediata un nuevo Estatut de Cataluña. 


			Tres meses exactos después del Pacto del Tinell, es decir, el 14 de marzo de 2004, José Luis Rodríguez Zapatero, en contra de lo que todo el mundo creía, ganó las elecciones generales y se convirtió en presidente del Gobierno de España. 


			El escenario político era ya completamente distinto. La frase de aquel mitin en el Palau Sant Jordi —«Apoyaré la reforma del Estatuto de Cataluña que apruebe el Parlamento de Cataluña»— cobró de inmediato mucha relevancia. Así se lo recordaron de inmediato el mismo PSC y el resto de los partidos catalanes a Zapatero nada más ser investido presidente del Gobierno, instándole a cumplir la palabra dada. Además, en el Congreso de los Diputados había una mayoría suficiente para hacer realidad aquel compromiso si se sumaban los votos del PSOE (164 escaños), de CiU (10) y de ERC (8), es decir, mayoría absoluta. Eso sí, siempre que Zapatero mantuviera su promesa. 


			El ya presidente del Gobierno fue el primero en ser consciente de que la situación era muy distinta a la de 2003 y se puso manos a la obra. Desde el primer momento, la Moncloa puso en marcha todo tipo de actuaciones y movimientos, siempre con cierta discreción, con la intención de influir en la tramitación en el Congreso del Estatut aprobado en el Parlament de Cataluña e intentar que el texto que finalmente saliera adelante estuviera dentro del marco constitucional. 


			Tan sólo tres días antes de que el texto se llevara al Parlament hubo una reunión al más alto nivel en el palacio de la Moncloa entre Rodríguez Zapatero, el president Pasqual Maragall y el líder de CiU Artur Mas para intentar buscar una solución de consenso. 


			Pero persistían las diferencias. El president tenía sus propias presiones en Cataluña, también sus convicciones, y, además, quería contar con el apoyo de ERC. Finalmente, Maragall no hizo caso a muchas de las advertencias hechas desde la Moncloa y en el texto que se aprobó cedió mucho más a los postulados que plantearon los partidos nacionalistas de lo que hubiera querido Zapatero. 


			Así, el 30 de septiembre de 2005, el Parlament de Cataluña votó a favor del proyecto del nuevo Estatut, el tercero en su historia, con una abrumadora mayoría: 120 votos a favor de CiU, PSC, ERC e ICV, y sólo 15 en contra del PP. 


			El Estatut debía viajar ahora a Madrid, pero en la Moncloa ya habían decidido que el texto tal y como había salido del Parlament de Cataluña, contrariamente al compromiso que había adquirido Zapatero, no sería aceptado. Desde el primer momento se consideró que en el nuevo Estatut había puntos claramente inconstitucionales. 


			La aprobación del Estatut por el Parlament de Cataluña, además, levantó toda una oleada de críticas en algunos sectores del PSOE, liderados en cierta medida por el expresidente del Gobierno, Felipe González, que hizo un llamamiento a su partido y al resto de los grupos del Congreso para que rechazaran el texto estatutario porque, según dijo, además de su manifiesta inconstitucionalidad, suponía «un claro debilitamiento del Estado». 


			A González se unieron otras voces de destacados dirigentes socialistas como José Bono, Juan Carlos Rodríguez Ibarra, Joaquín Leguina, Pepe Acosta, José María Barreda y algunos políticos andaluces; todos ellos se mostraron en contra del Estatut. 


			Consciente de todo ello, el presidente del Gobierno se puso manos a la obra, y ayudándose de ese optimismo eterno que ha caracterizado toda su actividad política, creyó que sería capaz de convencer a los partidos catalanes para que modificaran ciertas partes del texto estatutario y adecuarlo a la Constitución española. 


			En un inicio, fue el propio Zapatero quien lideró personalmente la negociación para intentar llegar a un acuerdo. Así, a primeros de octubre de 2005, celebró una comida de trabajo con el entonces líder de ERC, Josep-Lluís Carod-Rovira; el portavoz parlamentario de esta formación, Joan Puigcercós; el del PSOE, Alfredo Pérez Rubalcaba, y el ministro de Industria y hombre fuerte del PSC, José Montilla. 


			Asimismo Zapatero comandó los primeros contactos con Artur Mas, al que, desde el primer momento, el líder socialista consideró que podría convencerle y llegar a un pacto para sacar adelante el Estatut, siempre con algunas modificaciones. Además, los votos de ERC no eran necesarios para aprobarlo en el Congreso. 


			Aparte de implicarse él mismo como presidente del Gobierno, el hombre encargado por Zapatero para llevar a cabo la negociación fue el entonces portavoz del grupo del PSOE en el Congreso, Alfredo Pérez Rubalcaba. Tal y como hizo cuando se abrieron las negociaciones con la organización terrorista ETA, este veterano socialista llevó las riendas en nombre del Gobierno en todas las negociaciones con los partidos catalanes. Rubalcaba participó en las reuniones clave y fue quien levantó el teléfono para hacer de interlocutor del Gobierno. Después, todo lo consultaba puntualmente, tanto los avances como los retrocesos, con Zapatero, que sólo intervino en momentos críticos o cuando las conversaciones se atascaron en algún punto concreto. 


			Durante esos meses de negociación Rubalcaba podía recitar casi de memoria todo el Estatut de Cataluña, y hasta presumía de ello. Decía que se sabía cada artículo, cada párrafo, cada palabra, así como dónde estaba cada signo de puntuación. Dijo en más de una ocasión que todo tenía su importancia de cara a la redacción final del texto y a la posibilidad de llegar a un acuerdo para que la norma catalana saliera aprobada del Congreso, aunque ya nunca sería tal y como había sido acordada por el Parlament. 


			Rubalcaba, que tuvo que compaginar su dedicación a tiempo completo a la negociación del Estatut con un problema de salud de un familiar que le llevó a pasar muchas noches en el hospital, se vació en cuerpo y alma en intentar que el acuerdo no descarrilara, y todo el proceso supuso para él un gran desgaste físico. 


			Además, el contexto era el de un ambiente crispado a nivel político y social fomentado por el Partido Popular, que recogía firmas contra el Estatut por las calles de todas las ciudades de España o pedía directamente el boicot de los productos catalanes. 


			El portavoz socialista no lo pasó bien, pero, como hizo durante toda su vida política, combinó trabajo, rigor, su inmensa capacidad de trabajo y su seriedad con el sentido del humor. Así, pocos días antes de que finalizaran los trabajos en la comisión parlamentaria del Congreso para elevar el nuevo Estatut al pleno de la Cámara Baja, Rubalcaba y Zapatero estuvieron viendo un Madrid-Barcelona de fútbol en la Moncloa, como habían hecho otras veces. El cántabro era un forofo del Real Madrid y sólo perdía su habitual equilibrio y sentido común cuando hablaba de fútbol; Zapatero, por su parte, era un irredento seguidor del Barcelona desde su juventud. El clásico del 19 de noviembre de 2005 finalizó con una victoria del Barça, que arrasó al Madrid con un 0-3, y el presidente del Gobierno no pudo evitar mofarse por el resultado. 


			El lunes siguiente, refiriéndose al resultado del partido, Rubalcaba comentó a los periodistas del Congreso: «He comprobado que hay cosas peores que el Estatut de Cataluña, como es ver perder a tu equipo 0-3 al lado de Zapatero». Fue uno de los pocos momentos en los que se relajó esos largos meses. 


			Toda esa negociación entre la Moncloa y los grupos parlamentarios catalanes en el Congreso culminó un 21 de enero de 2006. Ese día, el presidente del Gobierno se reunió durante más de seis horas en la Moncloa con el entonces presidente de CiU, Artur Mas. Se trató de una reunión de carácter secreto de la que ni siquiera se informó al portavoz del grupo parlamentario de CiU en el Congreso, Josep Antoni Duran i Lleida. En torno a las 23.30 horas se llegó a un principio de acuerdo que fue comunicado telefónicamente al líder de Unió. Por último, Duran i Lleida dio también su visto bueno al texto que se había consensuado. El acuerdo estaba salvado porque ya había mayoría absoluta para sacarlo adelante en la Cámara Baja sin necesidad de contar con el apoyo de ERC, a quienes Zapatero no había convocado a esa reunión en la Moncloa. 


			Quienes participaron en aquel encuentro recuerdan que el último escollo consistió en cómo incluir el término «nación» referido a Cataluña. PSOE y CiU aceptaron que se incorporara la definición de Cataluña como «nación» en el preámbulo del Estatut, pues entendían que, al no estar en el articulado, carecía de fuerza jurídica y eludía un futuro pronunciamiento anticonstitucional. 


			Pero en este punto hubo mucha discusión antes del acuerdo final y, curiosamente, fue gracias a un signo de puntuación, de esos que se sabía de memoria Rubalcaba, por lo que se logró el consenso. 


			CiU deseaba a toda costa que se recogiera en el Estatut que el Parlament había definido a Cataluña como nación, y el Gobierno quería que también se reflejase que la Constitución reconocía a Cataluña como una nacionalidad. El debate se centraba en cómo enlazar ambas afirmaciones. Madrid proponía que, tras incluir en el preámbulo que el Parlament de Cataluña había aprobado por una amplia mayoría definir a Cataluña como nación, se añadiera a continuación un condicionante a esa aserción. Algo así como: «aunque la Constitución / pero la Constitución reconoce a Cataluña como una nacionalidad». Artur Mas no aceptaba esa propuesta, ni unir ambas aseveraciones con ese condicionante. Alguien que participó en la negociación, y que no quiere decir su nombre, dijo: «¿Y si ponemos un punto y seguido entre las dos frases, sin más?». Sólo faltó que alguien dijera: «¡Eureka!», pero a ambas partes les pareció una solución asumible. 


			Y así quedó finalmente el preámbulo al que, además, años después el Tribunal Constitucional no puso una sola pega. Ambas afirmaciones quedaron separadas por un simple punto: «El Parlamento de Cataluña, recogiendo el sentimiento y la voluntad de la ciudadanía de Cataluña, ha definido de forma ampliamente mayoritaria a Cataluña como nación. La Constitución española, en su artículo segundo, reconoce la realidad nacional de Cataluña como nacionalidad». 


			Zapatero se reunió inmediatamente después del acuerdo con el líder de ERC, Josep-Lluís Carod-Rovira, para informarle del pacto alcanzado con CiU, pero pronto tuvo constancia de que el apoyo de los republicanos catalanes era inviable. 


			Dos meses más tarde, en concreto el 31 de marzo de 2006, el Congreso de los Diputados aprobó el Estatut catalán pactado entre PSOE y CiU con el apoyo de más de la mitad de la cámara. Votaron a favor esas dos formaciones, ICV, PNV, BNG y CC. En contra, PP, ERC y EA. Se abstuvieron Chunta Aragonesista (CHA) y NaBai. En total, 189 diputados a favor y 154 en contra. 


			Esto no acabó con la tensión social y política. El 25 de abril de 2006, Mariano Rajoy, entonces líder de la oposición, presentó en el Congreso de los Diputados una proposición no de ley en la que pedía al Gobierno presidido por José Luis Rodríguez Zapatero la celebración en toda España de un referéndum sobre el nuevo Estatut de Cataluña. Rajoy acompañó su demanda con cuatro millones de firmas recogidas a lo largo y ancho de España. Las firmas llegaron al Congreso en 876 cajas apiladas en palés y transportadas por diez furgonetas aparcadas junto a la puerta principal del Congreso. Todo un golpe de efecto. La iniciativa no tuvo luego ningún recorrido político práctico porque fue rechazada, pero el gesto sirvió para enturbiar más el ambiente y caldear los ánimos. Para muchos analistas, todo ello fue el caldo de cultivo de lo que pasó una década después. 


			El 10 de mayo de 2006, el pleno del Senado aprobó definitivamente el tercer Estatut de la historia de Cataluña al no introducir ningún cambio en el texto que salió del Congreso. Con lo costoso que había sido el acuerdo, nadie se atrevió a tocar una coma, así que el Estatut ya no volvió a la Cámara Baja y se publicó definitivamente en el Boletín Oficial del Estado (BOE). La Cámara Alta lo sacó adelante con 128 votos a favor (PSOE, CiU, PSC, ICV, PNV, CC, IU y BNG), 125 en contra (PP) y 6 abstenciones (ERC, el Partido Aragónes y Eusko Alkartasuna). 


			Tras el visto bueno dado por las Cortes, aún quedaba un último paso: la aprobación en referéndum por los ciudadanos catalanes del nuevo Estatut. Y no se presentaba nada fácil. El PP pidió el «no» en el referéndum por el peligro que, en su opinión, significaba el Estatut para el Estado y la unidad de España. ERC abogó por la abstención al seguir considerando el texto claramente «insuficiente» para Cataluña, lo que provocó su salida del Gobierno tripartito. En principio, ambos eran partidos minoritarios en Cataluña, pero tampoco puede decirse que el Estatut aprobado levantara pasiones en la militancia ni del PSC ni de CiU. 


			El 18 de junio de 2006 Cataluña acudió a las urnas para votar su nuevo Estatut y el texto fue aprobado con el apoyo del 72,9 por ciento de los votos. Sin embargo, uno de cada dos catalanes con derecho al voto se quedó en casa. La abstención alcanzó el 50,58 por ciento. Un mes después, el PP presentó un recurso de inconstitucionalidad contra el Estatut. Pero, en principio, el gran escollo de la primera legislatura de Zapatero se había salvado. 


			La aprobación del Estatut no tuvo ningún coste electoral ni para el PSOE ni para Zapatero en las elecciones generales de 2008. Es más, el PSC, con Carme Chacón como cabeza de lista por Barcelona, logró un resultado histórico en esas elecciones con más del 45 por ciento de los votos y 25 escaños, lo que hicieron que el líder socialista volviera a ganar los comicios con el mayor número de votos que nunca ha tenido un presidente de Gobierno en toda la democracia hasta el día de hoy. 


			Pero antes de que Zapatero finalizara esa segunda legislatura, el fantasma del Estatut regresó. El Tribunal Constitucional dio luz verde a gran parte del texto en una sentencia de junio de 2010, y avaló la mayoría de los artículos impugnados por el PP. Consideró que un total de 245 artículos y disposiciones del texto catalán que habían sido recurridos por el PP sí tenían encaje en la Carta Magna, pero, al mismo tiempo, declaró inconstitucionales 14 artículos e interpretó otros 24. 


			La conclusión era clara: el texto definitivo no sería el mismo que había salido del Parlament ni tampoco el aprobado por las Cortes Generales y que había sido ratificado en referéndum por el pueblo de Cataluña. La sentencia quebró esa normalidad que Zapatero esperaba alcanzar en la convivencia con los catalanes y todo estalló. CiU se echó al monte y exigió, para empezar, el concierto económico para Cataluña. Además, se comenzó a hablar ya de un referéndum por la independencia que nunca había sido una bandera de los nacionalistas catalanes. 


			Años después, Zapatero confesó en diversas entrevistas que pasó unos días difíciles tras el fallo del Constitucional y que nunca pensó que todo ello podría derivar en el procés y en los acontecimientos de 2017. 


			Más allá de la importancia que tuvo la aprobación del Estatut de Cataluña en el mandato de Zapatero, lo que sí llevó el líder socialista a su partido fue otra forma de entender España, otro modelo territorial, al acuñar la idea de la «España plural» y apostar por la España federal que ya pocos cuestionan en el PSOE. 


			Los pasos de Zapatero fueron seguidos después por Alfredo Pérez Rubalcaba con la llamada Declaración de Granada, que logró superar momentos de gran tensión entre PSOE y PSC y que estuvieron a punto de conducir a la ruptura entre ambos partidos. Sólo la gran habilidad de Rubalcaba logró consensuar un nuevo texto de marcado carácter federal. «Hoy compartimos con el PSC un proyecto para Cataluña y para España. Un proyecto para seguir juntos, que sale al paso de la situación que hay en Cataluña», dijo el entonces secretario general del PSOE nada más rubricar el acuerdo entre el PSC y todas las federaciones socialistas. 


			Pedro Sánchez, tres años después, siguió profundizando en ese camino federalista de su partido, y el 14 de julio de 2017 firmó con el PSC la llamada Declaración de Barcelona con el entonces líder de los socialistas catalanes, Miquel Iceta. En el texto ya se hablaba abiertamente del reconocimiento de la plurinacionalidad de España y se reconocían las aspiraciones nacionales de Cataluña. 


			La impronta dejada por Zapatero en aquel primer documento de Santillana del Mar, no sin muchas reticencias, ha terminado cuajando en el PSOE. El líder socialista lo plasmó en una frase que, según Bono, ya estaba en el documento corregido en la reunión de los dirigentes territoriales en la localidad cántabra en 2003, pero que nunca llegó a ver la luz, aunque su autoría es atribuida a Zapatero. «El PSOE es el partido que más se parece a España», sentenció. 


			La frase luego ha sido acuñada por casi todos los barones socialistas incluso en territorios no muy proclives a los planteamientos del PSC. Lo cierto es que el PSOE es el único partido que ha gobernado en algún momento en todas las comunidades autónomas de España, además de en Ceuta y en Melilla. 
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			EL TSUNAMI ECONÓMICO 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «Fue un error negar la crisis económica, pero no hubo engaño».


			 


			José Luis Rodríguez Zapatero se presentó a las elecciones generales de 2008 con unas buenas perspectivas para revalidar su mandato, aunque tampoco tenía fácil la victoria electoral. Casi todas las encuestas le situaban por delante de Mariano Rajoy, que volvía a encabezar la candidatura del PP pese a la derrota de 2004 y las turbulencias internas que había sufrido el partido tras la victoria del líder socialista en 2004, pero el resultado final estaba abierto. 


			En sus primeros cuatro años de mandato, Zapatero había afrontado temas muy polémicos que polarizaron a la sociedad y que también habían movilizado mucho al electorado de la derecha. Como ya se ha relatado, hubo decenas de multitudinarias manifestaciones contra la ley del matrimonio entre personas del mismo sexo, la negociación con ETA o la ley de memoria histórica. Además, todavía pesaba en el ambiente la idea de que el PSOE había ganado las elecciones de 2004 debido a la gestión que había hecho el Gobierno de José María Aznar del atentado del 11-M, pero que en España seguía habiendo una mayoría social favorable al PP Y QUE PODRÍA HACERLE VOLVER AL GOBIERNO DE ESPAÑA. 


			Lo que sí tenía a favor Zapatero para su reelección era que la situación económica del país era envidiable. Gran parte de los buenos datos macroeconómicos de España 2006, 2007 y 2008 todavía no han podido ser mejorados quince años después, y esa era una importante baza a su favor. 


			De hecho, el propio Zapatero prometió una semana antes de las elecciones que, con su Gobierno, España alcanzaría el pleno empleo en la próxima legislatura, que habría una nueva subida de las pensiones mínimas y de viudedad, y que elevaría sustancialmente el salario mínimo interprofesional (SMI). 


			El líder socialista estaba tan seguro de lo que decía que hasta cuantificó sus promesas electorales. Así, aseguró que iba a crear dos millones de nuevos puestos de trabajo —de los que 1,2 millones serían para mujeres—, que elevaría hasta 850 euros las pensiones de jubilación con cónyuge a su cargo y a 710 euros las de viudedad, y que situaría el SMI por encima de los 800 euros al mes. 


			Zapatero ganó las elecciones generales del 9 de marzo de 2008. En esa fecha, el horizonte económico estaba más que despejado, por lo que todo hacía prever que el líder socialista podría cumplir sus compromisos de campaña, además de otras ambiciosas promesas de marcado carácter social que iban recogidas en el programa electoral. 


			Apenas seis meses después de aquella victoria, todo cambió. El 15 de septiembre de 2008 la entidad de inversión Lehman Brothers entró en bancarrota. El hundimiento del cuarto mayor banco de inversión de Estados Unidos provocó en pocos días la mayor caída de la economía estadounidense desde el Crac del 29. 


			El tsunami económico llegó a todos los rincones del mundo, y España era uno de los países más proclives a sufrir las consecuencias más devastadoras de la crisis, como así fue. 


			Pero el Gobierno de Zapatero cerró los ojos ante lo que se avecinaba. Unos lo achacan a la inconsciencia del líder socialista, otros a ese espíritu optimista del que siempre hizo gala en su trayectoria política, y no faltan quienes imputan al entonces presidente del Gobierno una absoluta ignorancia en materia económica y no haber hecho más caso a Pedro Solbes, que al final dimitió como vicepresidente económico en abril de 2009. Años después, el propio Solbes admitiría que él y Zapatero tuvieron una percepción absolutamente distinta de cómo afrontar aquella crisis económica. 


			Mes tras mes, los buenos datos macroeconómicos del país empezaron a derrumbarse de manera estrepitosa y, sobre todo, lo que siempre ha sido el talón de Aquiles de la economía española: el empleo. Cálculos posteriores apuntan a que la crisis destruyó en España cuatro millones de puestos de trabajo. 


			Desde el Ejecutivo todos los mensajes seguían enfocados a minimizar la fuerte recesión económica o, más bien, a negar su existencia. De hecho, no fue hasta julio de 2009, casi un año después de la caída de Lehman Brothers, cuando Zapatero pronunció por primera vez la palabra «crisis» en una entrevista en Televisión Española. 


			Nadie sabe explicar muy bien la razón de esa conjura de todo el Gobierno y del PSOE para negar lo que era evidente. Emulando el título del cuarto álbum de Supertramp, cada miembro del Ejecutivo al que se le preguntaba en aquellos meses por el deterioro de la situación de la economía del país contestaba: «Crisis? What crisis?». Como mucho, se admitía una desaceleración económica. 


			Como el vuelco de la economía era ya innegable, la primera reacción del Ejecutivo de Zapatero fue optar por medidas marcadamente keynesianas que supusieron un gran aumento del gasto público. La propuesta estrella fue el denominado «Plan E», que implicó una inyección de dinero público de más de doce mil millones de euros, aunque algunas fuentes apuntan a que el desembolso del Gobierno fue finalmente muy superior. 


			Ni funcionó el Plan E ni otras medidas adicionales que también implicaron un gasto de dinero público ingente. Según datos oficiales, entre 2009 y 2010, el déficit público creció a tasas del 11,3 por ciento y una parte del sistema financiero se situó al borde de la quiebra. 


			Zapatero terminó claudicando. El 12 de mayo de 2010 el presidente del Gobierno anunció desde la tribuna del Congreso de los Diputados el mayor recorte social registrado durante la democracia española, y una gran parte de las medidas sociales que él mismo había implantado durante su mandato fueron eliminadas. Se derrumbó completamente el castillo de naipes que se había construido. 


			Ante el asombro generalizado político, mediático y social, Zapatero anunció que suspendía la revalorización de las pensiones —excluyendo las no contributivas y las pensiones mínimas—; un recorte del 5 por ciento de las retribuciones en el sector público; la exigencia a las comunidades autónomas y ayuntamientos para que hicieran una reducción del gasto de 1.200 millones de euros, y que el Ejecutivo paralizaría las inversiones del Estado por valor de más de 6.000 millones de euros. 


			También había otra serie de medidas adicionales que tocaban directamente al corazón de las políticas que había desplegado Zapatero hasta ese momento, como reducir la ayuda al desarrollo, el gasto farmacéutico o la eliminación del cheque-bebé de 2.500 euros. El tsunami económico finalmente llegó y había arrasado todo el proyecto político de Zapatero. 


			Además, el socialista decidió afrontar una reforma laboral que claramente suponía una pérdida de derechos a los trabajadores. El buen entendimiento que siempre tuvo su Gobierno con UGT y CC. OO. saltó por los aires cuando, de forma unilateral, el Ejecutivo aprobó en septiembre de 2010 una reforma laboral que abarataba el despido y hacía más restrictiva la cobertura por desempleo. 


			Para los sindicatos, aquella reforma sólo aumentaba la flexibilidad laboral y la temporalidad, y hacía más fácil y más barato el despido. Aquello le costó a Zapatero una convocatoria de huelga general, la única que sufrió en sus siete años y medio en la Moncloa. 


			Para muchos analistas estas dos circunstancias significaron el final político de Zapatero. Quien llegó a ser el presidente del Gobierno más valorado por los españoles en una encuesta del CIS pocos meses después de llegar al Gobierno en 2004, se convirtió en uno de los dirigentes más denostados por la opinión pública. Pero no sólo iba a la baja la imagen de Zapatero, el PSOE se hundió estrepitosamente en las encuestas y todo vaticinaba una abrumadora victoria del PP en las próximas elecciones generales. 


			Finalmente, Zapatero tiró la toalla el 2 abril de 2011 al anunciar ante el Comité Federal del PSOE que no iba a presentarse a las siguientes elecciones generales, una decisión que ya tenía tomada desde hacía tiempo pero que se achacó a las consecuencias de las crisis. 


			No obstante, las renuncias del líder socialista a sus principios ideológicos aún no habían concluido, aún quedaba una decisión política más polémica y que muchos votantes de izquierdas no le han perdonado. 


			Estando todavía al frente del Gobierno, en agosto de 2011, Zapatero propuso, tras previo acuerdo con el líder de la oposición, Mariano Rajoy, una reforma constitucional del artículo 135 de la Carta Magna para incorporar el concepto de estabilidad presupuestaria y que el pago de la deuda pública fuera lo primero en afrontar ante cualquier otro gasto del Estado en los presupuestos generales. Con los votos de PSOE, PP y UPN se aprobó en el Congreso y en el Senado esta modificación constitucional, que ni siquiera fue sometida a referéndum entre todos los españoles, aunque se podría haber hecho. 


			La decisión no sólo dinamitó la precampaña de Alfredo Pérez Rubalcaba, que ya había sido designado como candidato por el PSOE a la Presidencia del Gobierno de cara a las futuras elecciones generales, sino que hundió aún más al partido en las encuestas. No son pocos los que opinan que, con esta decisión, Zapatero sirvió al PP en bandeja la mayoría absoluta que logró meses después. 


			El líder socialista tuvo que darle muchas vueltas a lo que ocurrió, cómo lo gestionó y sus consecuencias. Así, después de más de dos años sin dar una rueda de prensa tras haber abandonado el Gobierno, en noviembre de 2013 compareció ante los medios de comunicación para presentar un libro escrito por él y titulado El dilema: 600 días de vértigo. 


			En esas páginas, como él mismo reconoció, quiso dar una explicación de lo que ocurrió en la crisis económica en 2008 y cómo la afrontó desde el Gobierno. El libro demuestra que Zapatero quería explicarse, necesitaba explicarse. Hizo autocrítica y, además, admitió abiertamente lo que consideró un gran error de su Gobierno: no reconocer la llegada de la crisis económica. 


			Eso sí, Zapatero quiso dejar claro que su intención nunca fue engañar a los ciudadanos y que siempre pensó que lo mejor era trasladar «un mensaje positivo» tanto a nivel interno como de cara a los actores económicos internacionales. «Fue un error negar la crisis económica, pero no hubo engaño», insistió. 


			Asimismo, en el libro el expresidente explica que las difíciles decisiones que tuvo que tomar estuvieron obligadas por las circunstancias económicas y la gravedad de la crisis de la deuda. 


			Al más puro estilo de Zapatero, terminó aquella rueda de prensa confesando que se decidió a escribir el libro porque se sentía con «el deber» de explicar su gestión a los españoles y las razones de las decisiones tan difíciles que se vio obligado a tomar. 


			Entre los dirigentes del Gobierno y del partido que vivieron ese periodo todavía queda un desgarro de lo que sucedió y de cómo se gestionó. «En esta etapa final nos odiaba todo el mundo», admite Angélica Rubio. 


			Óscar López es más condescendiente a la hora de valorar los hechos y la actuación del Gobierno de Zapatero, porque cree que hay que analizar todo el contexto. El actual jefe de gabinete de Pedro Sánchez dice que todavía recuerda —«porque se me quedó grabado»— una reunión conjunta de la Ejecutiva del PSOE con gran parte de los miembros del Gobierno, en torno a 2006 o 2007, donde el vicepresidente económico del Ejecutivo, Pedro Solbes, recién llegado de Bruselas, comentó la ingente cantidad de dinero que se movía en España, «en blanco y en negro», y hasta llegó a afirmar: «Es una locura el dinero que hay en este país». 


			Para López la afirmación de Solbes era muy real y tenía toda su lógica. Hay que tener en cuenta que en aquellos años se construían en España el triple de viviendas que en Alemania o en el Reino Unido, hasta setecientas mil en un solo año, lo que suponía un motor económico imparable. 


			«Esa era la España en la que estábamos cuando estalló la crisis económica —apunta López—, donde habíamos superado hasta los veinte millones de empleados por primera vez en la historia de España y hasta habíamos tenido dos años de superávit en las cuentas públicas, que eso se olvida hoy porque es impensable. Y eso aprobando la ley de la dependencia, el cheque-bebé o invirtiendo mucho dinero en políticas sociales muy potentes. ¡Y había superávit! Pero todo era una gran mentira y un castillo de naipes que nadie supo evaluar. La burbuja financiera tenía un tamaño colosal que se cae de golpe. Y nadie sabía la dimensión del boquete porque los números eran mentira. Por eso, ni en Estados Unidos ni en Europa ni en España se sabe cuál era el agujero. En España acabó en 46.000 millones de euros». 


			Más allá de este escenario, otro factor fundamental para López fue que Europa tomó la decisión, a diferencia de Estados Unidos, de cortar el grifo porque argumentaba que había un gasto público que no se podía soportar. Para él, más allá de errores o de declaraciones erróneas —como los «brotes verdes» que sólo veía Elena Salgado, en aquella época ya como vicepresidenta económica del Gobierno—, la situación se hubiera llevado por delante a cualquier Gobierno, sobre todo, por las decisiones que se tomaron en Europa para afrontar la crisis. 


			El coste político que pagó el PSOE en las elecciones de 2011 fue muy alto. No sólo el PP de Rajoy obtuvo una amplia mayoría absoluta, sino que la candidatura que encabezaba Rubalcaba obtuvo el peor resultado de los socialistas en toda la etapa democrática, y sólo logró alcanzar los 110 escaños. 


			Otros dirigentes del PSOE comparten el análisis de López y también la propia tesis de Zapatero de que el gran error fue no haber reconocido la crisis económica a su debido tiempo y, tal vez, que no se tomaron las decisiones políticas más acertadas. 


			No son pocos los socialistas que lamentan que el mandato de Zapatero al frente del Gobierno siga siendo considerado, por una buena parte de la sociedad española, como el del presidente del Gobierno que dejó un país al borde de la ruina. Todavía hoy le pasa factura. 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  13 


			 


			EL FINAL DEL TERRORISMO 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «Sí, fue mi gobierno. Bajo mi gobierno se entregó ETA, se rindió ETA». 


			 


			La respuesta sonó como un estallido verbal que parecía fruto de una rabia contenida durante mucho tiempo. Sus palabras retumbaron en las ondas de la cadena Cope como un trueno seco de una tormenta de verano. Nadie esperaba que el hombre tranquilo, el del talante, el de las buenas formas y de la eterna sonrisa contestara de esa manera y elevara la voz y el tono cuando se le preguntó por el fin del terrorismo en España. 


			«Sí, fue mi Gobierno. Bajo mi Gobierno se entregó ETA, se rindió ETA, y lo sé seguramente… porque creo que puedo ser la persona que más datos tenga. Fue bajo mi Gobierno, con una doble estrategia de autoridad democrática y de acción política, donde el diálogo y la palabra tuvieron algo que ver, cuando ETA se entregó. Sí, pasó con mi Gobierno, no pasó con el Gobierno de Aznar o el de Felipe González o Rajoy. ¿Me siento orgulloso? Extraordinariamente», afirmó con tono grave Rodríguez Zapatero. 


			Fue el 12 de junio de 2023. Habían pasado más de doce años desde aquel histórico 20 de octubre de 2011 cuando la organización terrorista Euskadi Ta Askatasuna (ETA) anunció públicamente el «cese definitivo de su actividad armada». 


			Hasta entonces, el expresidente del Gobierno había sido tremendamente respetuoso a la hora de valorar el logro del fin del terrorismo, pero en esta ocasión Zapatero creyó que había llegado ya la hora de reivindicar que ETA «se rindió» estando él al frente del Ejecutivo, después de más de siete años de un largo y complejo proceso negociador que vivió con mucha intensidad desde que llegó a la Presidencia y que se inició el mismo día que ganó las elecciones generales en 2004. 


			De hecho, fue esa misma noche electoral del 14 de marzo de 2004 cuando se inició el camino para poner fin al terrorismo en España, y todo empezó con una llamada del dirigente del Partido Socialista de Euskadi (PSE), Jesús Eguiguren, al secretario de Organización del PSOE, José Blanco. 


			Así relata Eguiguren esa trascendental llamada telefónica en el libro ETA, las claves de la paz, escrito conjuntamente con el periodista del diario El País, Luis Rodríguez Azpiolea: 


			 


			La noche que ganó Rodríguez Zapatero las elecciones no lo celebramos en la Casa del Pueblo de San Sebastián, estábamos conmocionados por la masacre de Madrid. La gente se fue a su casa y conocimos los últimos resultados por la televisión. No éramos ni siquiera muy conscientes de lo que había pasado. Pero mantenía los reflejos. Antes de marcharme, desde la misma Casa del Pueblo llamé a Otegi. Le dije que ahora se daban las condiciones para avanzar y quedamos en vernos al día siguiente. En la que fue mi primera conversación con la dirección del PSOE sobre el asunto, llamé a Pepe Blanco. Le dije lo que acababa de comunicarme con Arnaldo Otegi y que llevábamos años hablando. Supongo que Blanco tendría otras cosas que pensar en aquel momento. Aunque el éxito electoral fue muy amargo por la tragedia que se había vivido, vi en todo ello una oportunidad para el proceso de paz. 


			 


			Blanco también recuerda que le sorprendió aquella primera llamada, aunque en un principio no tuvo mucho recorrido político en lo referente a lo que pretendía el dirigente vasco. Eguiguren siguió intentando que su mensaje llegara al presidente del Gobierno y estuvo llamando a la Moncloa las semanas siguientes, pero no logró hablar con él. 


			El exsecretario de Organización del PSOE sí recuerda que, unos pocos meses después, hubo un congreso del PSE en Guipúzcoa, y allí se encontró con Eguiguren. 


			Así recuerda Blanco aquellos hechos: «En un momento durante el congreso veo que se me acerca Jesús [Eguiguren] y me dice discretamente que tenía que hablar a solas conmigo. Me recuerda lo que habíamos hablado por teléfono la noche de las elecciones, y entonces me dice que tenía una carta de la banda terrorista diciendo que esta vez va en serio y que quieren hablar para buscar el final del terrorismo. Yo no sabía muy bien qué hacer entonces». 


			A la vuelta a Madrid, Blanco se va directo a ver al presidente del Gobierno y le traslada el mensaje de Eguiguren. Zapatero le da credibilidad y ordena entonces que sea Alfredo Pérez Rubalcaba quien hable con Eguiguren. Sorprendentemente, el entonces portavoz socialista, más tarde ministro del Interior y hombre clave en los últimos momentos del fin de ETA, fue muy reticente en un primer momento a explorar esa vía. Rubalcaba ya había conocido intentos fallidos entre 1992 y 1993 con el Gobierno de Felipe González, cuando también se estuvo muy cerca del final de terrorismo, y mantenía una total desconfianza sobre las verdaderas intenciones que tenía ETA. No obstante, Rubalcaba acató el mandato de Zapatero y se reunió de forma inmediata con Eguiguren. Para Blanco, «ahí empezó todo». 


			Así fue. Como se cuenta con minuciosidad en el libro de Eguiguren y Azpiolea, posiblemente el relato más completo y detallado que se haya escrito sobre los últimos días de ETA, los primeros pasos empezaron a darse de forma muy discreta, de cara a abrir unas negociaciones de verdad que pusieran fin al terrorismo. 


			Eguiguren pasó entonces de ser el «cartero» —así se le llamaba porque fue quien informó de la carta de ETA y quien transmitía los mensajes de la organización terrorista— a convertirse en el negociador principal en nombre del Gobierno de España, siempre bajo la mirada atenta de Rubalcaba. 


			En estos primeros meses de acercamiento entre ambas partes, Zapatero también tuvo un gesto sorprendente. La periodista Angélica Rubio recuerda que el presidente se acercó a ella, al secretario de Estado de Comunicación, Miguel Barroso, y al director general de comunicación, Julián Lacalle y les dijo que tenía decidido pedir permiso al Parlamento para abrir las negociaciones con la organización terrorista. 


			«Cuando le escuchamos, no fuimos capaces de decir nada. Todos sabíamos la que se iba a liar. Pero Julián y yo, que estuvimos con él desde el principio, éramos conscientes de que lo iba a hacer. Pero también sabíamos la potencia que tenía esta decisión de respeto de un presidente del Gobierno hacia el Parlamento. Felipe y Aznar negociaron con ETA en secreto y no respetaron al Parlamento», dice. 


			Para Rubio, esto define en gran parte cómo entendía Zapatero la política, porque dicha decisión tenía un doble mensaje. «Por un lado, significaba: yo respecto al Parlamento; y por otro: lo voy a hacer a la cara. Había que ser muy valiente para hacer eso, en medio de las manifestaciones que ya le estaban montando y donde le gritaban cosas como “Zapatero, al hoyo con tu abuelo” y cosas peores», relata la periodista. 


			Así, durante su primer debate sobre el estado de la nación como presidente del Gobierno, celebrado en mayo de 2005, anunció abiertamente ante el pleno del Congreso su intención de acabar con ETA mediante un final dialogado, aunque matizó que lo haría sin pagar un precio político por ello. Mariano Rajoy, líder del Partido Popular en la oposición, hizo un durísimo discurso y acusó a Zapatero en ese mismo debate de «traicionar a los muertos». La frase hizo temblar las columnas del hemiciclo. 


			Zapatero sabía lo que se jugaba. El líder socialista, como hizo muchas veces durante su mandato, optó por arriesgar políticamente y asumir las consecuencias. En lugar de mantener las negociaciones en el terreno de la discreción, como hizo el Gobierno de José María Aznar cuando habló con la banda terrorista durante su mandato, decidió ir a pecho descubierto y contarlo todo públicamente y en el Congreso, con el riesgo de enfrentarse no sólo al primer partido de la oposición, sino también a una parte de la sociedad que se oponía abiertamente a cualquier diálogo con ETA. 


			Aquello tuvo un gran coste político para el Gobierno. Las calles se incendiaron durante meses y hubo manifestaciones multitudinarias. Zapatero no sólo fue acusado de «traicionar a los muertos», sino de rendirse y arrodillarse ante los terroristas de ETA y de cosas peores. 


			Pero más allá del ruido político y mediático, Zapatero siempre tuvo la determinación de arriesgar y explorar las posibilidades reales que había de que España quedara libre de terrorismo, y desde hacía meses ya se estaba trabajando en ello con toda intensidad y en distintas direcciones. 


			Tras el visto bueno del Congreso, Eguiguren asistió al primer encuentro con dirigentes de ETA en Ginebra en junio de 2005. Fue la primera «reunión oficial» porque, aunque antes habían existido muchas conversaciones previas desde aquella primera conversación entre Eguiguren y Rubalcaba en 2004, este encuentro ya tenía la plena autorización del Gobierno y la «conciencia política» de Zapatero estaba tranquila, pues ya había informado al Congreso y le habían dado luz verde. 


			De hecho, desde hacía meses y desde distintos escenarios se venía trabajando intensamente en buscar el contexto necesario para conseguir la ansiada paz, pero se podría decir que todos estos pasos sí se dieron en la clandestinidad. 


			José Blanco, aunque no se le reconoce un papel especialmente relevante en este proceso salvo en el inicio como interlocutor con Eguiguren, siempre estuvo al tanto de cada paso y de cada avance, y tuvo también un discreto protagonismo político en las negociaciones. 


			El gallego estuvo presente en muchas reuniones entre el PSOE y el PNV, celebradas en el «piso franco» de los socialistas, como algunos veteranos dirigentes del partido se referían a la sede del PSOE de la calle de Gobelas en Madrid. 


			«Lo que más recuerdo de aquella etapa, y de forma muy positiva, es la gran cantidad de reuniones que se hacían. Participé en algunas de ellas con el actual lendakari vasco [Iñigo Urkullu] y Josu Jon Imaz [presidente del PNV entre 2004 y 2008]. Muchas las hicimos en la sede de Gobelas. Íbamos Alfredo [Rubalcaba], yo y otra gente. Nada trascendió de aquello», recuerda con cierta emoción el dirigente socialista cuando habló para este libro de aquella negociación. 


			Blanco destaca sobre todo la posición de lealtad que mantuvo el PNV en todo este proceso. Lo calificó como un «disenso pactado», en el que el mensaje que les llegó de los dirigentes nacionalistas vascos era que Zapatero «hiciera lo que tuviera que hacer» para acabar con ETA, al margen de lo que pudieran decir los dirigentes del PNV públicamente o en el entorno de la sociedad vasca. Para el exsecretario de Organización del PSOE, esta actitud de Urkullu e Imaz fue muy importante para que las conversaciones no se estancaran. 


			En todo este tiempo ETA siguió cometiendo atentados, aunque no hubo víctimas mortales, pero las negociaciones siguieron entre bambalinas, a la vez que las protestas promovidas por el PP se sucedían y eran muy multitudinarias. 


			Aquel escenario ponía en una situación muy complicada al Gobierno, cada vez más arrinconado por la presión política del PP y porque la sociedad seguía viendo que los atentados de ETA no cesaban. El respiro para Zapatero no llegó hasta el 22 de marzo de 2006, cuando la banda terrorista anunció un alto el fuego permanente. Habían pasado dos años desde la primera llamada de Eguiguren a Blanco. 


			Fue un alivio para Zapatero, aunque no desaparecieron los obstáculos internos y externos. De hecho, dos semanas después de la tregua de ETA, el presidente remodeló su Gobierno, y situó ya a Alfredo Pérez Rubalcaba como ministro del Interior. La negociación con ETA también tuvo su coste interno, y José Bono abandonó el Gobierno en esta remodelación. Aunque se justificó su marcha por razones personales, en el mundillo político y mediático todo el mundo sabía que Bono se fue por sus profundas discrepancias en el proceso de negociación con la banda armada y, sobre todo, por la aprobación del Estatut de Cataluña. 


			Ese año siguieron las negociaciones entre el Gobierno y ETA con altibajos, avances y retrocesos, pero Zapatero siempre quiso ver la botella medio llena. Así, el 29 de diciembre de 2006, en la rueda de prensa de fin de año para hacer balance de su gestión (el vallisoletano fue el que instauró esta práctica de dar cuenta a los medios dos veces al año: una antes de las vacaciones de verano y otra al finalizar el año) se vio al dirigente socialista casi exultante en su intervención al referirse al proceso de paz. 


			El presidente del Gobierno afirmó ante los periodistas que la situación actual —en pleno alto el fuego de ETA— era «mejor que hace cinco años y que hace un año». Y añadió que en su «convicción personal, dentro de un año estaremos mejor que hoy en la búsqueda del fin de la violencia terrorista». Tras la rueda de prensa, Zapatero se fue a pasar las fiestas navideñas a Doñana con su familia. 


			Apenas habían pasado dieciocho horas desde que pronunció aquellas palabras cuando el país se despertó con la noticia de que una bomba había estallado en los aparcamientos de la terminal T4 del aeropuerto de Barajas en Madrid. Poco después se supo que, entre los escombros, habían aparecido los cadáveres de dos ciudadanos ecuatorianos que estaban durmiendo en su coche. 


			Zapatero quedó devastado y muy afectado a nivel personal tras saber los hechos. Según los testimonios de los que hablaron con él ese día, el presidente del Gobierno estaba completamente hundido por el atentado. Fue Rubalcaba quien decidió ser el primero en comparecer ante los medios de comunicación para dar explicaciones —una decisión que no compartieron muchos colaboradores del presidente—, aunque ya por la tarde fue el propio Zapatero quien dio la cara y se presentó en una rueda de prensa para anunciar la suspensión del diálogo con ETA y el fin del proceso de paz. Todo estaba roto y el presidente del Gobierno se encontraba en una situación política muy crítica, además de afligido anímicamente. 


			En los primeros meses de 2007, ETA y Otegi, por distintas vías, hicieron llegar a Zapatero que se mantendría el alto el fuego y que estaban en disposición de retomar el proceso de paz que diera lugar al fin del terrorismo. 


			Oficialmente, el Gobierno seguía dando por rota cualquier interlocución con ETA o Batasuna, aunque, según relata el libro de Eguiguren y Azpiolea, los contactos con los interlocutores de la organización terrorista se retomaron a finales de marzo de 2007. Sin embargo, los puentes oficiales estaban prácticamente destruidos y se acabó por confirmar el fin del proceso de paz. Así, el 5 de junio ETA hizo pública la ruptura oficial del alto el fuego. 


			Zapatero volvió a ganar las elecciones generales en marzo de 2008, y entre bambalinas, a través de reuniones y contactos —algunos oficiales y otros no—, el Gobierno y el entorno de ETA y Batasuna mantuvieron algunas vías abiertas para acabar con el terrorismo. Aquí Otegi y Eguiguren tuvieron un papel fundamental, según todos los interlocutores consultados, al no tirar la toalla y seguir apostando por culminar el proceso de paz. 


			Pero una de las claves del final de ETA no vino directamente de la acción del Gobierno de Zapatero, sino de un pulso interno entre la izquierda abertzale y ETA. En este sentido, Otegi desempeñó un papel esencial, según todas las personas que conocen de primera mano cómo se logró el fin de la banda y con las que he hablado para elaborar este libro. En esta etapa, el dirigente abertzale siempre apostó por el fin de la violencia. 


			De hecho, el periodista Azpiolea no duda de que los principales artífices del fin de ETA fueron Eguiguren y Otegi, sin minusvalorar la labor desempeñada por Rubalcaba ni, sobre todo, la determinación de Zapatero. 


			También, apunta el periodista —posiblemente el que más sabe de todo ese proceso—, aunque en los análisis sobre el asunto se le haya dado poca importancia, la ilegalización de Batasuna fue un factor muy importante, porque había una clara voluntad de Otegi y de la izquierda abertzale en estar en política, y con ETA en activo no era posible. Para Azpiolea fue determinante en el desenlace. 


			Curiosamente, Rubalcaba fue el primer escéptico en considerar un instrumento útil la ley de partidos para acabar con ETA cuando el entonces presidente del Gobierno, José María Aznar, la llevó al Congreso. El objetivo final de esta ley era ilegalizar las formaciones políticas que apoyaban a la organización terrorista ETA. 


			En un corrillo con periodistas en el patio del Congreso en 2002, Rubalcaba comentó que esta ley era un brindis al PSOE y que la tumbaría el Tribunal Constitucional tarde o temprano. Llegó a decir que ya habían valorado una ley similar en la última etapa de Gobierno de Felipe González, pero que la descartaron precisamente al entender que era muy complicado ilegalizar un partido aunque apoyara ideológicamente a una banda terrorista. 


			Rubalcaba se equivocó esta vez. En marzo de 2003 el Tribunal Constitucional avaló por unanimidad la plena constitucionalidad de la Ley de Partidos Políticos, consideró que esta norma no es una ley ad hoc elaborada por el Gobierno con el único objetivo de ilegalizar a Batasuna. El exministro reconoció posteriormente que dicha ley había sido un acierto y que desempeñó un papel primordial en el fin del terrorismo. 


			Hubo otro acontecimiento que tuvo un papel fundamental en el final de ETA: el adelanto electoral de las elecciones generales. Es probable que Zapatero no pensara en ello cuando, en septiembre de 2011, anunció un adelanto de las elecciones generales para noviembre. La crisis financiera había hundido al Gobierno socialista, la intención de voto del PSOE estaba bajo mínimos y todo apuntaba a una mayoría absoluta del PP, que era precisamente lo que pretendía evitar Zapatero con el adelanto electoral y dejando la candidatura a otra persona. 


			El entorno abertzale sabía el escenario político que se avecinaba en España tras los comicios y cómo podrían cambiar las cosas con la más que previsible llegada del PP al Gobierno. Probablemente, eso también precipitó los acontecimientos, aunque en este aspecto hay lecturas e interpretaciones para todos los gustos. Lo cierto es que estos factores llevaron a que, finalmente, el 20 de octubre de 2011 la organización terrorista ETA anunciara en un comunicado el «cese definitivo» de la violencia. 


			Días después, en el bar Manolo, situado al lado del Congreso, se encontraron varios diputados socialistas vascos y navarros. Aún se abrazaban y se felicitaban por el fin de ETA. Txiki Benegas, sentado en una mesa, los miraba con esa sonrisa socarrona que siempre tuvo. Los parlamentarios se acercaron y le hicieron preguntas. Todavía había inquietud por si pudiera darse una escisión en ETA que decidiera seguir con la lucha armada o si se podría repetir un atentado como el de la T4 de Barajas de 2006. La respuesta de Benegas, que estuvo al tanto en todo momento de lo que ocurría en el mundo etarra y de las negociaciones del Gobierno, fue contundente y no vaciló al afirmar tanto a sus colegas parlamentarios como a los periodistas que estábamos aquel día sentados en su mesa: «Esta vez es de verdad. Se acabó». Y levantó una copa de vino para brindar. 


			Sin lugar a dudas, es el recuerdo más emotivo que sigue anclado en la memoria de todos los dirigentes socialistas que vivieron de cerca con Zapatero aquel proceso. Pero, a la vez, todos ellos tienen la espina clavada de que nunca se le reconoció ni a Zapatero ni al Gobierno socialista haber acabado con el terrorismo. 


			Angélica Rubio recuerda aquella fecha como un «día maravilloso», y cuando le llamó Zapatero para decírselo no logró articular una palabra. «No pude ni hablar. Había sido tan duro… Tantos muertos, tantos funerales, tantas manifestaciones… Eso hay que vivirlo. Montarte en un coche con las metralletas en los pies camino del País Vasco, rodeados de cientos de policías, llegar y ver la rabia y el dolor de la gente. Fue un día enorme, muy especial». 


			Pero podría decirse que a la actual directora del diario digital El Plural, siempre vehemente y apasionada en sus comentarios, todavía le duele que a Zapatero algunos partidos políticos y una parte de la sociedad española no le hayan reconocido nunca de forma explícita el mérito de poner fin al terrorismo: «Si hubiera sido un presidente del PP, estoy segura de que habría estatuas suyas en las plazas de España». 


			Y añadió durante la conversación que mantuvimos para la elaboración de este libro: «La derecha de este país nunca reconocerá que Zapatero acabó con ETA. Y les guste o no les guste, fue Zapatero quien lo hizo. Eso pasará a la historia. Acabó con cuarenta años de terrorismo en España, y eso no sólo justifica un mandato, justifica toda una vida. Me parece miserable que la derecha no lo reconozca». 


			Blanco sí está convencido del papel clave que desempeñó el presidente del Gobierno en todo el proceso: «Esto jamás se hubiera hecho sin el firme compromiso y la determinación de Zapatero», dice el exdirigente socialista, quien no olvida citar «el apoyo y trabajo» de Rubalcaba como ministro del Interior; «la labor» que hizo Patxi López como lendakari, el «papel fundamental» de Eguiguren, «y otras personas, como el propio fiscal general del Estado», añade. 


			También al exsecretario de Organización del PSOE le duele que no exista ese reconocimiento ni a Zapatero ni a esas personas que cita, aunque en buena medida culpa al propio partido. Blanco cree que el PSOE debería haber reivindicado con más determinación el fin de terrorismo en la misma campaña electoral de 2011. 


			«Es verdad que en esos momentos el PSOE estaba muy alicaído, no era su mejor momento, estaba la crisis económica y era el final de un mandato —reflexiona Blanco—. Pero, sobre todo, fue la honestidad de Alfredo Pérez Rubalcaba de no querer utilizar el fin del terrorismo en la campaña electoral. Creo que eso supuso un problema y que deberíamos haber salido con más orgullo y más determinación a la hora de reivindicar lo que habíamos sido capaces de conseguir. Es cierto que el mérito es de la sociedad española, de los diferentes gobiernos anteriores y mucha gente dice que sobre todo de la policía, de la Guardia Civil y en general de los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado. Yo no quito mérito a nadie en el fin de ETA, pero no es menos cierto que alguien dirigía la política antiterrorista y la acción del Gobierno cuando se produce eso. Las cosas no ocurren porque sí. Había alguien que dirigía el país, alguien que dirigía a los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado, alguien que marcaba cuál debía ser la política antiterrorista. Hubo alguien al frente que tomó la decisión de ir a por todas para acabar con ETA, que ejerció un liderazgo y determinó una acción política. En todo caso, creo que no se lo van a reconocer nunca a Zapatero o, al menos, en mucho tiempo». 


			Las opiniones de la mayoría de los dirigentes del PSOE son básicamente coincidentes con el análisis hecho por Blanco, pero hablar del fin de ETA con Eduardo Madina, aunque sea doce años después, no deja de ser algo muy especial. 


			Madina, además de ser ex secretario general del grupo parlamentario y concitar un amplio apoyo para ser secretario general del PSOE en las primarias frente a Pedro Sánchez (aunque al final perdiera), sufrió un atentado de la banda terrorista en 2002 que le causó graves lesiones. Nunca ha querido presentarse en su trayectoria política como víctima de ETA. Nunca se han visto en sus palabras rencor ni odio por lo que le sucedió, ni siquiera por los autores de su atentado. Y si alguien ansiaba el fin del terrorismo, ese era Edu. 


			De lo que sí culpa al PP es de esa falta de reconocimiento a Zapatero por el fin de ETA. Considera que la derecha fue muy agresiva desde el primer momento con el proceso de paz porque, según opina el exdirigente vasco, el PP no creía en el valor del diálogo como factor fundamental en un proceso de paz para poner fin al terrorismo, y por eso se movilizó mucho en contra de las conversaciones puestas en marcha por el Gobierno. (Baste recordar que los populares llegaron a convocar hasta once manifestaciones oponiéndose a cualquier negociación con la organización terrorista). 


			Por el contrario, Madina piensa que en ese proceso de paz el diálogo fue determinante para conseguir el fin de la violencia. «Digan lo que digan, ETA todavía tenía fuerza suficiente para haber seguido porque tenía más de doscientos tipos que estaban dispuestos a continuar matando y todavía había gente que quería entrar», afirma. 


			Para el expolítico vasco cuando ETA dice «cese definitivo» y pasa ya a la historia, se produce un choque frente a la durísima campaña que había emprendido el PP contra todo el proceso de paz. «Entonces a la derecha le resulta muy difícil reconocer el papel que el Gobierno del presidente Zapatero y del ministro Rubalcaba tuvieron en la finalización del terrorismo», explica. 


			Madina opina que aquella actitud del PP fue todo un error estratégico y, humildemente, él mismo reconoce la labor que también hizo este partido y el Gobierno de José María Aznar para llegar al fin de ETA. 


			«El final del terrorismo también se debe al PP. Estuvo gobernando ocho años con José María Aznar al frente, y las fuerzas de seguridad, los jueces, la ley de partidos hicieron muchas cosas para debilitar a ETA. Todo el recorrido de los cuarenta años de democracia es importante para llegar al momento en el que ETA anuncia una tregua y se inicia el proceso de paz del presidente Zapatero. Es una victoria que es de todos, también del PP y, sin embargo, ese partido no la quiere, le quita valor y lo reduce todo a una dimensión policial, que sin duda alguna fue muy importante, pero el combate político, el diálogo y la movilización fueron fundamentales. El PP, no obstante, prefiere no autootorgarse esa victoria, que también fue suya, a cambio de negársela a Zapatero». 


			De lo que está convencido Madina es de que si el fin de ETA lo hubiera protagonizado un presidente del PP, habría habido una candidatura al día siguiente para el Premio Nobel de la Paz, como ocurrió con Tony Blair y el fin del terrorismo en el Reino Unido. «Nunca hubo esa propuesta ni nadie la planteó para el presidente Zapatero. No sé si se debería haber hecho. La verdad es que no quisimos patrimonializar el fin de ETA ni siquiera durante la campaña de las elecciones de 2011, y eso nos llevó a hablar menos del tema. Tal vez por ello, en términos de memoria no está fijada en la sociedad española ni la fecha en que acabó ETA ni el significado que ello tiene. Creo que celebramos muy por debajo el hecho de haber ganado una batalla de cinco décadas contra el terrorismo. Le hemos dado muy poco significado a una cosa tan importante y es un error». 


			Lo que es seguro es que el PSOE no logró rentabilizar el fin de ETA en esas elecciones, donde no sólo obtuvo mayoría absoluta el PP, sino que la candidatura encabezada por Rubalcaba, como he señalado, cosechó el peor resultado de su historia en democracia. Óscar López, estudioso de los resultados electorales, recuerda en este aspecto que no pocos analistas políticos se pasaron años diciendo que el Gobierno que acabara con el terrorismo de ETA ganaría las elecciones en España durante dos décadas. Es evidente que la política no es como las matemáticas. 


			Más de doce años después del fin de la banda terrorista, Madina cree que todavía «hay un pasado en disputa, porque no hay consenso en lo que pasó porque cuando pasó no lo había; por ello es difícil que lo haya después». Pero el exdirigente vasco concluye que, pese a tanta mezquindad o falta de reconocimiento al papel que tuvo el Gobierno socialista, hay un dato incuestionable: «El gran legado de Zapatero es haber dejado una sociedad sin terrorismo». 
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			LA HUELLA DE ZAPATERO VEINTE AÑOS DESPUÉS 


			
	 


 	
	 
	 	
			 


  «Todo lo que el hombre ha hecho en la vida, lo ha soñado antes». 


			 


			Veinte años después de la llegada de José Luis Rodríguez Zapatero al Gobierno, lo que cabe preguntarse es qué legado ha dejado en la sociedad española y qué recuerdo queda de él. Lo que es evidente es que su inesperada llegada al Gobierno en 2004, sus políticas, su talante, sus errores y sus aciertos forman ya parte de la historia contemporánea de este país. 


			Entre los suyos, hay unanimidad en dos aspectos. Pasará a la historia por haber conseguido el fin de ETA y por haber puesto a España en la vanguardia de Europa y del mundo en derechos de ciudadanía y en igualdad. Otro sector de la sociedad española, por el contrario, le sigue culpando directamente de la situación económica en la que dejó al país tras la gestión que hizo de la crisis económica de 2008. Tampoco faltan opiniones de que sus decisiones políticas en materia territorial y su empeño en la aprobación a toda costa del Estatut de Cataluña fueron el germen que provocó las tensiones territoriales que luego estallaron en España en 2017 en Cataluña con el procés. 


			De hecho, a la hora de valorar su gestión y compararla con otros presidentes del Gobierno, parece que en la memoria colectiva de los ciudadanos dos décadas después sigue pesando más la crisis económica que haber logrado el fin del terrorismo o los avances sociales y de ciudadanía que se alcanzaron durante su etapa en el Gobierno. No se puede decir que se guarde un buen recuerdo de la etapa de Zapatero. 


			En una encuesta de DYM para HENNEO de diciembre de 2020, tras preguntar por la valoración de todos los presidentes de Gobierno que ha habido en España desde la Transición, Zapatero queda en una más que discreta antepenúltima posición. 


			En dicho sondeo, el primer presidente elegido en democracia, Adolfo Suárez, sigue siendo considerado por los españoles como el mejor dirigente que ha tenido este país desde el fin de la dictadura de Francisco Franco. Concretamente, el 34,5 por ciento de los españoles sitúa a Suárez en este puesto. Le sigue Felipe González, de quien el 20,8 por ciento de la ciudadanía cree que fue el mejor presidente. Y muy por detrás se hallan José María Aznar (11 por ciento), José Luis Rodríguez Zapatero (7,5 por ciento), Pedro Sánchez (4,4 por ciento) y Mariano Rajoy (4,2 por ciento). Leopoldo Calvo Sotelo, que estuvo apenas un año y tal vez sea el presidente del Gobierno menos conocido, sólo obtiene un 0,9 por ciento. 


			Lógicamente, los dirigentes socialistas que acompañaron a Zapatero en su etapa en el partido y en el Gobierno discrepan de forma manifiesta de estas valoraciones, y su opinión es radicalmente contraria. Admiten el daño que hizo al Ejecutivo la crisis económica de 2008 y asumen en parte que no se hicieron las cosas bien, pero se inclinan por hacer un balance más positivo que negativo de toda la etapa y están convencidos de que cuando pase más tiempo se reconocerá el legado progresista que Zapatero dejó en la sociedad española. 


			¿Qué legado queda de Zapatero veinte años después? La exministra Trinidad Jiménez no duda en su respuesta: «Una profunda transformación de la sociedad española, hecha por un hombre que todavía sigue defendiendo con pasión aquello en lo que cree, con una frescura y unas convicciones que son dignas de elogio». 


			Para Leire Pajín, Zapatero significó para su generación lo que Felipe González a la de 1982: «Fue para la gente de mi época el cambio de los derechos de este país, la igualdad en el sentido más amplio, la igualdad en letras mayúsculas». 


			En esta línea coincide José Blanco: «Veinte años después España es un país con más derechos y más igualdad, aunque haya sectores reaccionarios que ahora salieron del armario para cuestionar lo que no se atrevieron a cuestionar en su momento». 


			El que fuera ministro y secretario de Organización del PSOE resalta especialmente la importancia de que «España ha asimilado con naturalidad el matrimonio entre personas del mismo sexo, la ley de igualdad, la ley contra la violencia de género y todas las leyes que, en el fondo, trataron de superar la discriminación y hacer un país más igualitario para las personas. Zapatero hizo las políticas que representan al socialismo, que son las políticas de igualdad». 


			Eduardo Madina profundiza en esta idea: «Zapatero cambió los límites de la mentalidad de la gente de este país. Empezamos a pensarnos con unos límites de libertad y de derecho de ciudadanía muy europeos, muy avanzados y muy novedosos». 


			En opinión del ex secretario general del grupo socialista en el Congreso, con las políticas emprendidas por el Gobierno del PSOE en esos casi ocho años, «nos atrevimos a imaginar una sociedad con límites legales más amplios, más anchos, muy por encima de lo que había sido la serie histórica desde la muerte de Franco hasta la llegada de Zapatero. Todo eso se refleja en un amplio calendario de legislación que no sólo amplió nuestros derechos, sino nuestra manera de vernos y de pensarlos. Junto al fin de ETA, ese es su otro gran legado». 


			Finalmente, la periodista Angélica Rubio, al ser preguntada por la misma cuestión, se lo piensa unos segundos y contesta en unas pocas palabras: «Es una buena persona, es honesto e hizo por los débiles de este país más que sus predecesores, por supuesto». 


			Tras analizar y estudiar toda su trayectoria y hablar con numerosos dirigentes socialistas de aquella etapa, faltaba saber el análisis que el propio Zapatero hacía de su etapa en el Gobierno dos décadas más tarde. 


			Con el libro prácticamente terminado, a lo largo de una conversación amena e informal, y sin el formato tradicional de una entrevista periodística, el expresidente del Gobierno accedió, no sin ciertas reticencias, a repasar aquellos años. 


			Durante la charla, parece que al Zapatero más humano se le agolpan recuerdos y nombres a medida que van surgiendo los temas y recuerda anécdotas y momentos puntuales, aunque también es consciente del paso del tiempo. 


			La primera cuestión es obvia: «Veinte años después, ¿qué le queda de su etapa de Gobierno? ¿Qué balance hace? ¿Cuáles son sus recuerdos de aquellos años?». 


			Zapatero pone su eterna sonrisa y contesta: «Hay un proceso, que diría que es biológico, biología política podemos decir, que lo podría resumir en que cada día que pasa, cuanto más tiempo uno se distancia de aquello, más valoro la etapa en la que fui presidente del Gobierno de España y de las cosas que pude hacer». 


			El expresidente considera que sí se hicieron algunos logros y que, todo este tiempo después, «aquellas cosas que fueron importantes de verdad se reconocen y se reavivan en la conciencia colectiva. En la medida que pasa el tiempo, sí me siento más reconfortado con esa etapa». 


			En la conversación, quiere resaltar especialmente que sigue pensando que es más importante la política que el poder —una frase que ha pronunciado en más de una ocasión—, y que el poder es temporal y limitado, «pero la política es eterna». Y afirma que eso fue lo que guio su mandato: hacer política. 


			Más allá de las medidas concretas, lo que quiere reseñar el exlíder del PSOE con esta reflexión es que cree que una parte de su huella veinte años después está «en que las ideas políticas que trasladamos desde el Gobierno han permanecido en la sociedad». 


			Zapatero no oculta que se siente orgulloso de su etapa en la Moncloa, y destaca tres aspectos: «Uno: haber procurado ejercer el poder con decencia y contención. Dos: que bajo mi Gobierno, recordando esa frase ya emblemática que dije hace poco, se terminó la violencia política en España tras más de dos siglos de violencia política ininterrumpida. Y tres: haber impulsado un país de derechos civiles y sociales que venía a refutar y a enmendar toda la historia de esa España cerrada, intolerante y que no podría abrirse al mundo. Creo que en mi etapa se consolidó en este país la igualdad entre hombres y mujeres, y la diversidad, para siempre. Este país se hizo definitivamente feminista». 


			En cuanto al fin de ETA, más allá del desahogo que protagonizó en la entrevista en la cadena Cope, donde reivindicó que durante su Gobierno se acabó con el terrorismo, a Zapatero se le nota algo dolido por esa falta de reconocimiento. 


			Recuerda que, antes del fin de la banda armada, numerosos periodistas y analistas planteaban que quien acabara con el terrorismo en España pasaría a la historia con letras mayúsculas. «Cuando llegó el momento, ninguno de los que escribió aquello lo recordó», dice. 


			Sobre por qué el PSOE tampoco puso en valor este logro, ni en la campaña electoral de 2011 ni posteriormente, el expresidente del Gobierno tiene su explicación: «Pienso que, en este tema, el hecho de haber sido muy divisorio políticamente, porque la derecha utilizó contra mí el proceso de diálogo con ETA, pues es lo que quizá nos ha contenido, nos ha limitado y nos ha hecho, en mi caso hasta ahora, no hacer de ello un acto de afirmación y de orgullo. Ahora creo que ya ha pasado el tiempo necesario y suficiente para que perdamos esa timidez». 


			Cuando se refiere a la gestión que hizo su Gobierno de la crisis económica de 2008, Zapatero no puede disimular que todavía le duele aquello. «Fue un tsunami, pero, visto con el tiempo, comparándolo con la crisis que llegó como consecuencia de la pandemia de la COVID-19, que fue otro tsunami económico, y viendo cómo la reacción de Europa fue totalmente distinta, queda en mi tranquilidad que sé que las herramientas de las que dispuse eran absolutamente limitadas para combatir aquello, no teniendo moneda propia o no teniendo el Banco Central», dice, en un claro reproche a las decisiones que se adoptaron por parte de la Unión Europea en aquel periodo. 


			El empleo fue la mayor víctima de aquella crisis y, años después, se cifró en casi cuatro millones los puestos de trabajo que se perdieron en España, sin que se llegaran a articular apenas medidas de contención con efectividad. Viendo la diferencia entre las dos crisis, Zapatero reflexiona y dice que, tras haber visto cómo se actuó en la pandemia con los ERTE y las medidas de la reforma laboral —que admite que funcionan extraordinariamente bien—, lo que sucedió en su último año de Gobierno le parece casi un disparate. 


			«Las empresas españolas gastaron 3.500 millones de euros en despedir a la gente, y no tuvimos una mayor capacidad de frenarlo entonces. Aunque es verdad que nos enfrentamos a sectores productivos que prácticamente desaparecieron, como la construcción y el sector inmobiliario», afirma. 


			Dicho esto, el expresidente del Gobierno no elude responsabilidades: «Yo asumo, porque era presidente del Gobierno y las cosas pasaron bajo mi mandato, que una parte de la sociedad estuvo crítica y tenía toda la razón. Siempre he asumido que el responsable de las consecuencias de esa crisis fue el Gobierno que yo presidía». 


			Otro tema que le persiguió durante todo su mandato fue el conflicto con Cataluña y cómo afrontó el tema territorial de España. Todavía hay dirigentes socialistas que no se explican y se sorprenden de esa concepción de la España plural y federal que defendió el expresidente a lo largo de sus dos legislaturas, en especial viniendo de un dirigente socialista castellanoleonés. 


			Uno de los participantes en este libro, que no quiere aparecer con su nombre, lo expresa más explícitamente: «Me sigue pareciendo incomprensible que un castellano defendiera esa concepción de la España plural, del modelo federal, de España como nación de naciones. Aún no me cabe en la cabeza. ¡Que es un tipo que ha nacido en Castilla la Vieja!», comenta con ironía en referencia a que Zapatero nació en Valladolid. 


			Sin embargo, Zapatero cree que él no resucitó el debate territorial de España; según dijo, este es un tema que viene de hace doscientos años. «Está inserto en la naturaleza de nuestro país, con momentos álgidos y momentos de calma, aunque siempre presente en la historia política de España», explica. 


			El expresidente afirma que él hizo un intento de afrontar la situación y está convencido de que hubiera salido bien y podría haber funcionado para la convivencia en nuestro país durante los siguientes treinta años, sobre todo, si se hubiera contado con la colaboración del PP. Por esta razón, Zapatero intentó convencer a Mariano Rajoy de que le apoyara, pero reconoce que le resultó absolutamente imposible contar con su acuerdo. 


			Tampoco se siente culpable de que su apuesta por un modelo de Estado plurinacional en España o la aprobación del Estatut de Cataluña y las promesas y negociaciones que se desarrollaron durante su Gobierno derivaran, el 1 de octubre de 2017, en un referéndum ilegal promovido por el independentismo en Cataluña. 


			«No me siento culpable en absoluto —dice con gesto serio—. La democracia tiene responsabilidades muy repartidas. Pero creo que la principal responsable, y siento decirlo, fue la sentencia que dictó el Tribunal Constitucional. Objetivamente, todo empezó ahí». 


			Zapatero cree que cualquier periodista o historiador tiene que concluir que, a raíz de la sentencia del Tribunal Constitucional (TC), hay un antes y un después que marca la relación con Cataluña, «porque es cuando se produce una reacción masiva de todo el arco parlamentario, menos del PP, en contra de esa sentencia. Por una razón muy sencilla: desde Cataluña se consideró que se había roto el pacto constitucional con esa sentencia, y lo razonaron desde el primer momento. Pienso que su razonamiento merece ser escuchado». 


			A continuación, en tono didáctico, el expresidente explica que el Estatut de 1979 fue elaborado por una asamblea de parlamentarios en representación de Cataluña y de las Cortes Generales, luego se sometió a referéndum, y cuando después fue ratificado por las Cortes, no se admitieron enmiendas; se aprobó el mismo texto que se había votado. 


			Para Zapatero, «el espíritu que ahí se construye es una especie de pacto federal, que viene a decir que lo que acordamos se respeta cuando se ha aprobado en un referéndum, y eso ya no se puede tocar. Los partidos nacionalistas catalanes consideraron que con la sentencia del TC ese acuerdo tácito se rompe y lo interpretan como una quiebra del pacto constitucional». 


			En su opinión, «esta visión no es ninguna locura, ya que se evidencia un choque de legitimidades: porque el pueblo de Cataluña votó un Estatut frente a la legitimidad del TC, que emitió una sentencia que podía emitir. Fue una anomalía del sistema en un tema tan crucial». 


			Por ello, Zapatero aplaude que, en 2015, con mayoría absoluta del PP, se recuperara el recurso previo de inconstitucionalidad, que tiene por objeto la posibilidad de plantear impugnación ante el TC del texto definitivo de un proyecto de estatuto de autonomía o de una propuesta de reforma de un estatuto, aprobado por las Cortes Generales, antes de ser sometido a votación en referéndum. Es decir, que cualquier consulta de una reforma estatutaria que se someta a la ciudadanía tenga ya la garantía de estar dentro del marco de la Constitución. El expresidente considera «interesantísimo que ahí estuviera el PP». 


			Tras muchas consideraciones, Zapatero hace su balance de todo aquello: «Fue un intento más de mejorar esa relación entre España y Cataluña, pero las fuerzas que se opusieron eran muy fuertes. Me hubiera gustado contar con el PP y he reflexionado mucho qué hubiera podido hacer más». 


			En este aspecto, el líder socialista realiza una confesión inédita hasta ahora: «Con el tema de ETA, que Rajoy me combatió muy duramente y llegó a decir algunas cosas inapropiadas en el Parlamento, sin embargo, privadamente estaba mucho más abierto que con el tema de Cataluña. Es curioso. Con el tema de ETA más o menos me dijo: tú haz lo que tengas que hacer, pero no me lo cuentes. Es muy de Rajoy». Y Zapatero suelta una carcajada. 


			En cuanto a la implantación de nuevos derechos como la ley del matrimonio entre personas del mismo sexo o la de violencia de género, el recuerdo de Zapatero es que, pese a todo el ruido, la reacción de «la sociedad española fue estupenda». Pero si hay algo que el expresidente rememora especialmente es la aprobación de la ley de memoria histórica, que considera que era una deuda que había con la sociedad. 


			«Era un mandato generacional —explica—, porque mi generación era ya una generación que tenía la tranquilidad, pero a la vez el deber, de abordar un reconocimiento a las víctimas y al sufrimiento que había generado la dictadura». 


			Zapatero recuerda que en el año 2000 nació la primera Asociación para la Memoria Histórica, precisamente en León, ya con los nietos de las víctimas del franquismo. A partir de ahí, empezaron a surgir iniciativas parlamentarias, casi todas desde la izquierda, y ahí fue cuando el líder socialista decidió sumarse y actuar. «Me parecía que una democracia que no reconoce los derechos de las víctimas de una dictadura es una democracia incompleta», sentencia. 


			Tras más de una hora de charla distendida, sólo falta por saber si, dos décadas después de aquella victoria electoral del 14 de marzo de 2004, Zapatero cree que dejó alguna cosa por hacer durante su mandato o existe alguna de la que se arrepiente hoy por no haberla hecho. El socialista responde, como si lo tuviera ya pensado o llevara veinte años dándole vueltas: «Hay dos cosas que tengo en la cabeza. Una desde hace tiempo, y otra recientemente. Fui feliz el día que se aprobó la utilización de otras lenguas cooficiales en el Congreso —se refiere a la reciente modificación del reglamento de la Cámara Baja, aprobada en el mes de septiembre de 2023, que permite el uso de las lenguas de los territorios históricos—. Pensé cómo era posible que esto no se me hubiera ocurrido a mí, aunque también es verdad que en aquellos años los nacionalistas tampoco lo pedían. La otra cosa que siempre he pensado que me quedó por hacer fue una ley contra la prostitución con un posicionamiento abolicionista». 


			Por último, Zapatero despeja otra duda que aún tienen muchos dirigentes socialistas, sobre si su decisión de no volver a presentarse como candidato del PSOE en las elecciones de 2011 fue como consecuencia del tsunami económico al que se enfrentó, y fue lo que le hizo tirar la toalla. No faltan adeptos en el partido que creen que, sin esa circunstancia, Zapatero hubiera vuelto a presentarse y hubiera estado más tiempo en el Gobierno que Felipe González. 


			Él lo niega: «No hubiera seguido siendo candidato, aunque no hubiera ocurrido la crisis económica. Las personas que estaban más cerca de mí, como Pepe Blanco o Rubalcaba, ya lo sabían». 


			Zapatero desvela que esa decisión la tenía tomada ya antes de llegar a la Presidencia del Gobierno por «un hecho muy sensible e inapelable», de carácter muy personal. Y lo explica: «Cuando decidí presentarme a la Secretaría General del PSOE en el año 2000, obviamente compartí antes ese anhelo y esa batalla con mi mujer, con Sonsoles. Si ganaba y era secretario general, eso nos trastocaba toda nuestra vida porque suponía que había que venir a Madrid [Zapatero hasta entonces siempre había vivido en León]. Ella tenía sus clases en León, estaban las niñas y, además, allí éramos bastante felices. Era un cambio radical en nuestra vida. Entonces, ella me dijo: “Como sé que vas a ser presidente del Gobierno, porque te conozco, estoy de acuerdo y te acompaño. Pero sólo ocho años en la Moncloa”. Yo tenía ese compromiso absoluto con mi mujer». 


			Zapatero señala que el primer dirigente político al que le dijo que no volvería a ser candidato fue José Blanco en el año 2009, y ya le aseguró entonces que la decisión que tenía tomada era inapelable. 


			Tras dejar la Presidencia del Gobierno en 2012 y convertirse en «jarrón chino» —como Felipe González define a los expresidentes—, Zapatero pasó a un segundo plano de la actualidad política nacional. En el ámbito internacional, participó en diversas iniciativas y foros, pero se implicó especialmente en la situación política de Venezuela y con el Gobierno de Nicolás Maduro. 


			No fue hasta las pasadas elecciones de julio de 2023 cuando el expresidente decidió volver al terreno de la política nacional para volcarse en la campaña de Pedro Sánchez. Hizo entrevistas, participó en mítines de cualquier federación del PSOE que le reclamara y se convirtió en un activo electoral del candidato socialista a la Presidencia del Gobierno. Para muchos analistas, su participación en la campaña fue clave en el resultado final de los comicios para que PP y Vox no alcanzaran la mayoría absoluta que se pronosticaba en las encuestas, y hubiera la posibilidad de reeditar el Gobierno de coalición. 


			Zapatero hizo una campaña al estilo Zapatero, con talante. La incendió al inicio reivindicando que con su Gobierno había acabado el terrorismo de ETA. Fue a todos los medios de comunicación que le solicitaron una entrevista y defendió las políticas de Pedro Sánchez con entusiasmo desbordado, como si fuera él quien aspirase a volver a la Moncloa. 


			El expresidente explicó que para él era «un deber cívico implicarse» en esta campaña por considerar injusta la oposición destructiva que había hecho el PP contra el candidato socialista en momentos tan complicados como los que se habían vivido en la legislatura, como la pandemia. 


			Algunos días de campaña, incluso, alcanzó más protagonismo mediático que el propio Pedro Sánchez, como cuando en un acto en San Sebastián hizo una singular reflexión sobre el cambio climático. 


			«El infinito es el infinito; el universo es infinito muy probablemente. No cabe en nuestra cabeza imaginarnos cómo es el infinito. Pertenecemos a un planeta, la Tierra; y a una especie que es absolutamente excepcional. Somos el único sitio del Universo, del Todo, si es que podemos concebir el Todo, donde se puede leer un libro y se puede amar. Este planeta, que es asombroso, ha logrado un sistema en el que la vida emerge y se mantiene con un equilibro impresionante, que asombra, que ha traído las mejores mentes en la historia de la humanidad para entenderlo. Ese planeta lo estamos poniendo en riesgo y en cuestión con nuestra acción depredadora», afirmó. 


			El contenido del mensaje y la intensidad con la que lo expresó Zapatero provocaron todo tipo de burlas desde distintos sectores políticos y mediáticos, y fue objeto de chanzas en las redes sociales. Entre los suyos, sin embargo, fue aplaudido. «Se reirán lo que quieran, pero estaba hablando muy seriamente del cambio climático y para mí lo que ha dicho Zapatero no me parece nada terrible, ni que haya dicho ninguna bobada», comentaron algunos dirigentes socialistas. Para una buena parte del PSOE, diga lo que diga el expresidente… Zapatero infinito. 


			Tras las elecciones, el líder socialista ha regresado a los cuarteles de invierno en un modesto despacho de la Fundación Pablo Iglesias. La militancia del PSOE lo sigue considerando como uno de los más importantes referentes del partido veinte años después, y él sigue manteniendo viva la frase de la filósofa malagueña, María Zambrano, que tantas veces repitió en sus mítines cuando anunciaba sus novedosas propuestas para el Gobierno: «Todo lo que el hombre ha hecho en la vida, lo ha soñado antes». Él tuvo tiempo de poder hacerlo durante siete años y medio. 
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    Zapatero, el legado progresista cuenta la intrahistoria de estos avances sociales —y de otros acontecimientos controvertidos, como la aprobación del Estatut de Cataluña o el tsunami económico que devastó la última etapa del Gobierno socialista— mediante conversaciones con dirigentes políticos y periodistas que los conocen de primera mano, y a través también de los recuerdos del propio expresidente de España
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